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SESIÓN ORDINARIA No. 008-2024

Acta de sesión ordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera presencial, a las ocho horas con cuarenta y un minutos del trece de febrero de dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

No hay.

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.


[bookmark: _Toc158375972]ARTÍCULO I
[bookmark: _Toc158375973]N° 93-2024: Orden del día.
Documento N° 93-2024

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se acordó: 	Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc157791433][bookmark: _Toc158375976][bookmark: _Toc111124827]ASUNTOS PRIVADOS

No hay

[bookmark: _Toc152920760][bookmark: _Toc157791435][bookmark: _Toc158375977]ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc158375979]DIRECCIÓN DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc158375980]ARTICULO II 

Documento N° 561-2020 / 84-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el oficio N° 0012-DJA-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“Como bien es de su conocimiento, el pasado 27 de noviembre del 2023 mediante Oficio CNS-1834/04 CNS-1835/05, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), en los artículos 4 y 5 de las actas de las sesiones 1834-2023 y 1835-2023, celebradas el 20 de noviembre del 2023, dispuso remitir a consulta, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 2, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, al sistema financiero nacional y a la Asociación Costarricense de Auditores en Informática, la propuesta de modificación al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, Acuerdo CONASSIF 5-17, reglamento que incide directamente en la gestión de TI de la JUNAFO.

Que mediante circular externa SGF-3127-2023 A80/0- 2.396 SP-1412-2023 SGS-C-0047-2023 SGF-PUBLICO el pasado 29 de noviembre del 2023 se notifica a la JUNAFO el envío a consulta de la modificación integral a los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, Acuerdo CONASSIF 5-17.

Que mediante circular externa SGF-3126-2023 A80/0- 2.397 SP-1413-2023 SGS-C-0046-2023 SGF-PUBLICO del pasado 29 de noviembre del 2023 se notifica a la JUNAFO sobre presentación virtual del Acuerdo CONASSIF 5-17.

La JUNAFO se dio a la tarea de analizar la documentación remitida sobre las modificaciones al reglamento, modificaciones que se consideran necesarias bajo la óptica actual de las circunstancias en materia tecnológicas que vive el país y el mundo entero, circunstancias que obligan al reforzamiento de los controles necesarios para el óptimo resguardo de los activos de toda institución, sin embargo, la JUNAFO posee características particulares desde el punto de vista técnico y administrativo que le dificultan una maniobrabilidad absoluta sobre su gestión, debido a que la misma forma parte integral del Poder Judicial de Costa Rica (según lo dictamina la PGR C-021-2021), y con esto debe acatar disposiciones administrativas con dicho Poder de la República, que podrían dificultar el cumplimiento oportuno de lo dispuesto en el nuevo reglamento definido.

Es por ello por lo que debemos reiterar los antecedentes de la creación de la JUNAFO para entender por qué se externa la incertidumbre sobre el cumplimiento a cabalidad del reglamento remitido.

Antecedentes

Es menester recordar el camino recorrido por la JUNAFO en la conformación de su estructura administrativa, debido a que se han tenido que cursar diferentes obstáculos en el tiempo.

En sesión N.° 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril de 2021, el estimable Consejo Superior del Poder Judicial, decide crear una estructura administrativa propia para la JUNAFO, con el fin de que coadyuve en la persecución de los objetivos definidos por ley para este cuerpo colegiado de reciente creación, de dicho acuerdo se extrae lo siguiente:

“… 2.) Deberán las dependencias del Poder Judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo. 4.) Autorizar el traslado de las plazas relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril de 2021, para que integren la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que responderá a la Junta Administradora del Fondo, las cuales se indican a continuación…” 

A partir de ese momento y conforme al criterio sobre la naturaleza de la JUNAFO emitido por la Procuraduría General de la República N.° C-021-2021, se realizan las gestiones pertinentes para dotar de un presupuesto propio a este cuerpo colegiado, así como los trámites necesarios para la dotación de las plazas requeridas para la ejecución de las actividades establecidas por el ente regulador del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense (SNP), la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Sin embargo, para ese momento (año 2021) la Dirección de la JUNAFO no cuenta con un Área de TI que brinde apoyo a todas sus responsabilidades normativas en materia tecnológica, si no que la misma se apoya en la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicación del Poder Judicial (DTIC) para dichas funciones, sin embargo la DTIC alega grandes cargas de trabajo a lo interno del Poder Judicial que le dificultan dar un apoyo diligente a las obligaciones de la JUNAFO con el ente regulador y sus propias necesidades administrativas para el correcto funcionamiento de sus responsabilidades, es por ello que la DTIC insta a la JUNAFO mediante Oficio N.° 0551-DTIC-2021 del 26 de marzo del 2021 a crear su propia Área de TI que se enfoque en dar norte y atención directa a todas las necesidades tecnológicas que la JUNAFO requiera.

Por otra parte, es importante recalcar que durante los años 2019, 2020 y parte del 2021, la JUNAFO y el Poder Judicial contaban con un convenio de cooperación para el ejercicio de sus funciones, debido a que la JUNAFO aún no contaba con un cuerpo administrativo propio acorde a sus necesidades básicas, sin embargo dicho convenido fue disuelto luego del pronunciamiento de la Procuraduría General de la República en el año 2021 y mediante Acta de Consejo Superior N.º 027-2021 se da por finalizado dicho convenido, donde se cita:

“Que mediante Acta de Consejo Superior N.º 027-2021, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo del 2021, artículo VI, por unanimidad, se acordó: Solicitar al Consejo Superior, que con base en el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por ese Órgano en sesión de fecha 18 de febrero de 2021, N° 14-2021, Artículo LXVI, donde se conoció el acuerdo celebrado en la sesión N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III, de la Junta Administradora, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y esta Junta, en vista que perdió vigencia y se tornó innecesario, al ser la Junta un órgano más del Poder Judicial. Así mismo se Solicitó al Consejo Superior ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial, para que atendieran los requerimientos de esta Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.” El resaltado y subrayado no es del original.

Es importante destacar, que dada la definición de la naturaleza jurídica de la JUNAFO, como órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien mantiene una relación interorgánica y conserva su naturaleza pública, en razón de lo cual difiere del resto de supervisados de la SUPEN, por cuanto es un órgano y no un ente independiente, es desconcentrado y no descentralizado, en razón de lo cual ciertas actividades misceláneas bajo los principios de economía, eficiencia, eficacia y evitar duplicidad de funciones se mantienen desarrolladas por el cuerpo principal del Poder Judicial, situación que ha sido reconocida por la propia SUPEN, tal y como se manifestó en el SP-1399-2020, donde se cita:

“Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento.” El resaltado y subrayado no es del original.

Por último, es importante aclarar que, al ser la JUNAFO parte del sector público costarricense y haber sido catalogado en el clasificador institucional del sector público, bajo el código 1.1.1.1.770.301 como un órgano desconcentrado y conforme al dictamen N.° DCA-4802 (ref. 22631) de la Contraloría General de la República en el cual se aclara que los recursos del 5/1000 a una contribución parafiscal teniendo carácter de fondo público, y por lo tanto debe aplicar la Ley General de Contratación Pública N.° 9986.

En el mes de enero del año 2022 se crea oficialmente la Unidad de TI de la JUNAFO, conformada inicialmente con 3 personas, esto para dar únicamente soporte a la sostenibilidad de sistemas heredados por la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicación del Poder Judicial (DTIC). Sin embargo, la Unidad de TI al asumir funciones evidencia y externa a la gerencia administrativa un retraso importante de cumplimiento normativo emitido por la SUPEN mediante oficio N.° SP-489-2020 del 24 de abril de 2020, específicamente la implementación del Marco de Gestión de TI de la JUNAFO, por lo que inmediatamente se da a la tarea de gestionar un procedimiento de contratación especializado en la materia, a fin de avanzar de manera inmediata en dicho proceso normativo, esto como tarea delegada al coordinador, debido a que a pesar de la que DTIC en oficio N.° 0551-DTIC-2021 sugiere destinar 2 personas profesionales en informática para dicha tarea, esto no es posible debido a la limitante de 3 recursos con los que nace inicialmente el Área, y se toma la decisión de asumir el reto como una función más del coordinador, y de esta manera no descuidar las labores de desarrollo y sostenibilidad de sistemas para lo que fue creada inicialmente dicha Unidad de TI.

Para el año 2023, la JUNAFO decide reforzar con 3 plazas más de profesionales en informática a la Unidad de TI, de las cuales se destina una de las plazas a labores exclusivas para el desarrollo del Marco de Gestión de TI, específicamente como acompañamiento a la ejecución de la contratación elaborada y adjudicada en el mes de noviembre del 2022, con dicha plaza y en apoyo de la coordinación se logra dar cumplimiento a la definición de la hoja de ruta la cual se eleva a conocimiento de la JUNAFO en sesión de Junta Administradora N.° 036-2023 celebrada el 31 de agosto de 2023, y con ello se sientan las bases sólidas para dar inicio a la implementación del Marco de TI. Aunado a lo anterior, para el año 2023 se desarrolla una nueva contratación exclusiva para la implementación de la hoja de ruta, hoja que se estima implementar en los próximos 3 años (2024, 2025 y 2026).

Las otras 2 plazas, se destinaron al reforzamiento del desarrollo y sostenibilidad de sistemas, así como la migración de los sistemas obsoletos y el desarrollo de nuevos aplicativos que requiere la JUNAFO para el óptimo desempeño de sus funciones y que por años no habían sido atendidos por no ser considerado una prioridad para los intereses institucionales del Poder Judicial.

Ahora bien, es importante aclarar el contexto relacional actual de la JUNAFO con el Poder Judicial, sobre varios aspectos en materia tecnológica, temas de vital importancia en aras de comprender adecuadamente la situación en la que se ve envuelta la JUNAFO para el cumplimiento a cabalidad del reglamento definido.

La Dirección de Tecnologías de Información y Comunicación del Poder Judicial (DTIC), como oficina encargada de velar por el resguardo y gestión de las tecnologías en el Poder Judicial de Costa Rica, es el ente rector en dicha materia desde el punto de vista técnico y operativo en la Institución, oficina que se encarga de dictar las pautas y disposiciones en materia de TI, bajo los lineamientos del Comité Gerencial de TI del Poder Judicial, Comité que busca velar por el cumplimiento de su propio marco de gestión de TI en aras de buscar un mejor acceso a la justicia, y bajo este entendido todos los esfuerzos se abocan a dar cumplimiento a esa misión institucional, misión a la que no pertenece la JUNAFO desde un punto de vista de negocio, sin embargo, al ser la JUNAFO un órgano desconcentrado interno del Poder Judicial, se ve envuelto de manera intrínseca en aspectos de índole tecnológico, principalmente se ha apoyado en materia de Infraestructura de TI y Seguridad Informática, temas en los que la JUNAFO no tiene injerencia ni competencia directa, si no que la misma es vista como una oficina más del Poder Judicial a la que la DTIC ve como usuaria final, por lo que a la JUNAFO se le dificulta emitir directrices o procedimientos para el cumplimiento al pie de la letra del Reglamento regulatorio definido en estos aspectos.

Ahora bien, luego de lo anteriormente expuesto la JUNAFO se dio a la tarea de analizar el reglamento y sus lineamientos de manera general, donde pudiésemos determinar nuestra capacidad de poder acatarlo en plenitud con lo dispuesto, y nos encontramos con artículos y lineamientos que nos conflictúan responder de manera directa, debido a nuestras competencias en la materia a nivel del Poder Judicial, competencias que hoy por hoy la DTIC fungen como responsable, sin embargo al ser el Reglamento para la JUNAFO y no para el Poder Judicial, debemos valorar a lo interno de la Institución su aplicación, alcance y responsabilidades compartidas, por que como bien se indicó, la JUNAFO no puede disponer abiertamente de ciertos aspectos establecidos en el Reglamento.

Observaciones Generales sobre el Reglamento

En lo que respecta a las directrices sobre el Marco de Gestión de TI, se indica lo siguiente: 

“El marco de gobierno y de gestión de TI incluya medidas sólidas para mitigar los riesgos que genera la dependencia tecnológica de las entidades y empresas supervisadas, y así garantizar su continuidad operativa en caso de incidentes tecnológicos.”

La JUNAFO como bien se informó Oficio N.º 0448-DJA-2023 del 27 de octubre de 2023, nos encontramos en la mayor disposición de acatamiento normativo en materia de TI, hemos definido una hoja de ruta para su pronta implementación, sin embargo, debemos siempre valorar las salvedades del caso con el Poder Judicial, como lo pueden ser los procesos en los que nos vemos 100% dependientes, como lo son:

· BAI04: Gestionar Disponibilidad y Capacidad.
· BAI09: Gestionar Activos.
· BAI10: Gestionar la Configuración.
· APO03: Gestionar la Arquitectura Empresarial.
· APO13: Gestionar la Seguridad.
· DSS04: Gestionar la Continuidad. 
· DSS05: Gestionar los Servicios de Seguridad.
· Entre otros.

Por otra parte, sobre los temas de ciberseguridad establecidos en el reglamento, esta tarea es 100% responsabilidad del Poder Judicial, la JUNAFO no tiene injerencia en estas decisiones, si no que a nivel Institucional la JUNAFO es una simple oficina usuaria final en esta materia, por lo que se debe valorar con el Poder Judicial una respuesta a estas solicitudes por parte del ente regulador. Por ende, dependemos de las políticas institucionales y no es posible salirse de ellas en este momento. 

Por ende, en lo que respecta a los siguientes artículos del reglamento, se debe valorar nuestra relación interinstitucional:

1. El Artículo 9. Responsabilidades sobre la seguridad de la información y la seguridad cibernética.
1. Artículo 10. Responsabilidades sobre la resiliencia operativa digital.
1. Artículo 22. Servicios de computación en la nube.
1. Artículo 23. Obligaciones generales para el uso de la computación en la nube.
1. Artículo 24. Documentación de los servicios de computación en la nube.

En lo que corresponde a “consideraciones prudenciales sobre la seguridad de los servicios en la nube” la JUNAFO como bien se indicó, en este momento no dispone de control o dominio sobre la infraestructura tecnológica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si no que esta depende completamente de las disposiciones del Poder Judicial, y por ende los lineamientos que dicho Poder de la Republica establezca, por lo que debemos valorar si existe una compatibilidad regulatoria aceptable que no venga en detrimento de lo dispuesto por este Poder y el reglamento.

Por otra parte, en dicho reglamento se indica lo siguiente:

“El papel del regulador incluye contar con un marco normativo basado en buenas prácticas para la protección de infraestructuras críticas con el fin de desarrollar una infraestructura de monitoreo y alerta temprana para la detección, prevención y respuesta de incidentes de seguridad cibernética.”

Es importante tener presente que en los lineamientos del reglamento se establecen informes y tiempos de entrega que no serán autoría ni responsabilidad directa de la JUNAFO elaborar, esto por un tema institucional en el Poder Judicial, hay que recordar que la JUNAFO es un órgano de desconcentración máxima en el Poder Judicial, y no un órgano descentralizado e independiente, por lo que nos vemos limitados en dar una respuesta oportuna a estas solicitudes.

En lo que respecta al Artículo 7. Propósitos del marco de gobierno y gestión de TI, sobre los incisos f y j, “f. Implementar la planificación estratégica, así como la gestión de la innovación y de la arquitectura organizacional.” y el inciso “j. Determinar la estrategia de adquisición, construcción e implementación de soluciones tecnológicas integradas al negocio.” Es importante indicar que al ser la JUNAFO un órgano interno del Poder Judicial debemos valorar este tema en conjunto a nivel institucional, ya que al estar dentro de la misma institución no podemos disponer de manera totalmente independiente de estrategias tecnológicas que disten mucho de la infraestructura del Poder Judicial.

En lo que respecta al Artículo 13. Responsabilidades del Comité de TI o de la función equivalente, la JUNAFO cuenta en su hoja de ruta con la creación de dicho comité, sin embargo, debemos tomar en cuenta la relación con el Poder Judicial, por lo que este tema debe ser analizado con detenimiento a fin de no generar conflictos de autoridad en materia de TI dentro de la misma institución.

Por su parte, existen dudas sobre la aplicación y alcance del Artículo 20. Bases de datos, aplicaciones, sistemas de información y soluciones tecnológicas, debido a la relación con el Poder Judicial en materia tecnológica y administrativa ya que en dicho artículo se establece lo siguiente: 

“Las bases de datos actualizadas, las aplicaciones, los sistemas de información y las soluciones tecnológicas vigentes que procesan o dan acceso a las bases de datos de las entidades o empresas supervisadas deben estar disponibles y accesibles a las Superintendencias para sus labores de supervisión, sin ningún tipo de restricción o condición.” 
El resaltado no pertenece al texto original.

Al ser la JUNAFO parte del Poder Judicial de Costa Rica, esta hace uso compartido de su infraestructura tecnológica, entiéndase esta infraestructura como servidores de aplicaciones, bases de datos, redes, entre otros, por lo que no tenemos una separación en infraestructura de TI de manera física y lógica, ya que ni los proveedores de desarrollo de software tienen acceso a los servidores por un tema de seguridad institucional, si no que se les facilita respaldos de las bases de datos para que monten sus propios ambientes, por lo que sería importante aclarar el alcance de este párrafo, ya que al referirse "sin ningún tipo de restricción o condición" se puede entender que el acceso sería directo e ilimitado, lo cual iría en detrimento de las políticas tecnológicas del Poder Judicial, políticas a las que la JUNAFO se ve sujeta por un tema macro institucional.

Además, al analizar el CAPÍTULO IV SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN Y SEGURIDAD CIBERNÉTICA, nos vemos conflictuados a someternos al 100% de las disposiciones establecidas, por ser dicha responsabilidad a nivel institucional de la DTIC del Poder Judicial, y no de la JUNAFO, este es un tema que debe ser discutido a nivel directivo con el fin de lograr un cumplimiento al reglamento.

Observaciones Generales sobre los Lineamientos del Reglamento

En lo que respecta a “Sección II. Lineamientos relacionados con el modelo de clasificación de los activos de información, sus impactos potenciales ante brechas de seguridad de la información, así como del acceso y uso de los datos y activos de información”, es importante tomar en cuenta la relación con el Poder Judicial, como se ha venido indicando, no es responsabilidad directa de la JUNAFO dentro del Poder Judicial dichas tareas, por lo que debemos valorar este tema a nivel directivo.

Sobre la “Sección IV. Lineamientos relacionados con el diseño de los contratos y acuerdos de nivel de servicio”, la JUNAFO al pertenecer al Poder Judicial debe seguir los lineamientos instituciones de contratación administrativa establecidos en la Ley, por lo que la JUNAFO no puede disponer 100% del procedimiento, sino que debe seguir las pautas establecidas a nivel institucional, incluidas aprobaciones externas a la JUNAFO por parte de otras oficinas del Poder Judicial, por lo que se debe valorar estos lineamientos a lo interno.

Finalmente, varias de las secciones muy procedimentales del lineamiento deben ser ampliamente discutidas con la Dirección de Tecnologías de Información del Poder Judicial, debido a que dichas labores hoy son ejecutadas por dicha oficina, la cual no está sujeta directamente al reglamento, como lo son:

1. Sección VI. Lineamientos relacionados con las fases de la gestión de incidentes de seguridad cibernética.
1. Sección VII. Lineamientos relacionados con los esquemas de clasificación de los incidentes de seguridad cibernética y sus categorías de impacto.
1. Sección VIII. Lineamientos relacionados con los tipos, plazos y formatos de los informes de comunicación de incidentes de seguridad cibernética.
1. Sección IX. Lineamientos relacionados con el contenido, canales, plazos y el transitorio para la remisión del reporte histórico de los incidentes de seguridad cibernética.

En conclusión, se puede evidenciar que la JUNAFO se encuentra en una situación organizacional muy intrínseca con el Poder Judicial, relación tecnológica que le facilita su funcionamiento en la actualidad, aplicando una economía de escala con su históricamente mayor proveedor de servicios, sin embargo, dificultando maniobrar de manera independiente, lo que genera la necesidad de una gradualidad o diferenciación en la aplicación del citado reglamento para la JUNAFO, por cuanto sus características y naturaleza difieren de manera significativa al resto de participantes del sistema financiero nacional. 

Conforme a todo lo anteriormente expuesto y dada la necesidad de remitir a la SUPEN las observaciones al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, Acuerdo CONASSIF 5-17 como lo establece el debido procedimiento, se estima oportuno remitir a la JUNAFO en su calidad de máximo órgano de dirección para su conocimiento y disposición de remitir posteriormente a conocimiento de la SUPEN”.

- 0 -

Manifestaciones:

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, comenta: “Este tema, de todo lo que tiene que ver con la inversión en infraestructura y demás, es uno de los temas que serían tocados con la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, el 23 de febrero”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Para los miembros de la Junta que no saben, la SUPEN el jueves buscó una fecha para reunirnos doña Rocío, don Orlando Aguirre, don Oslean y yo, entonces la reunión quedó para el viernes 23 de febrero”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido y aprobado el oficio N° 0012-DJA-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten las observaciones al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, Acuerdo CONASIFF 5‑17. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158375982]ARTICULO III

Documento N° 1192-2023 / 104-2024

Antecedente:

En sesión N° 052-2023 del 20 de diciembre de 2023, artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° SP-1445-2023 del 11 de diciembre de 2023, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, que literalmente dice:

“El Reglamento de Gobierno Corporativo en el artículo 23 establece que el Órgano de Dirección es el responsable de aprobar una política para gestionar los conflictos de interés. En cumplimiento con esta disposición, el órgano de dirección que usted preside, aprobó en la sesión N° 41-21, artículo XV, celebrada el 11 de octubre de 2021, la adopción del Reglamento de Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 

Esta superintendencia procedió a revisar el citado Reglamento y en particular el artículo 2 titulado: Ámbito de aplicación: Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas que laboran en el Poder Judicial (…).; norma que no aplica para cuatro directores[footnoteRef:2] que actualmente conforman la JUNAFO, los cuales no son funcionarios de este Poder de la República o a futuros miembros que igualmente estén en esta situación y que eventualmente podrían presentar un conflicto de interés, tal es el caso de los miembros actuales Mauricio Villalta Fallas y Parris Quesada Madrigal, quienes ocupan el puesto de Gerente General y Presidente de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD) respectivamente, situación que podría incidir en las decisiones tomadas de ese Órgano de Dirección al ser el señor Fallas subalterno del señor Quesada y también por la posibilidad de que esta asociación sea sujeta de crédito para el Fondo en un futuro.  [2:  En la sesión N° 014-2023 celebrada el 29 de noviembre del 2023 del Tribunal Electoral Judicial se acordó comunicar los resultados del proceso electoral, como titulares: a los señores Mauricio Villalta Fallas y William Soto Solano y como suplente al señor Alexander Arguedas Vindas. Además, el señor Parris Quesada Madrigal es funcionario de una Asociación del Poder Judicial. ] 


Por lo expuesto anteriormente, se solicita que, en un plazo de 20 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita:

1.  El Reglamento para la gestión de conflictos de interés modificado, con la finalidad de que cubra a cualquier director que no labora en el Poder Judicial.

2.  Las medidas que implementarán para gestionar el conflicto de interés derivado de la subordinación del Sr. Villalta Fallas.

3. Acciones que se tomarán en caso de que en un futuro ASOSEJUD solicite un crédito al fondo, el cual debe ser aprobado por la JUNAFO, siendo que esta Junta está conformada por dos miembros que ocupan cargos en dicha asociación. 

Cabe destacar, que la responsabilidad de designar a los miembros recae sobre la Corte Plena y por el colectivo judicial, conforme lo establece la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial N°9544, en el artículo 240”.
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Anexos:






Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Creería oportuno más bien poner punto 2 y correr el 2 al 3 y que el 2 dijera algo más o menos así, que independientemente del Reglamento, es evidente que, cualquier persona integrante de la JUNAFO deberá abstenerse de participar en procesos como los mencionados por la SUPEN, en tanto se presenten condiciones como las comentadas en el oficio aquí conocido.
Lo digo porque ellos hacen referencia a todos los que formamos parte de la Junta Administradora y que no trabajamos en el Poder Judicial, tendremos un conflicto de interés igual que los compañeros o compañeras que integren la Junta no es hoy, es hoy y a futuro, entonces no sé si más bien les parecería que incluyéramos ese 2 y correr el 3 en donde dijéramos esa parte de que la persona se debe abstener de participar”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “En la misma vía de don Rodrigo, creo que el Reglamento lo que tiene que decir es que si uno es parte de una entidad que está haciendo una solicitud de crédito y es conocida por la JUNAFO independientemente que se trate, en este caso de mi persona, debería abstenerse en todo, y no solamente en el proceso de votación sino también en el proceso de formulación o evaluación.

Digamos en el primer año cuando estábamos redactando el Reglamento de Crédito, la Asociación no estaba haciendo ninguna gestión, pero eventualmente pudo haberla hecho entonces, en ese caso, lo que tendría que ver con la evaluación, el análisis que se vea en Comité de Riesgos o Inversiones, también la persona debería abstenerse entonces, tal vez indicar eso en la respuesta, que no solamente a nivel de votación sino en el análisis y la evaluación, tanto en Comité de Inversiones como en Riesgos”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “En el procedimiento”.

El integrante Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, prosigue: “Sí, o sea, en todo el proceso para que no haya ningún conflicto y la segunda, tal vez de mi parte considerar en la respuesta que se pueda conocer en enero que el nivel de subordinación es en ASOSEJUD, no es en la Junta Administradora por sí misma, incluso la procedencia de la elección es distinta, don Parris viene del patrono y yo vengo del colectivo judicial, así que dentro de la Junta Administradora no hay una subordinación explícita”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “No, es reiterar porque exactamente era la misma propuesta que yo traía, de hacerlo generalizado, toda vez que a futuro también cualquier persona que sea electa y participe puede que venga de otra entidad, entonces es lo mismo en realidad”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, agrega: “Entonces acogemos la propuesta de don Rodrigo, en el acuerdo 2 se agrega lo dicho por don Rodrigo, amoldamos ahí con lo que indicó don Mauricio y el 2 pasa a ser número 3”.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-1445-2023 del 11 de diciembre de 2023, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en el que remite una serie de solicitudes en relación con el Reglamento de regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 2.) Este órgano colegiado aclara que independientemente del Reglamento, cualquier persona integrante de la JUNAFO, deberá abstenerse de participar en el proceso completo de los casos mencionados por la SUPEN, en tanto, se presenten condiciones como las comentadas en el citado oficio. 3.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que le presente a esta Junta en enero 2024, un borrador con lo solicitado por la SUPEN. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informa que mediante oficio N° 0022-DJA-2024 del 18 de enero del 2024, solicitó a la Superintendencia de Pensiones una prórroga de veinte días hábiles adicionales al plazo máximo establecido en el oficio SP-1445-2023, para analizar las observaciones e incluir los ajustes en el Reglamento para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés, y luego presentarlo ante este órgano colegiado para su respectiva aprobación.

La Superintendencia de Pensiones, aprobó la citada prórroga mediante oficio N° SP-112-2024 del 30 de enero de 2024, en el entendido de que lo requerido en el oficio SP-1445-2023 será atendido a más tardar el 19 de febrero del año en curso, como plazo improrrogable.



Gestión actual:

[bookmark: _Hlk158862596]Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0050-DJA-2024 del 09 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que dice literalmente:

“Como es de conocimiento, mediante el oficio N.º SP-1445-2023 del 11 de diciembre de 2023 la SUPEN le solicitó a la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (LA JUNAFO) los siguientes requerimientos:

1.	El Reglamento para la gestión de conflictos de interés modificado, con la finalidad de que cubra a cualquier director que no labora en el Poder Judicial.
2.	Las medidas que implementarán para gestionar el conflicto de interés derivado de la subordinación del Sr. Villalta Fallas.
3.	Acciones que se tomarán en caso de que en un futuro ASOSEJUD solicite un crédito al fondo, el cual debe ser aprobado por la JUNAFO, siendo que esta Junta está conformada por dos miembros que ocupan cargos en dicha asociación.

Al respecto, la JUNAFO, en sesión N.º 052-2023 (oficio N.°0945-JUNAFO-2023) celebrada el 20 de diciembre de 2023, artículo IV acordó literalmente lo siguiente:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-1445-2023 del 11 de diciembre de 2023, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en el que remite una serie de solicitudes en relación con el Reglamento de regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 2.) Este órgano colegiado aclara que independientemente del Reglamento, cualquier persona integrante de la JUNAFO, deberá abstenerse de participar en el proceso completo de los casos mencionados por la SUPEN, en tanto, se presenten condiciones como las comentadas en el citado oficio. 3.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que le presente a esta Junta en enero 2024, un borrador con lo solicitado por la SUPEN.” El subrayado no corresponde al original.

[bookmark: _Hlk158862903]Dada la disposición anterior, examinado el tema y a efecto de atender los requerimientos solicitados por el Ente Supervisor, se remite para su valoración, una propuesta del “Reglamento para la Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés de las Personas que Integran la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (LA JUNAFO), sus Comités Técnicos y Terceros Contratados”, para lo cual, se trabajó una matriz comparativa (se adjunta en la sección de anexos) con el reglamento de conflictos de interés vigente del Poder Judicial. 

De acogerse la propuesta, esta Dirección de la JUNAFO estaría coordinando a lo interno para tener la versión final de documento para el traslado a la SUPEN para la aprobación respectiva conforme el requerimiento del oficio N.º SP-1445-2023 y su publicación en el Boletín Judicial. 

En espera de que dicha información les sea de utilidad, para que si a bien lo estima, el cuerpo colegiado que usted preside brinde la aprobación para adoptar la propuesta (versión final adjunta) como reglamento propio de la JUNAFO.

Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o consulta que al respecto sea requerida.

(…)

TABLA DE ANEXOS

	
DESCRIPCION
	
DOCUMENTO

	Anexo N.°1. Matriz comparativa Reglamento Conflictos de Interés
	


	Versión final Reglamento JUNAFO
	




(…)”.
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Manifestaciones:

Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, quien indica: “Este tema hay que recordar que la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, cuestiona de alguna forma la elección del integrante Villalta y el integrante Quesada y, manifiesta que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO debería tener una normativa propia que regule o evite eventualmente algún conflicto de intereses.

Aquí hago un paréntesis, cabe recalcar que en el pasado la JUNAFO, decidió que todas las normas del Poder Judicial apliquen para los funcionarios del Poder Judicial y para la JUNAFO, salvo que se norme algo en contrario. Entonces, por ejemplo, el Código de Vestimenta que se utiliza en el Poder Judicial aplica para todos los funcionarios porque es norma específica y la JUNAFO no ha normado algo específico en contrario a eso.

Siendo así, con esa aclaración, existe un Reglamento de Conflictos de Intereses propio en el Poder Judicial y ese Reglamento es de aplicación para todos los órganos y todos los funcionarios del Poder Judicial. El pequeño gran problema con ese Reglamento es que no regula la actuación de aquellas personas que no son funcionarias del Poder Judicial, entonces don Mauricio o don William que son externos al Poder Judicial, y, don Arnoldo y don Rodrigo, que ya son jubilados y por lo tanto, de alguna forma no les aplicaría lo que esté normado a nivel de reglamento como tal.

Entonces la SUPEN requiere que se emita una normativa propia de la Junta que sí encierre o que sí envuelva esos casos básicamente, entonces se dio a la tarea por parte de esta Dirección, doña Ingrid y don Rodolfo fueron los encargados de tomar la normativa existente en el Poder Judicial y tropicalizarla para poder ajustarse al cumplimiento de este requisito, también aquí hubo que hacer un par de reuniones con la SUPEN y hacerle aclaraciones que creo que es importante que queden manifestadas en el acta.

La primera aclaración es que los integrantes de la JUNAFO no actúan en representación de ningún gremio, lo hacen a título personal, esa es una pequeña gran diferencia porque nos comparaban con la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional - JUPEMA, y en JUPEMA si vienen representando a un sindicato en particular, entonces quedaron con eso en la psique y no, nosotros actuamos a título personal. Entonces, tanto don Mauricio como don Parris, independientemente de sus funciones en otras organizaciones, ellos vienen y presentan su nombre y currículum como candidatos y demás a título personal, número uno.

Número dos, en caso de conocerse que le preocupaba a la SUPEN, algún trámite, alguna solicitud de algún financiamiento con temas y recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - FJPPJ, como se ha hecho en el pasado, la persona que representa a ese gremio se abstiene de conocer la situación, así lo hicimos cuando se presentó la solicitud de la Caja de Préstamos y Depósitos del Poder Judicial - CAPREDE, así lo hicimos cuando se presentó Coopejudicial e incluso cuando se había presentado en su momento, lo de la Asociación Solidarista de Empleados Judiciales - ASOSEJUD. Hoy estamos claros de que inclusive la ASOSEJUD no sería sujeto de crédito por las características que hoy están imperando, entonces digamos que esa posibilidad es menos.

Y lo tercero, la propuesta que aquí les traemos, sería una norma específica que lo busca es que llene los vacíos, que la norma general del Poder Judicial no llena, pero no separarnos de forma muy diferente a lo que aplica el Poder Judicial porque en el pasado los integrantes de la Junta han manifestado que, aunque podrían normar en específico y hacer algo muy disímil, muy diferente de lo que norma el Poder Judicial, la tónica ha sido, sí, hagámoslo en similar condición para que no se sienta que somos privilegiados o que tenemos una situación distinta al resto de personas funcionarias del Poder Judicial, entonces está muy alineado a este elemento.

Todo lo anterior para que entonces si ustedes a bien lo estiman, hay que aprobar el Reglamento y habría que remitírselo a la SUPEN para efectos de cumplir con lo requerido en el SP de referencia, tenemos plazo hasta el 19 de febrero para poder hacer la remisión. 

Como es un reglamento interno, es importante también decirlo, puede ser modificado cuántas veces ustedes determinen necesario; lo único que se necesitaría es que, al momento de una aprobación de una modificación, puedan remitirlo ustedes ante la SUPEN, para que también ustedes por ese lado, estén tranquilos de que si hay algo que no les parezca puedan hacer la revisión correspondiente y la actualización cuando así lo determinen”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Una consulta a los compañeros del área legal, creo que la vez anterior hablamos del asunto de las potestades como funcionario público y la Ley General de la Administración Pública, en el artículo 111 establece como potestades toda persona y aquí lo tengo, dice: “Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura…” lo cual tenemos nosotros, “… con entera independencia de carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva”, entonces, desde ese punto de vista, cualquier acto que nosotros hagamos está dentro de la figura de funcionarios públicos, por lo que debería aplicarnos igualmente el del Poder Judicial, tal cual somos funcionarios públicos”.

El máster Mora Valdez, interviene: “Don William, tal vez aquí es importante también traer el recordatorio, de hecho, la Dirección Jurídica del Poder Judicial en el año 2021, había emitido un criterio donde justamente aclaraba que los representantes de la JUNAFO tienen la investidura de funcionario público de hecho y ese fue uno de los impedimentos en su momento, ustedes recordarán, que hizo que don Mauricio Villalta renunciase porque él quería participar en una campaña política y como funcionario del Poder Judicial eso está terminantemente prohibido, entonces ese fue el motivo de su salida en el primer término.

Entonces, eso es importante traerlo a colación porque justamente ahí se amarra el hecho de que efectivamente ustedes como integrantes de la Junta conforman ese tema de funcionario público, pero funcionario público, no necesariamente funcionario del Poder Judicial y aquí es donde se hace la distinción.

A criterio de la SUPEN, y eso es hilar delgado, quieren verlo manifestado en una normativa propia de que sí lo vaya a cubrir todas estas cosas que existen para el resto de los funcionarios del Poder Judicial, y ahí es donde ellos pidieron norma específica, por ese pequeño detalle, porque como usted lo dice y eso está en un criterio jurídico ya analizado, efectivamente ustedes tienen la investidura de funcionarios públicos y demás, pero no necesariamente funcionarios del Poder Judicial, esa es la diferencia”.

El integrante Soto Solano, manifiesta; “Okey, casualmente las reuniones que tuvimos con Presidencia y la que tuvo don Juan Carlos con el Consejo Superior, me parece que lo que quedó entendido es que la JUNAFO sigue siendo parte del Poder Judicial, entonces en ese entendido no nos podemos desvincular como dijimos, somos un órgano del Poder Judicial y por tanto…, no me gusta mucho que se haga de lado la independencia de la JUNAFO, entonces estamos claros de que deberíamos seguir aplicando todo lo que establece el Poder Judicial como funcionarios del Poder Judicial, tal cual quedó acordado en sesión y la Junta en las últimas dos reuniones que se tuvieron, entonces, creo que sí hay que ampliar un poquito más en ese detalle para decirle a ellos que no nos hemos desvinculado del Poder Judicial, seguimos siendo parte del Poder Judicial y con investidura de funcionario público”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, comenta: “Aquí hay todo un tema de los artículos 111 y el 112 William, acá el 112 si lo tienes ahí dice: 

“2) Las relaciones de servicio con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 111, se regirán por el derecho laboral o mercantil, según los casos.

3) Sin embargo, se aplicarán también a estos últimos las disposiciones legales o reglamentarias de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas, conforme lo determine por decreto el Poder Ejecutivo”.
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Esto ha hecho que haya dos posiciones uno, donde en la vía contenciosa se dice, los funcionarios públicos de las empresas del Estado se les aplica el derecho administrativo y, por lo tanto, el debido proceso cuando se van a despedir, esa es la posición de la jurisdicción contencioso-administrativa. La jurisdicción laboral por su parte, lamentablemente, con harta jurisprudencia, dice que se rigen por el derecho común, es decir por el derecho laboral y que, por lo tanto, ahí no hay que hacer debido proceso.

Entonces vean que son numerales que tienen, no sé de 1978 para acá, no sé cuántos años han transcurrido donde no se han tocado y merecen ya ser reformados porque inclusive el artículo 111 equipara desde el Presidente de la República hasta un taxista como funcionarios, servidores, empleados públicos y encargados de una función pública y no es así, nada de eso es así, y mejor curarnos en salud, creo yo, tener un reglamento propio de la Junta. Bueno, entonces quedamos en ese acuerdo”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por aprobado el Reglamento: “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés de las personas que integran la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), sus Comités Técnicos y Terceros Contratados”, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO mediante oficio N° 0050-DJA-2024 del 09 de febrero de 2024, de acuerdo con la siguiente redacción:


 2.) Trasladar este acuerdo a la Dirección de JUNAFO para la respectiva comunicación a la Superintendencia de Pensiones en atención al requerimiento del oficio N.º SP-1445-2023, así como para su publicación en el Boletín Judicial. Se procede con la votación y se declara acuerdo en firme. Comuníquese.

ENTRAN LOS INTEGRANTES PARRIS QUESADA MADRIGAL Y MAURICIO VILLALTA FALLAS

[bookmark: _Toc155864382][bookmark: _Toc158375984][bookmark: _Toc111124831]JUBILACIONES POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

[bookmark: _Toc158375985]ARTICULO IV

Documento N° 80-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 010CJ-2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a PABLO GILBERTO LÓPEZ QUESADA, cédula N° 01-1441-0703 a partir del 01 de marzo del 2024.

Al 29 de febrero del 2024, el señor PABLO GILBERTO LÓPEZ QUESADA habrá laborado para este Poder por espacio de 5 años, 10 meses, 29 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 5 años, 10 meses, 29 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 5 años, 10 meses, 29 días.

EDAD: 33 años, 5 meses, 22 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: CUSTODIO DE DETENIDOS, SECCIÓN DE CÁRCELES II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 372155

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: CUSTODIO DE DETENIDOS, SECCIÓN DE CÁRCELES II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

PUESTO(S) DE REAJUSTE: CUSTODIO DE DETENIDOS, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 911,418.45

MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica 9544 artículo 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 1.052.515,57

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N° 9544."

FÓRMULA APLICADA: 5 años, 10 meses, 29 días (71) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 71 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 147,608.63 (16.90% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 16,90% del 83%

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

Notificaciones: (…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, el señor PABLO GILBERTO LÓPEZ QUESADA cuenta con 5 años, 10 meses, 29 días, laborados en el Poder Judicial quedando el cálculo con 71 salarios.

Artículo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló...”

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -

Mediante oficio N° 029-SAF/DJA-2024 del 25 de enero del 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Pablo Gilberto López Quesada, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-027-2024 del 23 de enero de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por este Subproceso, el señor López Quesada, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las ocho horas veintidós minutos del veinticuatro de enero del año dos mil veinticuatro, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Pablo Gilberto López Quesada, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 007-2024 del 10 de enero de 2024.

- 0 -

En relación con la gestión anterior y, de acuerdo con la consulta realizada en la página web del Tribunal Supremo de Elecciones, se detecta la defunción del señor Pablo Gilberto López Quesada el 09 de febrero del año en curso.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Me comentan que el muchacho murió, entonces no podríamos aprobar la incapacidad si está muerto”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “Es más, se saca de agenda”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Por consulta en la página web del Tribunal Supremo de Elecciones, don Pablo murió el 10 de febrero del año 2024, entonces hay dos propuestas para definir cómo resolver este acuerdo. La primera es sacarlo de agenda para darle un estudio más profundo al tema porque nunca nos ha tocado esta situación de que venga una jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que ya la persona beneficiaria se haya muerto y la otra es archivar el asunto, entonces al haber dos propuestas voy a comenzar con la votación. 

Votar 1 es archivar, votar 2 es sacar de agenda”.

Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, Arnoldo Hernández Solano y William Soto Solano, votan por la opción 2 correspondiente a sacar este asunto de agenda. Por otro lado, los integrantes Parris Quesada Madrigal, Mauricio Villalta Fallas y el integrante presidente Juan Carlos Segura Solís votan por la opción 1, referente al archivo de este asunto. Debido al empate en la cantidad de votos, el doctor Segura Solís ejerce el voto de calidad, acordando por mayoría, archivar la presente gestión.

- 0 -

La Administración Pública debe tomar decisiones apegadas al principio de legalidad, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración público, por ello, todas las actuaciones deben estar en estricto apego a la normativa que nos regula.

Se debe recordar que los acuerdos de este órgano colegiado configuran actos administrativos que generan efectos jurídicos, por lo que, es indispensable que cumpla a cabalidad con los elementos objetivos estipulados en la Ley.

Todo acto administrativo tiene un motivo y fin específico, es la razón para su adopción, con la finalidad de que produzca los efectos jurídicos que se requieren.

El doctor Ernesto Jinesta Lobo, en su libro Tratado de Derecho Administrativo, expone sobre el motivo del acto la siguiente definición: 

El motivo son los antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (de derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo, y sobre las cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste. El motivo, o como también se le denomina causa o presupuesto, está constituido por los antecedentes jurídicos y fácticos que permiten ejercer la competencia casuísticamente, su ausencia determina la imposibilidad de ejercerla, exclusivamente, para el caso concreto.

Como se observa, debe existir una causa necesaria para la emisión del acto, y de esta manera, que nazca a la vía jurídica sin vicios en su adopción.

Por otro lado, el doctor Jinesta Lobo, expresa que el fin del acto administrativo “se trata del resultado metajurídico y objetivo último que persigue el acto administrativo en relación con el motivo”, vinculando estrechamente el objetivo de este con el motivo plasmado en la intención de la persona funcionaria que emitirá el acto.

En otro orden de ideas, el fin del acto administrativo es el buen servicio público, el cumplir con el mandamiento otorgado por la legislación, es la razón por la cual este requisito constituye elemento esencial del acto. Realizar actos en sentido contrario implica desviación de poder, constituyendo uno de los vicios que afecta de nulidad la decisión administrativa.

En el presente caso, el motivo concreto del acto, es el otorgamiento de un beneficio de jubilación por incapacidad absoluta y permanente para el señor Pablo Gilberto López Quesada, con base en que presentaba una grave afectación de salud; este tipo de jubilaciones, tiene como intención el otorgar un beneficio económico para el servidor judicial que no se encuentra en condiciones de laborar, según dictamen emitido por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, con la finalidad de que no presente una desmejora es su estado de salud y que pueda descansar adecuadamente, debido a esto, el fin concreto del acto, es adoptar el acuerdo en donde se materialice dicho motivo, buscando un interés público concreto, el cual es no afectar el servicio público que brinda la institución y que el servidor judicial pueda cuidar su estado de salud.

Como se confirmó en el análisis del presente artículo, lastimosamente el servidor López Quesada, falleció el día 10 de febrero del año 2024, por lo que, el motivo del acto administrativo ya no tiene sustento jurídico, debido a que la aprobación del beneficio de jubilación tenía como fin que el servidor judicial pudiera resguardar su estado de salud gozando de la retribución económica, en otras palabras, esta Junta Administradora no puede aprobar el beneficio de jubilación a una persona que ya no se encuentra con vida.

El procedimiento establecido en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre el otorgamiento de un beneficio por incapacidad absoluta y permanente, el cual indica que: “El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente”, en concordancia con el artículo 239 de ese mismo cuerpo normativo que cita: “Le corresponde a la Junta: (…) b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten”, no es más que un acto administrativo complejo, que para su respectiva aprobación, es necesario que se formen por l0061 concurrencia de una serie de actos que no tienen existencia jurídica separada e independiente y que provienen de diversas voluntades y autoridades, como en el caso de estudio, el dictamen de la Comisión Calificadora, conjuntamente con la aprobación respectiva de esta Junta Administradora, en razón de lo anterior, al no poderse materializar la aprobación por parte de este órgano, carece de interés actual darle trámite a lo plasmado en el oficio N° 010-CJ-2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de esta Junta Administradora.

Se acuerda:	Conforme a lo anterior, se acuerda por mayoría: 1.) Tomar nota del oficio N° 010-CJ-2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Debido a que no se pudo materializar el motivo y el fin del acto administrativo, sobre la gestión presentada en la documentación para el otorgamiento del beneficio de jubilación por incapacidad absoluta y permanente a favor del señor Pablo Gilberto López Quesada, se archiva la presente gestión por carecer de interés actual, tomando en consideración que esta Junta Administradora no puede aprobar un beneficio de jubilación a una persona que ya no se encuentra en vida. 3.) La Dirección y el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes.

Voto de minoría: Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, Arnoldo Hernández Solano y William Soto Solano, emiten su voto en el sentido de sacar de la presente agenda el oficio N° 010-CJ-2024 del 30 de enero de 2024, con la finalidad de que no sea conocido en sesión de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se procede con la votación y se aprueba por mayoría.
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[bookmark: _Toc150436519][bookmark: _Toc150439284][bookmark: _Toc152256069][bookmark: _Toc155961774][bookmark: _Toc157791449][bookmark: _Toc158375988]ARTÍCULO V

Documento N° 15-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0848-JP/DJA-2023 del 20 de diciembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Ronald Rodríguez Villalobos, cédula de identidad 03-0205-0806 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida María del Pilar Vargas Acosta, cédula de identidad 02-0317-0792, cuyo deceso acaeció el 15 de julio del 2023.

I.  Origen

Esta Dirección en fecha 11 de agosto del 2023 (18 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión del señor Ronald Rodríguez Villalobos, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.°23-001457-0725-TS y recibido por esta Dirección el 14 de noviembre del 2023, suscrito por la Licenciada Ana Gabriela Cordero Hernández, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Rodríguez Villalobos.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) A partir de la solicitud realizada por parte de la Unidad de Cálculo de Beneficios, se realizó valoración social a la persona referida, el señor Ronald Rodríguez Villalobos, debido al proceso de solicitud de pensión en el expediente 382-2023.

El señor Ronald Rodríguez Villalobos, costarricense, cédula de identidad 302050806, es una persona adulta mayor de 68 años de edad, nacido el 22 de noviembre de 1954, viudo, cuenta con licenciatura universitaria en derecho y labora como abogado independiente, y es pensionado.

En cuanto al vínculo de la persona referida beneficiaria con la funcionaria fallecida, se conocen en el año 1980, cuando ambos estudiaban derecho en la Universidad de Costa Rica Sede Occidente, mantienen una relación de noviazgo durante 3 años.

El evaluado y la señora María del Pilar, se casaron el 9 de julio de 1983. En los 40 años de matrimonio se reportaron dos separaciones, las cuales se propiciaron por discusiones relacionadas con desacuerdos en la crianza del hijo y la hija, estas se daban aproximadamente por un mes de tiempo cada una, en las que el señor Ronald se retiraba de la vivienda, y luego volvía.

El señor Ronald reconoció una relación basada en amor, respeto, cariño y comprensión, en la que la señora María atravesó diferentes diagnósticos médicos, entre ellos; (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Manteniendo acompañamiento y cuidados del evaluado con su pareja.

La señora María del Pilar y el señor Ronald procrearon un hijo el señor Gustavo Rodríguez Vargas, nacido el 22 de febrero del 1985 y una hija la señora Brenda Rodríguez Vargas, nacida el 7 de diciembre de 1988.

Tanto la señora María del Pilar como el señor Ronald, trabajaban fuera del hogar, la señora Vargas para el Poder Judicial, y el señor Rodríguez en bufetes de abogados privados. Según lo revisado, la pareja cuenta con dos propiedades una en San José donde se ubica la vivienda, y otra en Guanacaste, así como de dos a nombre de la señora María del Pilar, en el caso del evaluado no consta en el registro, pero se indicó en la entrevista el contar un vehículo. En este grupo familiar cuenta con dos vehículos más a nombre del hijo y de la hija de la pareja.

La vivienda es propia, mediante la valoración domiciliaria, se corroboró que cuenta con menaje básico, acceso a servicios básicos de agua, luz, internet y cable. Asimismo, se encuentra en buen estado de infraestructura, que proveen seguridad, accesibilidad y privacidad al señor Ronald.

Luego del fallecimiento de su esposa en fecha 15 de julio del 2023, el señor Ronald compone grupo familiar junto a su hijo Gustavo, quien tiene la profesión de guía turístico y se encuentra desempleado, y su hija Brenda quien se desempeña como instructora de yoga, y trabaja de forma independiente. El señor Ronald labora como abogado para un bufete privado.

Cabe destacar, que según lo reportado el evaluado es el encargado de la manutención de su hijo y su hija, en pago de servicios, alimentación, educación y recreación, ya que el señor Gustavo no cuenta con ingresos económicos propios y la señora Brenda no gana los suficientes para poder satisfacer sus necesidades básicas, en tanto el ingreso que reporta está por debajo del salario mínimo establecido en el país. La señora Brenda al momento de la valoración se encuentra estudiando terapia Física en la Universidad Autónoma de Ciencias Médicas, siendo el evaluado quien cubre estos costos de educación.

Se conoció que la manutención del señor Gustavo y de la señora Brenda se ha dado a través de los años por parte de las figuras parentales, pese a la edad que ambos tienen en la actualidad 38 y 35 respectivamente, acerca de lo anterior, el entrevistado indica que su esposa María del Pilar fue quien mantuvo este estilo de vida. No se indicaron condiciones de discapacidad o diagnósticos médicos relevantes en la hijo e hija del evaluado.

En cuanto a las condiciones de salud, por parte de la persona referida no se reportaron diagnósticos médicos relevantes.

Con respecto a la organización económica del evaluado y quien fuera su esposa, en el cuadro adjunto se detallan ingresos y egresos con los que contaba el grupo familiar antes del fallecimiento de la servidora judicial María del Pilar Vargas Acosta, siendo que, al no contar con recibos, la persona referida firmó declaraciones juradas de egresos;

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Según lo reportado, tomando en cuenta los egresos e ingresos del grupo familiar cuando la señora María del Pilar Vargas Acosta estaba en vida, había una superávit de ₡356,292.61. Por lo que el grupo familiar contaba con satisfacción de las necesidades básicas y estilo de vida alto. En este grupo había un per cápita de ₡1,113,594.9.

Tomando en consideración lo anterior, el señor Ronald indica que la señora María del Pilar con sus ingresos se encargaba de realizar el pago de los gastos médicos de ella, de la mitad del pago de la alimentación, el pago de la hipoteca de la vivienda, en parte del aporte económico que brindan al hijo e hija, y de los impuestos municipales, por lo que aportaba un monto aproximado de ₡2,115,395 mensuales al grupo familiar.

Con el fin de contrarrestar los datos y dar respuesta a lo solicitado, en el cuadro adjunto se detallan los ingresos con los que cuenta el grupo familiar del evaluado al momento de realizar la valoración, así como los egresos reportados,

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Cabe destacar que, según el cuadro anterior, el grupo familiar del evaluado tiene un per cápita de ₡ 751,397,33.

Según lo reportado al momento de realizar la valoración, con respecto a los ingresos y egresos, existe una diferencia de -492,289.07. Tomando en cuenta, que si bien el egreso familiar es ₡2,746,481.07, esto se debe a que los progenitores han estilado a cubrir las necesidades básicas y no básicas de ambos hijos (as).

En este caso, llama la atención que, de los egresos totales, ₡1,140,024 mensuales se destinan a cubrir gastos de los hijos, de forma detallada; ₡350,186 a educación de la señora Brenda; en recreación ₡63,200 mensuales; en la alimentación son ₡226,638 mensuales, por último, el señor aporta ₡500,000 mensuales para los gastos personales del señor Gustavo y la señora Brenda.

Relacionado con lo anterior el señor Ronald manifiesta, que la señora María del Pilar al contar con ingresos mensuales fijos generaba mayor estabilidad al grupo familiar ya que prevalecía la satisfacción del estilo de vida alto, y brindar el apoyo a la red filial, pese a edad de estos (as), siendo que como se indicó no reportan condición de discapacidad ni situación de salud relevante.

Es por ello que surge la motivación por parte del señor Ronald Rodríguez Villalobos de obtener la pensión, con el fin de lograr mantener estabilidad económica y el estilo de vida alto en el grupo familiar, y ya que por su profesión conoce la legislación y sus derechos (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Vargas Acosta era de ¢3,714,040.20 (tres millones setecientos catorce mil cuarenta colones con 20/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Rodríguez Villalobos de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecida, para este caso equivale a ¢2,971,232.16 (dos millones novecientos setenta y un mil doscientos treinta y dos colones con 16/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢2,746,481.07 (dos millones sete mil doscientos veintiocho colones con 02/100), ya que, como se desprende del estudio socioeconómico, don Ronald convive con sus hijos mayores de edad Gustavo y Brenda.

· Según consulta en la página web de TSE a la fecha del presente informe se registra al señor Rodríguez Villalobos como viudo de la señora Vargas Acosta.
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· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 11 de agosto del 2023, un total de 18 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Vargas Acosta.

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a don Ronald, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con doña María del Pilar, ambos asumían de manera conjunta los gastos del hogar, logrando así, satisfacer las necesidades básicas. Partiendo de lo anterior, se corrobora que don Ronald dependía parcialmente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en posible sujeto de la asignación de un beneficio económico, según lo indicado en el artículo N°.228 de dicha Ley, si a bien esa Junta Administradora así lo estima. 

· La Trabajadora Social concluye en su estudio:

“(…) Desde el criterio valorativo de Trabajo Social, entre el evaluado señor Ronald Rodríguez Villalobos y quien fuera su esposa la señora María del Pilar Vargas Acosta, funcionaria judicial fallecida, había una relación de dependencia económica mutua, en tanto la organización económica previo al fallecimiento de la última, evidencia gastos compartidos empleados en la satisfacción de las necesidades básicas y no básicas del grupo familiar. El aporte de la señora María del Pilar era de ₡2,115,395 colones mensuales. El per cápita era de ₡1,113,594.9 mensuales.

Con respecto a los ingresos mensuales actuales, estos permiten la satisfacción de las necesidades básicas y no básicas del evaluado y sus dos hijos (as). El per cápita actual es de ₡ 751,397,33 mensuales.

Se destaca que de los egresos totales ₡2,746,481.07, aproximadamente ₡1,140,024 mensuales se destinan a cubrir gastos del señor Gustavo y la señora Brenda, hijo e hija del evaluado y de la funcionaria judicial fallecida (…)” el resaltado no pertenece al original.

· De las certificaciones a nombre de don Ronald, se constató que es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social, por un monto de ¢153,192.00 (ciento cincuenta y tres mil ciento noventa y dos colones con 00/100), por lo que cuenta con ingresos por esta vía. 

· Asimismo, es necesario destacar que el señor Rodríguez Villalobos hace saber a la Trabajadora Social, que actualmente trabaja como abogado independiente, producto del mismo percibe mensualmente un monto de ¢2,000,000.00 (dos millones de colones con 00/100).

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente al señor Rodríguez Villalobos, quien es la persona que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida María del Pilar Vargas Acosta, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que esté presente y se excluyen los que se refieren a los hijos Gustavo y Brenda, ambos, Rodríguez Vargas, quienes actualmente habitan en la misma casa, son mayores de 25 años y no presentan ninguna condición de discapacidad, lo anterior, en aplicación del artículo N.° 228 de la L.O.P.J.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°.228, delimitando claramente como posibles beneficiarios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión, se contemplarán los siguientes ingresos, egresos y montos mensuales, quedando de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que el señor Rodríguez Villalobos, reporta gastos mensuales por un monto total de ¢1,524,246.73 (un millón quinientos veinticuatro mil doscientos cuarenta y seis colones con 73/100). Asimismo, se excluye por completo, los siguientes rubros: 

Ingresos mensuales

· “Labores de instructora de yoga señora Brenda Rodríguez Villalobos”. Dicho rubro no se considera dado que corresponde a un ingreso de un tercero.

Egresos mensuales

· “Pago de carro señora María del Pilar Vargas Acosta”. Corresponde a una deuda que no está a nombre del señor Rodríguez Villalobos., y que por la misma naturaleza de la transacción debió quedar saldada con el fallecimiento de la persona deudora. 

· “Pago educativo de la hija Brenda”. Obedece a gastos que mantiene la hija, quien es mayor de 25 años y no presenta condición de discapacidad.

· “Aporte a hijos”. Igualmente, obedece a un aporte voluntario que solventa gastos que mantienen los hijos, quienes son mayores de 25 años y no presentan condición de discapacidad.

Por otra parte, es menester aclarar también que, tal como se observa en el cuadro, los rubros de “Pago Alimentación” y “Recreación” fueron divididos entre los tres miembros del grupo familiar (don Ronald y sus dos hijos) dado que el mismo estudio señala que dichos montos obedecen a gastos que mantienen tanto el evaluado como los dos hijos.

VII. Recomendaciones

Considerando que el señor Rodríguez Villalobos cuenta con un ingreso de ¢2,153,192.00 (dos millones ciento cincuenta y tres mil ciento noventa y dos colones con 00/100) y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢1,524,246.73 (un millón quinientos veinticuatro mil doscientos cuarenta y seis colones con 73/100), existiendo un superávit de ¢628,945.27 (seiscientos veintiocho mil novecientos cuarenta y cinco colones con 27/100), demostrándose que logra satisfacer las necesidades básicas y no básicas, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de pensión presentada por el señor Ronald Rodríguez Villalobos.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico y aclaración: 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación: (…)”.

- 0 -

Aunado a lo anterior, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de la JUNAFO, en correo electrónico del 08 de febrero de 2024, remitió a solicitud de este órgano colegiado los reportes de cuotas al IVM a nombre del señor Ronald Rodríguez Villalobos, para lo que a bien estimen resolver.

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Esta solicitud se presentó 18 días hábiles posteriores a la muerte y en la valoración del Departamento de Trabajo Social y Psicología, habla de una dependencia parcial de don Ronald, de quien fuera su esposa, doña María del Pilar. 

El asunto viene con propuesta de denegación, viendo el cuadro fáctico de este solicitante vemos que tienen dos casas de habitación que se hicieron dentro del matrimonio, una en Guanacaste y otra en San José, que él es un abogado litigante, que tiene ingresos propios, es cierto, pero que también había un patrimonio que se había hecho en común y, en consecuencia, como dice el Departamento de Trabajo Social y Psicología, dependía parcialmente de la señora Vargas Acosta.

Entonces lo someto a votación a ver qué les parece, si mantenemos la denegación o se le otorga un porcentaje del monto de jubilación que devengaba la jubilada judicial fallecida”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expone: “Hay que recordar que, en ese caso, incluso se solicitó un reporte a los compañeros de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, que indicara si el señor estaba declarando en la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, los dos millones y algo, o el millón y resto, que él tenía de ingresos y ahí viene que el monto máximo es de cuatrocientos mil colones.

A mí lo que me preocupa es lo que dice el Departamento de Trabajo Social y Psicología, exactamente lo que usted nos hizo el favor de leer don Juan Carlos, que es el tema de que él parcialmente tiene algún grado de dependencia con la persona difunta. Uno ve los números ahí y la persona tiene derecho, porque lo otro es una expectativa realmente, o sea, él no tiene un salario, tiene los ciento cincuenta y tres mil colones y una expectativa de ingreso que puede ser cero. 

Incluso en los reportes dice unos montos muchísimo menores y uno, analizando un poquito lo que dicen los compañeros de la Dirección de la JUNAFO cuando hablan del per cápita y demás, uno siendo analítico, establecería un 20% del 80% como pensión a él, por lo menos esa sería la propuesta y siempre en miras del pro del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pero también en pro de las personas que tienen derecho, como en este caso, que es una forma parcial, pero el ingreso que tiene el señor no es un ingreso fijo, es una expectativa de ingreso”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Cabe indicar, que también es una situación muy sui generis porque él como cónyuge dependía parcialmente, tiene gastos de las dos casas. No podemos tomar en cuenta, como dice el Departamento de Trabajo Social y Psicología a los dos hijos que tienen edades de entre 33 y 35 años, pero él como cónyuge sobreviviente sí merece un porcentaje de la pensión a recibir, don Rodrigo dice que un 20%, ¿alguno tiene otra propuesta?, yo voy a proponer un 35%. 
Ya sé que don Rodrigo vota con un 20%”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, vota por: “Desestimar”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Estaba viendo los números y estaba tratando de llegar a un consenso, había pensado en un 30%, pero acojo la del 35%, me parece bien”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Un 35%”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Según información recopilada en el documento del Departamento de Trabajo Social y Psicología, existió en su momento una dependencia importante con la persona fallecida, de tal forma que es importante considerar, a pesar de que existen límites con respecto a la edad de los hijos para el beneficio, si fuera el caso; hay que valorar también un tema muy importante, que es la persona como buen padre y como buen esposo, creo que aquí hay cosas que tenemos que valorar, muy fuertes, para poder sopesar la respuesta, es decir, no simplemente por el hecho de que tenga un ingreso ‘x’ deja desmaterializado todo lo que pasó anteriormente en la vida conyugal, es un tema que tenemos que reflexionar, de tal forma que estaría de acuerdo con un 20%”.

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0848-JP/DJA-2023 del 20 de diciembre de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda denegar la solicitud de pensión presentada por el señor Ronald Rodríguez Villalobos, teniendo en cuenta los elementos valorados en el estudio N.º 23-001457-0725-TS, del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esta Junta se separa de dicha posición y considera que sí se le debe otorgar el beneficio de pensión al señor Rodríguez Villalobos, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que, a lo largo de la vida conyugal con la jubilada judicial fallecida María del Pilar Vargas Acosta, ambos asumían de manera conjunta los gastos del hogar, logrando así, satisfacer las necesidades básicas, y, se corrobora que don Ronald dependía parcialmente de los ingresos de su cónyuge, determinado por mayoría de votos, que ese porcentaje debe ser un 35% del 80% del monto de jubilación que devengaba la señora Vargas Acosta, al momento del deceso, menos las deducciones que por Ley correspondan.

Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Ronald Rodríguez Villalobos, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida María del Pilar Vargas Acosta, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Apartarse de lo recomendado en el oficio N° 0848-JP/DJA-2023 del 20 de diciembre de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, basados en los elementos incluidos en los estudios realizados por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y otorgarle un porcentaje de beneficio de pensión al gestionante. 2.) Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Rodríguez Villalobos, cuya asignación mensual será el equivalente al 35% del 80% del monto bruto de jubilación que recibía la jubilada judicial fallecida María del Pilar Vargas Acosta, al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido de que el otorgamiento será a partir del 11 de agosto del 2023, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo.

Voto de minoría: Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán y Parris Quesada Madrigal, votan por acoger la solicitud de pensión al señor Ronald Rodríguez Villalobos y otorgarle un 20% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba la jubilada judicial Vargas Acosta. Por su parte, el integrante Arnoldo Hernández Solano, vota por acoger la recomendación y desestimar la solicitud presentada. Se procede con la votación, se aprueba por mayoría y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158375990]ARTICULO VI

Documento N° 78-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0029-JP/DJA-2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Zaida Salas Alpízar, cédula de identidad 02-0275-1316 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Emilio Rodríguez Salas, cédula de identidad 02-0210-0601, cuyo deceso acaeció el 17 de julio del 2023.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 25 de julio del 2023 (05 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Zaida Salas Alpízar, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 23-001520-0725-TS y recibido por esta Dirección el 22 de diciembre de 2023, suscrito por la Licenciada Nazareth Matarrita Chaves, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Salas Alpízar.


1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“La señora Zaida Nidia Salas Alpízar, es de nacionalidad costarricense, con cédula de identidad 2-0275-1316, con estado civil de viudez, suma 72 años de edad, nacida del 01 de enero de 1951, con universidad completa en docencia, ama de casa, figura como solicitante en el presente proceso judicial.

Con respecto al parentesco entre la persona fallecida y la beneficiaria, la señora Nidia fue la esposa del señor Emilio Rodríguez Salas por un periodo de 44 años, de los cuales procrearon a dos hijas y un hijo. Durante su convivencia, el señor Emilio asumía el rol de proveedor y la figura encargada de realizar las compras de comestibles, el pago de los servicios públicos y de cubrir las necesidades de alimentación, vivienda, vestido, calzado, educación y salud de su núcleo familiar, por su parte, la señora Nidia se encargaba de las labores domésticas y del cuido de su prole, información confirmada por medio de las fuentes consultadas.

Es relevante destacar que, aunque la referida cuenta con estudios universitarios en docencia, esta no ejerció debido a que se dedicó a la crianza y educación de su prole, por lo que dependía económicamente del señor Rodríguez. Situación corroborada mediante consulta a Reporte de Cuotas activas de la Caja Costarricense del Seguro Social.

La razón por la que se inicia el presente proceso judicial es por motivo de que la señora Salas no cuenta con recursos económicos propios para subsistir, refiere que, en vida, el señor Emilio se encargaba de cubrir sus necesidades de alimentación, vivienda, vestido, calzado y salud, además, manifiesta que es su derecho como su cónyuge.

Acerca de la situación actual de la beneficiaria el grupo familiar actual, es del tipo monoparental, integrado por la señora Zaida y su hija menor, la señora Daniela Raquel Rodríguez Salas, suma 35 años de edad, soltera, cuenta con bachillerato en educación media, no se encuentra inserta en el mercado laboral desde hace seis meses, agrega que se encuentra en búsqueda de oportunidades laborales.

Se han presentado cambios en el rol de la persona responsable de la compra de alimentos y en el pago de los recibos por motivo de que, el señor Emilio en vida fue quien asumió ese rol y al momento de su fallecimiento, la señora Zaida y su hija debieron adaptarse a la situación y asumir ese rol.

En cuanto a la satisfacción de las necesidades de la beneficiaria, se identifica que, debido al fallecimiento de su cónyuge el Fondo de Socorro Mutuo le otorgó a ella y a su prole la suma de ₡1.060.000 de colones a cada integrante, por lo que tanto ella como la señora Daniela han utilizado ese dinero para solventar sus necesidades de alimentación, vivienda y salud, es pertinente mencionar que, debido a su situación actual han optado por la austeridad ya que han limitado sus gastos.

Referente al ámbito de salud, la persona referida cuenta con seguro social por el Estado lo que se configura como factor protector, no obstante, la señora Daniela por su condición laboral de desempleo no cuenta con seguro.

Según los documentos aportados, la referida no reporta padecimientos o enfermedades de interés ni consumo de ningún control medicamentoso, no obstante, refiere un tratamiento dental por la reparación de su prótesis dental lo que ha generado que el núcleo perciba un gasto adicional.

En cuanto a la alimentación, no se han presentado cambios ni han limitado la compra de alimentos, manifiestan que no requieren de dietas especializadas.

En las actividades sociales y de esparcimiento, refieren que es el área que han restringido por motivos económicos, es destacable mencionar que el señor Rodríguez Salas en vida solventaba esta área.

En el ámbito educativo no se reportan gastos.

En lo que respecta a vestido reportan que familiares contribuyen con la donación de prendas, sin embargo, es una actividad que se realiza esporádicamente y que actualmente no genera ningún egreso ya que han restringido esta área.

Con relación a los servicios públicos, se destacan los servicios de agua, electricidad, telefonía, internet y cable, los cuales son pagados todos los meses.

La vivienda, es de tenencia prestada debido a que se encuentra en la propiedad de la señora Bertilia Rodríguez Salas quien es hermana del señor Emilio, está ubicada en zona urbana, no reportan índices de criminalidad ni de actividades al margen de la ley, cuentan con servicios de recolección de basura, cercanía de supermercados, Ebais y centros educativos.

Las condiciones habitacionales de la vivienda se encuentran en buen estado de preservación, la calidad y el estado de los enseres y el mobiliario son de óptimas condiciones, el domicilio está conformado por dos habitaciones, un baño, sala, comedor y cocina, se identifican todos los servicios públicos de agua, electricidad, telefonía, cable e internet.

Actualmente el grupo familiar percibe apoyo económico por parte de la señora Haydee Fetty prima de la señora Zaida, quien aporta $100 dólares mensuales, aunque especifica que es una contribución temporal, la cual cesará en cuanto se apruebe la pensión como beneficiaria de la señora Zaida.

En referencia a redes institucionales de apoyo económico no se reportan, en el Instituto Mixto de Ayudas no se reflejan antecedentes de subsidios económicos a nombre de la referida Zaida.

· Ingresos y egresos:

El siguiente cuadro refleja únicamente los ingresos que percibía el grupo familiar previo al presente proceso no se cuentan con registros de los egresos por motivo de que el señor Emilio era la persona encargada de realizar los pagos y las compras, por lo que la señora Zaida y su hija desconocen cómo se destinaba la pensión del señor Emilio.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

En lo referente al cuadro 2 el egreso por medicina dental no se considera un egreso mensual fijo debido a que fue por una emergencia médica. Seguidamente, en el cuadro de ingresos mensuales, se menciona al Fondo de Socorro Mutuo, no obstante, el monto colocado por ₡2,120,000 es la suma de lo que fue asignado a la señora Zaida y la señora Daniela al momento del fallecimiento del señor Emilio, el cual está siendo utilizado para la compra de alimentos y el pago de servicios del núcleo familiar, este no es un monto percibido mensualmente.

La señora Zaida manifiesta su deseo que se apruebe la pensión por motivo de que es su derecho como cónyuge y la requiere para cubrir sus necesidades básicas. …”

1. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)”

1. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Emilio Rodríguez Salas era de ¢646,822.72 (seiscientos cuarenta y seis mil ochocientos veintidós colones con 72/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Salas Alpízar, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto bruto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢517,458.18 (quinientos diecisiete mil cuatrocientos cincuenta y ocho colones con 18/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar, conformado por la gestionante y su hija Daniela Rodríguez Salas por un monto de ¢ 326,358.19 (trescientos veintiséis mil trescientos cincuenta y ocho colones con 19/100). 

Por lo anterior, de acuerdo con el cuadro del desglose de gastos indicado en el informe de Trabajo Social, se construyó la información de los egresos básicos mensuales atinentes únicamente a la señora Zaida Salas Alpízar, los cuales, se describen en el siguiente cuadro:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Es menester destacar que, de los rubros indicados en el informe de Trabajo Social, se excluyó de los egresos el gasto por ¢12,957.00 correspondiente al Plan de telefonía celular a nombre de Daniela Rodríguez Salas, hija de doña Zaida y el monto de ¢39,000.00 del pago de la mensualidad por la compra de la refrigeradora, en virtud de que, no es un egreso fijo, ni que se mantendrá a largo plazo en el núcleo familiar de la señora Salas Alpízar. 

Así las cosas, el monto calculado de egresos de la señora Salazar Alpízar asciende por un monto de ¢174,401.19 (ciento setenta y cuatro mil cuatrocientos un colones con 19/100).

· De acuerdo con la consulta civil del Tribunal Supremo de Elecciones, se tiene que, a la fecha de confección de este informe, la señora Salas Alpízar presenta un estado civil de viudez, producto del fallecimiento de su esposo Rodríguez Salas, cuyo matrimonio se registró con el código de cita N.º 200981080215, a continuación, se detalla la información de dicha consulta:
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· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 25 de julio de 2023, un total de 05 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Salas. 

1. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña Zaida, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Rodríguez Salas, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Salas Alpízar dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por doña Zaida, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión por parte de algún otro régimen, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social encargada del peritaje, concluye en su informe:

“(…) A partir de la información obtenida de la investigación social, se tiene que la señora Zaida Salas Alpízar es una persona adulta mayor de 85 años de edad que mantuvo dependencia económica de su cónyuge desde el inicio de la convivencia matrimonial hasta el deceso del último, al desempeñarse como ama de casa a lo largo de su vida, sin generar recursos económicos propios.

En la actualidad, la señora Salas Alpízar depende del aporte que le facilita uno de los miembros del grupo filial para cubrir sus demandas y necesidades básicas, el cual se constituye en un apoyo temporal y obedece a que el ingreso por pensión del fallecido se encuentra retenido, ya que su hijo cuenta con compromisos económicos propios.

Es importante señalar que asociado a la situación antes mencionada, así como a su edad y condición de salud, al momento actual la señora Salas Alpízar se encuentra en una condición de vulnerabilidad, requiriendo atenciones especializadas que garanticen su calidad de vida. (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

Por lo anterior, es que no se consideran dentro de este estudio los gastos de la señora Daniela Raquel Rodríguez Salas, quien eventualmente podría insertarse en el mercado laboral contribuyendo así, con la manutención del hogar que conforma junto a su madre. 

1. Recomendaciones 

1. Considerando que doña Zaida no cuenta con ningún tipo de ingreso y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que según lo indicado en el estudio socioeconómico, actualmente la señora Salas Alpízar reporta un monto de egresos mensuales por ¢174,401.19 (ciento setenta y cuatro mil cuatrocientos un colones con 19/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Zaida Salas Alpízar sea el 42% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢217,332.43 (doscientos diecisiete mil trescientos treinta y dos colones con 42/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

[bookmark: _GoBack](datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 18 de julio del 2023, fecha posterior al deceso del jubilado judicial Emilio Rodríguez Salas.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.º 23-001520-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Salas Alpízar en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación:

(…)”.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Este asunto viene con una propuesta de un 42% del 80%, sin embargo, si leemos el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, doña Zaida Salas Alpizar, si bien es cierto, estudió docencia, nunca ejerció sus labores por dedicarse al hogar, de tal manera que en el informe dice que ella tiene una dependencia absoluta y total económica de parte de quien fue su esposo.

De tal manera que, existiendo esa dependencia absoluta y total por parte de ella, no tiene un ingreso más de lo que devengaba su marido, un 42% a mí me parece que no va acorde con lo que se estipula el informe, entonces voy a someterlo a votación, votar uno es por otorgar un 42%, dos es votar, yo propongo el 80%, no sé si alguno tiene una tercera posibilidad”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Así como usted lo dice, existe una dependencia de la señora y demás, también es cierto que ya el difunto para efectos de ella ya no es el mismo gasto, ya lo hemos visto en otros casos, yo aquí, viendo los números de ellos y lo que nos aportaron y demás, lo que traía aquí en el acta era un 60% del 80%, es una propuesta que les haría”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, tenemos tres propuestas, votar uno es un 42%, votar dos es un 80%, votar 3 es un 60%”.

Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, Arnoldo Hernández Solano, Mauricio Villalta Fallas y Parris Quesada Madrigal votan por la opción 3, correspondiente a otorgar un 60% del 80%. Por otra parte, el integrante presidente Juan Carlos Segura Solís y el integrante William Soto Solano votan por la opción 2, equivalente al 80% del 80%.

Considerando: 

[bookmark: _Hlk158815473]Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0029‑JP/DJA‑2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda otorgarle a la señora Zaida Salas Alpizar un 42% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Emilio Rodríguez Salas, en calidad de cónyuge sobreviviente; esta Junta Administradora se separa de dicho criterio, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que la señora Salas Alpizar no cuenta con ningún tipo de ingreso y dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, por lo tanto, se le debe otorgar un monto mayor para que la gestionante pueda cubrir a cabalidad la totalidad de sus egresos, determinando por mayoría que ese porcentaje debe ser el equivalente al 60% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido.

[bookmark: _Hlk158815435]Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Zaida Salas Alpizar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Emilio Rodríguez Salas, el dictamen socioeconómico N.º 23-001520-0725-TS emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0029‑JP/DJA‑2024 del 30 de enero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Salas Alpizar, cuya asignación mensual será el equivalente al 60% del 80% monto bruto de jubilación que devengaba el señor Rodríguez Salas al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 18 de julio de 2023. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 3.) La Dirección de la Junta Administradora de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158375992]TRASLADO DE CUOTAS
[bookmark: _Toc111124833][bookmark: _Toc34222242]
[bookmark: _Toc158375993]ARTICULO VII 

Documento N° 87-2024

[bookmark: _Hlk158306574]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0051-SAF/DJA-2024 del 06 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, en el cual solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor del señor Leónidas Alberto Gutiérrez Víquez, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.° 027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo.

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0051-SAF/DJA-2024 del 06 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Leónidas Alberto Gutiérrez Víquez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla por la suma de ¢23 707 176,99 (veintitrés millones setecientos siete mil ciento setenta y seis colones con noventa y nueve céntimos). 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158375995]ACUERDOS CONASSIF / BANCO CENTRAL

[bookmark: _Toc158375996]ARTICULO VIII

Documento N° 711-2020 / 82-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° JD-6164/09 del 01 de febrero de 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, mediante el cual hace de conocimiento lo acordado por la citada Junta, en el artículo 9 del acta de la sesión 6164-2024, celebrada el 25 de enero del 2024, en el cual se dispuso aprobar el Informe de Política Monetaria, enero 2024.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el citado oficio.




Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 9 del acta 6164-2024, celebrada el 25 de enero del 2024, relacionado con la aprobación del Informe de Política Monetaria, enero 2024, de conformidad con lo establecido en el literal b, artículo 14, de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y Riesgos para lo de su cargo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc111124835][bookmark: _Toc158375998]ASUNTOS VARIOS

[bookmark: _Toc158375999]ARTICULO IX

Documento N° 77-2024

[bookmark: _Hlk158309857][bookmark: _Hlk157091516]Conoce esta Junta Administradora, la convocatoria realizada por la señora Gina Magnolia Riaño Barón, secretaria general de la Comisión Directiva de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social - OISS, mediante correo electrónico del 31 de enero del 2024, dirigido al doctor Juan Carlos Segura Solís, en su cargo de Presidente de este órgano colegiado, a la reunión de la Comisión Directiva así como al Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador (El Salvador).
Por otro lado, mediante correo electrónico del 7 de febrero, remiten convocatoria al “IV Curso: La Buena Gestión en la Seguridad Social”, mismo que se llevará a cabo en dos fases: la primera fase dará inicio el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril de 2024, será de forma virtual y no tendrá costo alguno; la segunda fase es optativa, de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España del 6 al 10 de mayo de 2024, esta última no tendrá costo de matrícula. La postulación a este curso deberá realizarse antes del 15 de febrero de 2024.
A continuación, se adjuntan los archivos que contienen la información detallada de las citadas convocatorias y las actividades a realizarse.







Manifestaciones:

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Esto es importante mencionarlo porque hay que recordar que el año pasado se había hecho la solicitud por parte de este cuerpo colegiado para que integráramos el organismo de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social – OISS, este organismo se caracteriza por unir prácticamente, a todo lo que son las entidades encargadas de administrar fondos de pensiones a lo largo y ancho de toda América Latina y de España.

Básicamente, este organismo se dedica y se enfoca en muchos casos a brindar temas de capacitación, charlas, conferencias y demás, sobre estos temas relacionados con la seguridad social y particularmente nos están llegando dos invitaciones para seminarios que se estarán impartiendo en los próximos meses.

El primero es el Curso de la Buena Gestión en Seguridad Social se llevará a cabo en dos fases, la primera dará inicio el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril del 2024, de forma virtual, no tendrá costo alguno. La segunda fase es optativa de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social, que tendrá lugar en Madrid, España, del 6 al 10 de mayo, esta última no tendrá costo de matrícula. La postulación de este curso debe realizarse antes del 15 de febrero, entonces estamos un poco sobre tiempo para poder realizarlo, pero vean que este organismo, el enfoque que brinda es orientado precisamente a temas relacionados con la buena gestión de organizaciones que se dedican a la administración de una seguridad social.

Acá, incluso dentro de los planes de capacitación que tenemos a futuro, recordar que ellos tienen unos convenios con la Universidad de Navarra, si no mal recuerdo, donde se brindan algunas maestrías enfocadas específicamente a temas relacionados con la gestión de un fondo de pensiones. 

[bookmark: _Hlk158806155]Esta es la primera invitación que nos llega y la del Salvador donde se invita en este caso a don Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente a la reunión de la Comisión Directiva, así como al Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador, El Salvador.

Esta es primera ocasión, en este caso de esta nueva Comisión, y hacen una invitación directa, en este caso a don Juan Carlos, en su calidad de Presidente para que asista o para que represente en este caso a este órgano.

Ambas invitaciones, eso es importante mencionarlo, nos están llegando hace aproximadamente una semana, no es como que tengamos hace mucho tiempo esta situación e implicarían la autorización y la cancelación de viáticos internacionales, cosa que hasta ahorita no hemos ejecutado, pero para que ustedes valoren eventualmente si consideran oportuna la participación de algún representante en ambas gestiones.

Recordar, nada más como comercial, en la OISS se encuentra incluida o matriculada prácticamente todo el ecosistema de los sistemas de pensiones de Costa Rica, la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, Junta de Pensiones del Magisterio Nacional - JUPEMA, la misma Caja Costarricense de Seguro Social - CCSS, se encuentran como integrantes de este organismo internacional y es común que estas instancias también participen en ese tipo de programas o tipo de capacitaciones y charlas. No sé si tienen alguna consulta, con muchísimo gusto”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Estaba pensando que en calidad de Presidente me apetece ir al de Madrid y que don Rodrigo fuera al del Salvador como Vicepresidente, si los compañeros están de acuerdo. ¿Cuáles son los viáticos que cubren?”.

El máster Mora Valdez, responde: “De acuerdo con la tabla de la Contraloría General de la República, que es la que tendríamos que estar aplicando, se cubren los viáticos que sería el transporte y un estipendio diario que dependiendo del país así varía. En el caso particular, lo que habíamos revisado, España son $252 (doscientos cincuenta y dos dólares) por día, eso incluye alimentación, hospedaje y todo. El Salvador no lo hemos visto todavía”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “O almuerzo o ceno. Porque sí, al bajarlo a euros…”.

El máster Mora Valdez, señala: “Sí son como cuatro días en España y el costo de los tiquetes independientemente del costo”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “No, es una semana, ¿pero los tiquetes sí los cubre?”.

El máster Mora Valdez, responde: “Sí, los tiquetes los cubre”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Los cubriríamos nosotros”.

El máster Mora Valdez, agrega: “La persona no tiene que cubrir eso, lo que tiene que cubrir es el excedente en caso, como dice don Juan Carlos, si no alcanza para el almuerzo o la cena, eso sí habría que verlo. Nosotros nos encargaríamos de hacer eso.

Sí ustedes tienen a bien y si deciden aprobar esto quiero hacer nada más una aclaración que ahorita doña Ingrid me está recordando, en el presupuesto nosotros metimos recursos para el periodo 2025, para el período 2024 estamos con el presupuesto extraordinario para poder meterlo, vamos a hacer todas las instancias administrativas necesarias para poder conseguir los recursos prestados con otras dependencias para que puedan participar, pero sí necesitamos, confirmaríamos a la brevedad. 

En el de don Juan Carlos por el tiempo no veo ningún inconveniente, pero para el de El Salvador, en el que estaría participando don Rodrigo sí estamos un poquito encima con las fechas, nada más como para, si a ustedes les parece bien aprobarlo y nosotros inmediatamente nos abocamos a conseguir los recursos y hacer toda la tramitología”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Lo someto a votación.”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, consulta: “La fuente del recurso sería el 5x1000”.

El máster Mora Valdez asiente.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Faltan elementos para poder aprobarlo, nada más que ¿cuánto es el costo total del evento?, eso sería importante. Pero sí aprovechando la ocasión para justificar mi voto porque esto podría traer algunas situaciones especiales, ustedes saben que lo monitorean a cada rato.

Hace poco hicimos una evaluación del desempeño de directores e integrantes de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y uno de los aspectos importantes ahí que particularmente yo noté, fue el refrescamiento en capacitaciones y tratándose de que es a nivel internacional hay organizaciones mundiales que están muy adelante con esto, con el tema de jubilaciones y pensiones. De tal forma que es una oportunidad importante para poder aplicar y tener la oportunidad de que sea representado, por los compañeros que se indicaron anteriormente Presidente y Vicepresidente, para poder sacar un beneficio al respecto desde el punto de vista de información fresca y pronta.

Lo que sí pediría es que después existiera una realimentación de la participación de las personas involucradas para poder tener también aquí esos temas de actualidad tan importantes, yo estaría de acuerdo”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “De acuerdo únicamente motivar un poquito el voto, sí considero al igual que don Parris que es necesario la capacitación y estar al día con estos temas, pero sí lamento un poquito que la invitación sea tan a destiempo, hay muy poco plazo para estimar costos y ver también un poquito esos detallitos que no los vamos a poder contemplar, pero estoy de acuerdo”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “De acuerdo”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “De acuerdo, nada más me queda la duda la primera parte que habla del curso porque hay 14 módulos del 29 de febrero al 15 de abril”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Ese es el mío, el de Madrid. En El Salvador es una charla de dos días”.

El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Okey listo, muchas gracias”.

El máster Mora Valdez, comenta: “Nada más para cerrarlo don Juan Carlos, el Reglamento nos pide específicamente que el acuerdo quede estructurado de una forma, entonces nada más como para que quede en la grabación.

[bookmark: _Hlk158803529][bookmark: _Hlk158854461]Nombre del funcionario autorizado, en este caso, don Juan Carlos Segura Solis y don Rodrigo Arroyo Guzmán; cargo que desempeña el servidor: Presidente y Vicepresidente respectivamente; países a viajar, en este caso, España para don Juan Carlos; El Salvador para don Rodrigo, periodo del viaje: los establecidos en la fecha, que sería en mayo para don Juan Carlos y en el mes de marzo para don Rodrigo; objetivo del viaje: la participación en los seminarios y los programas convocados por parte de la Organización Internacional de Seguridad Social; monto desglosado de las sumas adelantadas para su respectivo concepto, de acuerdo a la tabla que les compartí, ahí está establecido cuánto es diario por cada persona y el costo del tiquete aéreo respectivo. Gastos conexos autorizados, en este caso entendería que únicamente lo que está en la tabla, solamente el viático no se está autorizando compra de material académico o situaciones de esa naturaleza y tampoco que más adelante se puede valorar, pero ahorita no quedaría ningún otro gasto autorizado.

Entonces esos elementos que queden así establecidos porque así me lo piden el artículo 31 del Reglamento de viáticos en el exterior, nada más para que cuando lo redactemos quede en esta forma, si no hay ningún inconveniente de parte de sus personas”.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, consulta: “Don Juan Carlos, ¿va a pedir permiso al Consejo Superior?, tiene que quedar en el acuerdo”.

El integrante presidente Segura Solís, aduce: “Sí, y si no me lo dan pido vacaciones”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la participación del doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de la JUNAFO, en el “IV Curso: La Buena Gestión en la Seguridad Social”, mismo que se llevará a cabo en dos fases: la primera fase iniciará el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril de 2024, de forma virtual y sin costo alguno; la segunda fase se realizará de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España, del 6 al 10 de mayo del 2024. 2.) Aprobar la participación del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en calidad de Vicepresidente de la JUNAFO y como representante de este órgano colegiado, en la reunión de la Comisión Directiva, así como en el Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador, El Salvador. 3.) De acuerdo con lo estipulado en el “Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos” de la Contraloría General de la República, se aprueba la cancelación por concepto de viáticos en el exterior para sufragar gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, por la suma de $247 diarios en el caso del doctor Segura Solís y $196 diarios para el máster Arroyo Guzmán. Así como la cancelación de los respectivos tiquetes aéreos. 4.) Se aclara que ambas convocatorias fueron remidas por parte de la Organización Internacional de Seguridad Social y se aprueban con el objetivo de proporcionar a los miembros de este órgano colegiado, conocimientos y herramientas básicas en el ámbito de la seguridad social y de los nuevos desafíos en materia de comunicación y digitalización para mejora en la calidad de la gestión para las instituciones de Iberoamérica. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. 6.) Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, se conceda permiso con goce de salario y sustitución al doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de este órgano colegiado, debido a la aprobación de esta Junta Administradora para participar en la actividad detallada en el inciso 1 de este acuerdo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158376002]ASUNTOS DE LAS PERSONAS INTEGRANTES

ARTICULO X

Documento N° 120-2024

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, hace de conocimiento lo acordado por la Corte Plena en sesión N° 59-2023 celebrada el 18 de diciembre de 2023, artículos XI y XII, donde en lo que interesa, por mayoría de votos, aprueban la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceden como homenaje el “Reconocimiento Luis Paulino Mora Mora”, “Al Buen o a la Buena Profesional”, al licenciado Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servicios Judiciales – ASOSEJUD, e integrante de esta Junta Administradora.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo:



Manifestaciones:

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Lo que voy a exponer tiene una vinculación directa con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. Recientemente don Parris recibió el siguiente reconocimiento: “Aprobar la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceder como homenaje el “Reconocimiento Luis Paulino Mora Mora”, “Al Buen o a la Buena Profesional”, al licenciado Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servicios Judiciales - ASOSEJUD. Así votaron los magistrados y las magistradas…”.

Lo traigo porque dentro de las motivaciones que hubo para el reconocimiento que tiene don Parris destacó la participación como integrante de la JUNAFO, no solamente la participación desde la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales - ASOSEJUD – a nivel de la Asociación, por supuesto, es un reconocimiento válido y están muy contentos desde esa organización – pero también estoy muy contento al ser integrante de la JUNAFO porque se lo dieron como parte de la trayectoria, también de estar acá.

Dentro de las manifestaciones, nada más quiero destacar lo que dice la magistrada Patricia Solano: “Muchas gracias. Era en el sentido de que de la propuesta que se hace es claro que aún las personas que integran diferentes órganos, en este caso las asociaciones, sí creo que hay acciones que distinguen sobre el quehacer que dentro de las obligaciones que se tienen, en este caso en la postulación del señor Quesada Madrigal, de la propuesta que se hace como integrante de la Asociación Solidarista y también de la Junta de Pensiones y creo que si se ha distinguido en cuanto a una especial sensibilidad de ayuda al personal judicial…”.

Y en una serie de todos los considerandos el Tribunal concede esta medalla precisamente por tres elementos, su trayectoria como profesional, su dedicación como presidente de la ASOSEJUD y la trayectoria que tiene también en la JUNAFO. Esos tres elementos donde la JUNAFO está dentro, motivaron este homenaje, por eso es que lo traigo acá, porque no solamente es un homenaje a una persona, es un homenaje que la Corte Suprema de Justicia le está haciendo a un integrante y por eso mismo, a la misma JUNAFO, del quehacer que estamos haciendo, nada más quería dejarlo en actas para que se sepa que la Corte Suprema de Justicia está viendo con buenos ojos la participación de cada uno de nosotros en la JUNAFO, en la Junta Directiva de esta organización”.

[bookmark: _Hlk153264956]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “Muchas gracias don Mauricio, yo externo mi gran satisfacción porque a lo largo de estos años que he conocido a Parris, pese a que a veces tenemos como una carátula o una especie de armadura y en ellos nos encubrimos, la sensibilidad hacia la persona humana que tiene Parris es increíble. Ya lo hemos visto cuando hay catástrofes climáticas, quien está presente, en la pandemia ¿quién nos dio mascarillas?, etcétera. Quien efectivamente es solidarista es usted Parris y me agrada enormemente que le hayan otorgado esa distinción y de segundo también, pues reconociéndole la labor gratis que hace en esta Junta también, muchas felicidades”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Conocí a Parris en la emergencia que se vivió en Upala, digo lo conocí en el sentido de que lo conocí haciendo, ya lo conocía desde antes en el Poder Judicial, y Parris recordará que ese día nos encontramos en el almacén de la Proveeduría Judicial, cuando llegó doña Julia con unos sándwiches y todo, y ver a Parris ahí apuntado con qué más se necesitaba. Y eso que dice Juan Carlos es lo importante y es lo que quería resaltar, y que aquí lo hemos visto en la JUNAFO, a pesar de las diferencias de criterios que tenemos todos y todas, porque tenemos el derecho, pero en el caso de Parris es de resaltar ese tema de que él va un poco más allá de lo que se debe hacer.

Recuerdo también allá en Osa, ¿recuerda?, allá fue a lavar, nosotros los que lo vimos… pero a lo que voy es que a veces las personas tenemos una imagen y cuando lo hacemos…, lo que me gusta de Parris particularmente, es que no es de las personas que dice “yo fui”, sino que dice “la Asociación fue” y eso es un tema que sí hay que rescatar. Y aquí, en la JUNAFO, últimamente hemos visto la participación de él en defensa de los adultos mayores, los niños y las personas con discapacidad, que en algún momento eso también nos ha dado equilibrio en la toma de decisiones, eso también es de resaltarlo.

La Corte Suprema de Justicia, creo que es oportuna en reconocer el esfuerzo que se hace por las demás personas dentro del Poder Judicial, porque típicamente el buen funcionario judicial siempre se ha visto hacia afuera, nunca hacia adentro, y eso también es necesario reconocerlo. Si vemos todas las fotos que hay ahí y se le reconoce, hay un montón de gente que se le dieron reconocimientos anteriores hacia afuera, hacia la imagen, gente que estaba en la Secretaríaa a quienes muchos no los conocieron o gente que estuvo en la Defensa Pública, pero siempre fue hacia afuera. Y son muy pocos los reconocimientos del funcionario o la funcionaria hacia adentro y eso es importante también, hacer la diferencia. Muchísimas gracias y felicidades, Parris Quesada Madrigal”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Antes de seguir, el día que fui al homenaje del muchacho que lo asesinaron en el operativo, sentía el deber de estar ahí porque era un compañero y la corona, el arreglo más esplendoroso, más grande, era el de la ASOSEJUD, ningún otro gremio estuvo ahí presente, era la ASOSEJUD y eso es digno de reconocerse y de agradecimiento, de la nobleza del alma que tiene este hombre y lo que más me ha gustado en esos años es su forma de ser, de frente y sin tapujos, no conozco armas de Parris que no sea su léxico, no tiene armas ocultas, eso me gusta mucho”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Únicamente hacer extensivo Parris, de veras, uno siempre lo ha conocido y siempre ha estado activo, una de las personas que conozco que siempre han estado activas en alguna actividad, valga la redundancia, pero estás ahí. Entonces, bienvenida esa hora que se hizo este reconocimiento de parte de la Corte Suprema de Justicia y ahí estamos también a la par, siempre con vos, en cualquier asunto también para apoyarte. Felicidades”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, agrega: “Quiero hacer extensivos esos agradecimientos y felicitaciones a don Parris de parte mía, porque me acuerdo de las épocas cuando estuve como gerente de CAPREDE, me tocó ir a Limón e ir a la Zona Sur por desgracias que se habían hecho por las inundaciones y terremotos y siempre se ha caracterizado la ASOSEJUD por una situación de reconocimiento y ayuda a todos los compañeros judiciales que se vean enfrentados a situaciones adversas de la naturaleza y Parris es una de las personas que siempre están al frente de eso”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Acojo muy bien las palabras de ustedes, muchas gracias, pero uno nunca pierde el estilo, si considero que las cosas se logran en compañía de otras personas, si no uno no puede ayudar casi nada solo en este mundo y en el momento que Mauricio sacó ese tema me recordó un montón de cosas de lo que uno realmente ha hecho con un grupo de personas porque uno no anda solo, y cuando tocaron el tema en el momento de este galardón, de este reconocimiento nombraron a la JUNAFO y eso para mí fue muy importante porque entonces es un punto más del reconocimiento a ustedes, de una u otra manera pasó, no solo la ASOSEJUD, no sólo lo que hago en mi trabajo profesional durante tantos años, sino que es un mix de algunas cosas interesantes.

Le agradezco a Mauricio haberlo compartido para decirles que esto logra tener un impacto de una u otra manera, con los integrantes de esta Junta, con la Administración de esta Junta, con los compañeros, ¿por qué?, porque entonces podría tener una persona que, de una u otra manera, se destaca desde el punto de vista laboral y funcional de lo que realiza pero que está muy cerca de ustedes, o ustedes están muy cerca de uno. Y eso es bonito, se sentí muy bien porque a veces no se imagina uno que pasen cosas así, a veces cuesta mucho el tiempo... pero se sienten felices más otros compañeros que yo mismo porque en el fondo es un agradecimiento a ustedes, a los de la Junta Directiva de la ASOSEJUD, a los compañeros de la Dirección de Gestión Humana y ahora a los compañeros de la JUNAFO.

Entonces, se dimensionan cosas y por lo menos, quedo satisfecho de algo, que al final de la jornada laboral que uno ha hecho, por lo menos puede lograr que las personas más allegadas mías en la parte laboral, pudieran compartir este galardón, en realidad como dije al principio, no es como para uno, es como para todos y si me gusta que digan “ah es que Parris está en JUNAFO”, “es que Parris está en ASOSEJUD”, “es que Parris está en Gestión Humana”, “es que los compañeros de la JUNAFO están con él o él está con ellos”, o como se quiera ver. 

Es decir, la dimensión que tiene este tema es muy bonito porque sigo compartiendo cosas importantes para los compañeros y las compañeras judiciales, a pesar de la lucha tan fuerte que ha sido, los ataques y todo lo que ha pasado. Pero vean que interesante es la vida, el de arriba no falla y llegó un momento muy importante para mi vida y para coyunturas que han querido desviar la atención, pero hay cosas que tienen que pasar, porque tienen que pasar y eso, ustedes saben que cuando uno recibe algo de este tipo es porque han pasado muchas cosas más fuertes negativamente que las positivas, porque el camino es arduo, pero lo he compartido con ustedes, ustedes me han ayudado y un equipo muy grande de personas han logrado colaborar con todo.

Hay una parte interesante que manejo muy bien, que es la parte de la visión, a mí me gusta mucho visionar, ver qué pasa allá y con los demás que gestionen, porque la visión la puede tener uno, pero uno no puede hacer las dos cosas, entonces la clave del éxito es la visión, más la gestión que hacen los colaboradores que uno tiene a cargo, y eso es un activo importante dentro de las organizaciones.

La verdad es que me gustaron mucho las palabras de ustedes compañeros, muchas gracias de verdad, no era para tanto, porque de por sí ustedes están involucrados, de hecho, que dicha que los involucro en algo para bien, que bendición, pero sí muy contento de verdad que un integrante de la JUNAFO haya recibido esto, hubiera sido cualquiera, lo recibo igual porque en eso sí no tengo mucho que pensar, pero la realidad es que, gracias a ustedes. El nombre de JUNAFO sonó y eso es para mí, en este espacio que estoy, es lo más importante. Muchas gracias de verdad, nuevamente por las palabras”.

[bookmark: _Hlk158888597]El integrante presidente Segura Solís, consulta: “Don Oslean, ¿usted cree que con la Oficina de Protocolo el día que se le entrega el premio que es el día de la apertura del año judicial, podamos estar presentes todos los miembros de la JUNAFO?, porque como siempre nos dan uno o dos espacios nada más, sería bueno”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, responde: “Sí, señor, nosotros nos encargamos.

De parte de la Administración don Parris, queremos felicitarlo definitivamente es un orgullo tener una persona tan distinguida que nos colabore y nosotros somos testigos del esfuerzo, no solamente en este cuerpo colegiado sino en los Comités que tanto tiempo demandan.

Entonces, se dice fácil, pero no es tan sencillo y más de treinta años de servicio, de estar acá en el Poder Judicial y ese reconocimiento como usted menciona no solo, sinceramente, me voy a robar un toquecito el mandado como dice uno, no es solo para usted creo que hayan reconocido su trayectoria en la JUNAFO también es un destaque para todo el equipo de trabajo y todo lo que se ha venido realizando y gracias a Dios inclusive esa cercanía que estábamos conversando justamente hace más de un mes, como en el Poder Judicial esto viene a reforzar justamente esa cercanía, entonces reitero mis felicitaciones, no conocía la noticia, nos tomó por sorpresa la verdad, pero bienvenido sea y ojalá que este sea uno de muchos más que se vayan a ver a futuro, felicidades”.

Se acuerda:	De acuerdo con lo manifestado por los integrantes de este órgano colegiado, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido lo acordado por la Corte Plena en sesión N° 59-2023 celebrada el 18 de diciembre de 2023, artículos XI y XII, en el cual aprueban la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceden al licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de esta Junta Administradora; el homenaje al “Reconocimiento Luis Paulino Mora Mora”, “Al Buen o a la Buena Profesional”. Reconocimiento que será entregado en la Sesión de Inauguración del Año Judicial 2024. 2.) Felicitar al licenciado Quesada Madrigal, por la obtención de tan merecido reconocimiento, en su calidad de servidor judicial, Presidente de la Asociación Solidarista de Servicios Judiciales – ASOSEJUD, e integrante de esta Junta Administradora. 3.) La Dirección de la JUNAFO solicitará a la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas del Poder Judicial, el espacio para que todos los integrantes de esta Junta Administradora puedan asistir a la citada actividad. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

-o0o-
El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las diez horas con dieciocho minutos.

	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora



- Acta aprobada el 27 de febrero de 2024 -
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N.º TEJ 0021-2023 


24 de noviembre del 2023 


 


Licenciada 


Kenia Alvarado Villalobos  


Oficial de cumplimiento 


Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial 


S. O. 


 


Asunto: Atención oficio N.° 95-OC-


2023, posible conflicto de intereses, 


de personas postulantes a la 


JUNAFO. 


Estimada señora: 


 


En relación con el contenido del oficio N.° 95-OC-2023, mediante el cual se 


comunica al Órgano que represento, que esa oficina recibió una consulta con 


relación a la regulación de conflictos de intereses en el actual proceso de elección 


de personas para integrar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), representantes del colectivo judicial, 


conforme lo requiere el artículo N.° 239 y 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 


(LOPJ).  


 


Al respecto, se solicita a este Tribunal que en el plazo de 5 días hábiles indique si 


el proceso de elección de selección democrática en desarrollo incorporó el 


componente de conflictos de intereses y el resultado obtenido, sobre dicha solicitud 


es importante efectuar las siguientes manifestaciones: 


 


A. Competencia del Tribunal Electoral Judicial (TEJ)  


 


De acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N.° 240, que indica 


“todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte 


Plena”, corresponde a este máximo órgano jerárquico de este Poder de la República 


dictar la normativa pertinente para la elección y selección de las personas 


integrantes de la JUNAFO. Al respecto, conviene destacar que Corte Plena emite el 


“Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial”, cuya última modificación se da en la sesión de 


Corte Plena N.° 35-2022, celebrada el 4 de julio de 2022, artículo XII; de este 


reglamento se destacan las reglas aplicables al momento de llevar a cabo el proceso 







electoral necesario, para la designación de representantes del colectivo judicial, del 


cual conviene destacar los siguientes artículos: 


 
“Artículo 1.- Tribunal Electoral Judicial: Órgano del Poder Judicial para organizar, dirigir y 


vigilar el proceso electoral. 


 


Artículo 4.- Principios del proceso electoral. El proceso electoral para la escogencia de las 


personas integrantes de la Junta Administradora se regirá por los siguientes principios: 


[…] 


Principio de transparencia: garantizar que las personas tengan información 


accesible y veraz, sobre la forma en que se realice todo el proceso electoral y su 


resultado.  


 


Principio de participación: que toda persona interesada en formar parte de la Junta 


Administradora y que cumpla con los requisitos, pueda postularse para la elección. 


Asimismo, en virtud de este principio se pretende que todas las personas del 


colectivo judicial participen en la votación. 


 


Principio de imparcialidad del Tribunal Electoral Judicial: La imparcialidad es 


una condición esencial que debe revestir el Tribunal Electoral Judicial, el cual 


consiste en el deber que tienen, de ser ajenos o extraños a los intereses de las 


personas postulantes para la elección, sin favorecer a ninguna de ellas. 


 


Artículo 13.- Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial será el órgano superior 


del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral, mediante el cual se 


determinará el resultado de la voluntad del colectivo judicial. 


 


Artículo 18.- Funciones del Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial tendrá 


a su cargo: 


[…] 


f) Interpretar el presente Reglamento y resolver acerca de las dudas que puedan plantearse 


en la aplicación de este. 


 


Artículo 40.- Asuntos no previstos. Cualquier tema del proceso electoral democrático no 


previsto en el presente reglamento, será planteado ante el Tribunal Electoral Judicial. El 


Tribunal deberá resolver en el plazo de quince días hábiles o de ser complejo, podrá hacerlo 


en un plazo que no exceda de veinte días hábiles”. El resaltado no es parte del original. 


 


Resulta claro que la normativa vigente otorga al Tribunal Electoral Judicial (TEJ) la 


máxima potestad para llevar a cabo el proceso electoral y resolver cualquier duda o 


asunto no previsto sin verse este órgano colegiado sometido al escrutinio o 


cuestionamiento de ninguna otra área u oficina del Poder Judicial, por cuanto la 


propia Corte Plena lo declara en el artículo 13 del citado reglamento como el “órgano 


superior” del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral, 


siendo evidente la intención de mantener su independencia en su actuar para 







atender las gestiones correspondientes relacionadas con dicho proceso, así como 


los asuntos no previstos. 


 


De igual forma conviene destacar que, no hubo consulta o denuncia sobre esta 


situación que fuera previamente presentada ante el Tribunal Electoral Judicial 


(como lo establece la normativa), debido a lo cual no ha existido pronunciamiento 


de este cuerpo colegiado al respecto previamente. 


 


No obstante, a pesar de lo anteriormente analizado y con el fin de privar el principio 


de transparencia establecido como principio rector para el cumplimiento de este 


Tribunal Electoral Judicial se opta por desarrollar los puntos que despliegan más 


adelante. 


 


B. Normativa Aplicable a Personas Candidatas a la JUNAFO  


 


Conviene establecer que, según dicta la Ley Orgánica del Poder Judicial, las 


personas que integren el cuerpo colegiado de la JUNAFO, deberán cumplir con los 


siguientes requisitos: 


 
“Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán 


electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados 


por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá 


un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos 


requisitos del titular. 


 


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser 


reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte 


Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial. 


 


En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las 


sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse 


cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se 


designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto 


calificado en caso de empate. 


 


Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta pero sí contarán con 


los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se deberá 


cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados 


ante la Superintendencia de Pensiones (Supén): 


 


a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de 


pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda. 


 


b) Ser de reconocida y probada honorabilidad. 







 


c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades 


profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de 


manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y 


conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al 


Fondo. 


 


No podrán ser miembros de la Junta: 


 


1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial 


penal condenatoria por la comisión de un delito doloso. 


 


2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo 


de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas 


por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia 


General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) y la 


Superintendencia de Pensiones (Supén). 


 


La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, 


asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.” El 


resaltado no es parte del original. 


 


De igual forma conviene destacar que el “Reglamento de Gobierno Corporativo” 


aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero 


(CONASSIF) y de aplicación para las entidades supervisadas por la 


Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señala en lo que interesa: 


 
“Artículo 18. Proceso de selección de los miembros 


El órgano responsable de la elección de los miembros del Órgano de Dirección debe 


garantizar que los candidatos estén calificados para servir como miembros de dicho órgano, 


que no tengan conflictos de intereses que les impidan desarrollar su tarea de manera objetiva 


e independiente, o bien, que en caso de tenerlos, existen políticas para su correcta gestión. 


Además, deben ser capaces de dedicar el tiempo y esfuerzo necesarios para cumplir con las 


responsabilidades que les competen ...” El resaltado no es del original. 


 


De tal manera, la normativa aplicable establece la posibilidad de identificar cualquier 


posible conflicto de intereses y administrar los mismos, mediante una política que 


permita su correcta gestión, es decir que, aún detectándose un hipotético conflicto 


de intereses, este puede ser administrado si se aplican medidas adecuadas para su 


gestión.  


 


Así mismo se destaca que, las asociaciones, gremios, sindicatos, cooperativas, 


cajas de prestamos y similares que representan al colectivo judicial, no emiten en 


los sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y por lo tanto no son sujetos de la 


inversión de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 







(FJPPJ), de igual forma se destaca que ninguna de dichas organizaciones a la fecha 


de este documento a accedido a crédito con recursos del FJPPJ y que por lo tanto, 


no poseen un conflicto de intereses típico de los enunciados y controlados por el 


mercado que busca regular la normativa citada. 


 


Por último, es destacable que, para el presente proceso electoral, la SUPEN no ha 


manifestado o advertido posible conflicto de intereses con las personas candidatas 


en el presente proceso electoral, avalando el cumplimiento del 100% de los 


requisitos para las tres personas que continúan en el citado proceso. 


 


C. Proceso Elección y Selección Previo de Integrantes de la 


JUNAFO 


 


Conviene destacar que, la Corte Plena en sesión N.° 45-2019, articulo V del 28 de 


octubre de 2019, había analizado la posible conformación de un conflicto de 


intereses por la participación de dos personas integrantes de la JUNAFO que tenían 


representación de un mismo gremio y/o asociación, destacándose las siguientes 


manifestaciones: 


 
“Dice el magistrado Aguirre: "Lo que pienso es que aquí lo que tenemos que ver es si 


existe algún impedimento de estas personas para ser designadas. No encuentro que exista 


algún impedimento de tipo legal para que ellos puedan ser designados, bueno, si tuviéramos 


que valorar las eventualidades que se le pueden presentar a una persona en el ejercicio del 


cargo como un conflicto de intereses, eso sería, digamos, pensar que el hecho de que 


existan esas posibilidades, la persona no sirve para el cargo. 


 


En realidad no se trata de una incompatibilidad o un impedimento para ocupar el cargo lo 


que se está señalando, si no que existe esa posibilidad de que en algún momento las 


personas si llegan a designarse para este cargo, se pueden encontrar eventualmente en una 


situación en que tengan que resolver un asunto en que tengan intereses contrapuestos 


distintas organizaciones gremiales de este Poder. 


           


Si así fuera creo que prácticamente todos los funcionarios judiciales, unos son de 


ASOSEJUD, otros formamos parte de la Cooperativa, otros formamos parte de la Caja de 


Préstamos y Descuentos, esa es una cuestión que cada uno debe valorar en su momento y 


si tiene un impedimento legal para actuar en ese momento a la luz de las normativas que 


señalan las causales de inhibitoria de los funcionarios a la hora de conocer de un caso, ya 


sea judicial o en este caso de situaciones administrativas. 


          


Si así fuera tendríamos que excluir prácticamente a todos los funcionarios judiciales, e ir a 


buscar gente externa que no tiene relación con las organizaciones gremiales de este Poder, 


y creo que esta no es la intención de la Ley y nosotros no debiéramos de considerar este 


tipo de situaciones como un obstáculo para nombrar a las personas, desde luego, como ya 


lo señalaron los compañeros aquí, las personas designadas a la hora de resolver, de conocer 







los distintos casos que le competen, podrían actuar con responsabilidad y si existe un 


conflicto de intereses real en un caso pues tendrán la obligación de separarse y de ser 


sustituido por el suplente respectivo". El resaltado no es del original.  


 


Posteriormente a la discusión que este asunto género y tras las manifestaciones del 


magistrado Aguirre, la Corte Plena toma la decisión de designar como sus 


representantes en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial en calidad integrantes titulares a los señores citados en el 


apartado iii anterior, valorando que su participación y relación con un gremio o 


asociación, no debería ser un obstáculo para nombrar a estas personas y que 


existen mecanismos para gestionar el eventual conflicto de intereses en el eventual 


caso hipotético de que se llegue a materializar este, siendo finalmente electas estas 


personas, según se puede apreciar en el acuerdo de Corte Plena citado: 


 
“Se acordó: 1) Tener por conocidos los oficios Nº s 033-Vicepresidenta-2019 y 033-VIC-


2019, remitidos por la Comisión de Nombramientos y por hecha la exposición de la 


magistrada Varela, respecto al proceso de selección de las personas elegibles para integrar 


la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Tener 


por conocidas las notas remitidas por el máster Carlos Montero Zúñiga, la licenciada Ingrid 


Moya Aguilar y el máster Miguel Ovares Chavarría. 3) Tener por hechas las manifestaciones 


de los señores magistrados y las señoras magistradas que hicieron uso de la palabra. 4) 


Conforme las votaciones recibidas, se tienen por designados como titulares de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por la parte 


patronal a las siguientes personas: Máster Carlos Montero Zúñiga, licenciada Ingrid Moya 


Aguilar y máster Miguel Ovares Chavarría. 5) Tener por nombrados como suplentes de la 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por la parte 


patronal, a las siguientes personas: Licenciado Parris Quesada Madrigal, doctor Juan Carlos 


Segura Solís y licenciado Rodrigo Arroyo Guzmán. 6) De conformidad con lo establecido en 


el artículo 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los anteriores nombramientos son por el plazo 


de cinco años y rigen a partir del 1 de noviembre de 2019. 7) Para recibir el juramento 


constitucional de los citados profesionales, se señalan las 15:30 horas de hoy. Se declara 


acuerdo firme.  


 


A las 12:13 finalizó la sesión con la presencia del Presidente, magistrado Cruz, de las 


magistradas y los magistrados Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, 


Chacón, Ramírez, las suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales y los suplentes 


Desanti Henderson, Segura Bonilla y Alfaro Vargas.” El Resaltado no es parte del original. 


 


De tal manera resulta destacable que, los magistrados de la Corte Plena aclararon 


una situación de simular naturaleza a la que se plantea en la denuncia que es 


sometida a análisis de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial en esta 


oportunidad, con prácticamente los mismos actores, marcando claramente un 


criterio de lo que interpretan como conflicto de interés y lo que no se estima como 







tal, así como brindando la alternativa de gestión, en caso de presentarse esta 


situación. 


 


De igual forma es importante recordar que la integración original de la JUNAFO para 


el periodo 2020-2025, en el cual se destacaba que existían tres personas candidatas 


que fueron finalmente electas para integrar este cuerpo colegiado, mantenían algún 


tipo de relación con la asociación que actualmente es cuestionada, personas que 


específicamente se detallan en las líneas 5, 6 y 7 con el nombre y puesto finalmente 


elegidos para integrar a la JUNAFO, según se puede apreciar a continuación: 


 


TABLA N.° 1 


INTEGRACIÓN ORIGINAL DE LA JUNAFO 


PRIMERA CONFORMACIÓN, PERSONAS TITULARES Y SUPLENTES 


PERIODO 2020-2025 


 
 


De esta información resulta necesario destacar: 


 


i. Las personas candidatas se postulan su nombre a título personal, no en 


representación ni con el apoyo, económico, logístico o tecnológico de ningún 


gremio, asociación, cooperativa, sindicato o entidad determinada. 


ii. Las actuaciones y decisiones que cada integrante de la JUNAFO tome una 


vez electo, las efectúa a título y responsabilidad personal, con las posibles 


consecuencias disciplinarias, civiles y penales que su actuación genere y no 


en representación de ningún gremio. 


iii. Ya para el periodo 2020-2021, la JUNAFO estuvo conformada con la 


participación de dos personas integrantes titulares relacionadas con el 


accionar de ASOSEJUD, el MBA. Mauricio Villalta Fallas entonces Gerente 


y el MBA. Miguel Ovares Chavarria entonces Vicepresidente de ASOSEJUD, 


adicionalmente en calidad de suplente, ya había sido designado el Lic. Parris 


Quesada Madrigal, entonces Presidente de ASOSEJUD sin que por su 


designación se considerara limitante o conflicto de interés alguno.  


iv. El cuestionamiento que hoy es analizado recae sobre la participación de los 


señores Quesada Madrigal y Villalta Fallas, que como consta en el cuadro 







anterior, ya pertenecían previamente a la JUNAFO en calidad de integrantes, 


suplente el primero y titular el segundo, sin que, por su participación en dicho 


cuerpo colegiado, se materializará conflicto de intereses alguno. 


 


Por último, es destacable que la Superintendencia de Pensiones en su calidad de 


supervisor del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, durante el periodo de 


participación de las señaladas personas integrantes de la JUNAFO (2020-2021), no 


presento queja, observación, aclaración o limitante alguna, sobre la actuación de 


las citadas personas. 


 


D.  Proceso Electoral y Selección de Personas Candidatas Actuales  


 


i. Antecedentes del proceso electoral: el presente proceso electoral inicia 


con la integración por parte de Corte Plena del Tribunal Electoral Judicial en 


junio de 2022 y se espera concluya en el mes de enero de 2024. 


 


 
 


ii. Se efectuó un proceso de tres convocatorias para personas postulantes (julio 


2022, diciembre 2022 y mayo 2023) dentro de las cuales se instó a las 


mujeres a participar de dicho proceso, se recibieron un total de 248 


postulaciones, de las cuales únicamente 07 personas presentan la totalidad 


de requerimientos, siendo que 03 personas los cumplían al 100% y 04 


personas lo hacían de manera parcial, tal y como se puede apreciar a 


continuación: 







TABLA N.° 2 


PERSONAS POSTULANTES PARA INTEGRAR LA JUNAFO 


PERIODO 2023-2028 


NOMBRE OFICIO SUPEN OBSERVACIONES 


Alexander Arguedas Vindas N.° SP-1294-2022 Cumple 


William Soto Solano N.° SP-1294-2022 Cumple 


Juan Carlos Sebiani Serrano N.° SP-1294-2022 Cumple a y b (*) 


Adelina Rodríguez Vásquez N.° SP-1294-2022 Cumple a (*) 


Javier Aguilar Obando N.° SP-188-2023 Cumple a y b (*) 


Mauricio Villalta Fallas N.° SP-651-2023 Cumple 


Elbert González Ramírez N.° SP-651-2023 Cumple a y b (*) 


 
(*) En el escenario de que sean nombrados, resulta necesaria una fuerte capacitación con 


prioridad en temas de riesgos, gobierno corporativo y gestión de activos en mercados locales e 


internacionales. 


 


iii. Conviene destacar que, la revisión de requisitos para dichos puestos incluye 


la valoración de la Unidad de Investigación Sociolaboral y Antecedentes 


(UISA), valoración del Subproceso de Reclutamiento y Selección de la 


Dirección de Gestión Humana y tamizaje de la Superintendencia de 


Pensiones (SUPEN), conforme lo dicta el art. 240 de la LOPJ. Una vez que 


las personas postulantes atraviesan por el proceso de selección citado, son 


presentadas ante el Tribunal Electoral Judicial para ser declaradas personas 


candidatas elegibles. 


 


iv. Así mismo conviene destacar que, en la elección de las personas 


representantes del patrono, la Corte Plena emitió criterio en sesión N.° 029-


2023 de fecha 03 de julio del 2023, artículo XIV, en la cual determina la 


conveniencia por la importancia relativa de esta posición, de que las 


personas que sean elegidas para integrar la JUNAFO, cumplan con el 100% 


de requisitos desde el momento inicial de su designación y no 


posteriormente. 


 


v. De los elementos anteriores, es destacable que el TEJ valora y conoce las 


personas postulantes al cargo de integrante de la JUNAFO, determinando 


que únicamente podrían continuar con el proceso electoral, aquellas 


personas que hayan cumplido el 100% de requisitos previo al momento de 


designación como candidatos elegibles por el colectivo judicial.  


 


Una vez efectuada la confirmación de las tres personas candidatas que cumplen 


con el 100% de los requisitos establecidos en la Ley, que pasaron por los procesos 







de validación y escrutinio respectivo, se procede a continuar con la confirmación y 


continuidad del proceso electoral correspondiente, únicamente con dichas 


personas: 


 


TABLA N.° 3 


PERSONAS POSTULANTES ELEGIBLES PARA INTEGRAR LA JUNAFO 


NOMBRE OFICIO SUPEN OBSERVACIONES 


Alexander Arguedas Vindas N.° SP-1294-2022 Cumple 


William Soto Solano N.° SP-1294-2022 Cumple 


Mauricio Villalta Fallas N.° SP-651-2023 Cumple 


 


Conviene destacar que el proceso electoral actual, llevará a cabo las votaciones 


electrónicas el próximo martes 28 de noviembre de 7:30 a.m. a las 8:00 p.m. 


según el calendario electoral definido y respetando el procedimiento establecido en 


la normativa aplicable.  


E. Postura del Tribunal Electoral Judicial Respecto a Supuesto 


Conflicto de Intereses Denunciado 
 


Ante la situación analizada y el requerimiento planteado por la oficina a su cargo, 


conviene recapitular los siguientes elementos: 


 


1) La normativa aplicable no limita la participación de dos personas integrantes 


o postulantes de la JUNAFO que pertenezcan o provengan de un mismo 


gremio o asociación. 


2) Las personas candidatas para integrar la JUNAFO, presentan su nombre a 


título personal y sus actuaciones, responsabilidades y consecuencias de sus 


actos son propias de su cargo, sin que medie aval de ninguna entidad. 


3) La integración de la JUNAFO se efectúa con seis personas titulares, tomando 


decisiones colegiadas por mayoría simple, con un voto doble para el 


presidente de dicho órgano en los casos de empate, por lo cual no existe 


dependencia directa entre sus integrantes y las decisiones que se tomen, 


deben apegarse a la normativa y legalidad correspondiente.  


4) No existe relación de consanguinidad o afinidad entre las personas 


postulantes, los actuales integrantes de la JUNAFO o de la Alta Gerencia. 


5) Las personas postulantes al cargo de integrante de la JUNAFO han 


atravesado el proceso de Selección y Reclutamiento aplicados por la 


Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y por el tamizaje de la 


SUPEN de sus requisitos, capacidades, antecedentes y demás elementos 







que constan en los expedientes respectivos, para poder ser considerados 


como elegibles en el presente proceso electoral. 


6) Existe una política de manejo de conflicto de intereses a nivel Institucional, 


que se aplicaría para los casos específicos que se detecten en el accionar 


de la JUNAFO y/o que dicho cuerpo colegiado deba resolver oportunamente, 


ante el eventual caso hipotético que se lleguen a materializar. 


7) Previamente en la anterior integración de la JUNAFO, la Corte Plena había 


analizado la posible conformación de un conflicto de intereses por la 


participación de dos representantes de un mismo gremio como integrantes 


titulares de este cuerpo colegiado y había resuelto, que en caso de 


presentarse el trámite de algún crédito o gestión por parte del gremio al que 


pertenecen, deberían dichos integrantes abstenerse de conocer dicho 


asunto, pero que su afiliación o representación “no debería ser un obstáculo 


para nombrar a estas personas”. 


8) Las actuaciones del Tribunal Electoral Judicial en el presente proceso 


electoral han estado apegadas a derecho, en absoluto respeto a la normativa 


aplicable y en concordancia con los más altos principios de honradez, 


transparencia e imparcialidad. 


 


De tal manera, resulta de vital importancia destacar que, se estima que un posible 


conflicto de intereses se puede llegar a materializar al momento de la toma de una 


decisión que beneficie a determinada asociación o gremio en particular y no por la 


participación de dos integrantes de la JUNAFO que tengan alguna relación con un 


gremio y/o asociación, ya que como se ha expuesto previamente, sus actuaciones 


son a título personal y no en representación de ninguna entidad u organización. 


 


Es importante destacar que dentro de la integración de la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no existe relación de 


jerarquía entre sus miembros. 


 


Dado lo anterior, se estima atendida la solicitud planteada y se procede con el 


archivo de las presentes diligencias.  


 


 


 


 


 
 Lic. Adolfo Valverde Bohórquez 


Secretario 
Tribunal Electoral Judicial 


Licda. Sady Jiménez Quesada 
Presidenta 


Tribunal Electoral Judicial 







 


TABLA DE ANEXOS 


DETALLE DOCUMENTO 


Ley Orgánica del Poder Judicial 


LOPJ 8 Vigente.pdf


 
Reglamento de Integración de la JUNAFO 


REGLAMENTO-DE-IN


TEGRACION-JUNTA-ADMINISTRADORA 1.pdf 
Reglamento de Gobierno Corporativo 


Acuerdo%20CONAS


SIF%204-16%20Reglamento%20de%20Gobierno%20Corporativo.pdf.docx 
Acta N.° 45-2019 de Corte Plena 


Acta de Corte Plena 


N° 045-2019  Art 5.pdf 
Oficio N.° 095-OC-2023 


Oficio 


95-OC-2023.pdf  
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San José, 29 de noviembre de 2023 


Oficio N° TEJ 0025-2023 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


 


Señora 


Msc. Rocío Aguilar Montoya, Superintendente 


Superintendencia de Pensiones - SUPEN 


 


Estimada señora: 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado 


por el Tribunal Electoral Judicial, en la sesión N° 014-2023 celebrada el 29 de noviembre del 


2023, que literalmente dice: 


 


“ARTÍCULO I 


 


Conforme lo establece el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” en el Artículo N° 37 inciso c), 


correspondiente a la Etapa Electoral, en la sesión N° 13-2023 del 28 de noviembre de 2023, 


a las 20:01 horas se procedió a dar inicio al conteo electrónico de los votos, en presencia de 


las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial, el máster Rodrigo Campos Hidalgo, 


director jurídico, y el licenciado Martín Hernández Serrano, director interino de la Dirección 


de Tecnología de la Información y Comunicaciones, ambos del Poder Judicial, en calidad de 


asesores. 


 


Del informe presentado por la empresa Consulting Group Corporación 


Latinoamérica, S.A., relacionado con los resultados obtenidos en la votación realizada para 


la elección de personas integrantes titulares y suplentes de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del colectivo judicial del 


Poder Judicial, se extrae la siguiente información: 
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-0- 


 


Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibido el Informe de Resultados de 


Votación, presentado por la empresa Consulting Group Corporación Latinoamérica, S.A., a 


la cual se le agradece la colaboración brindada y se autoriza se proceda con el trámite 


administrativo de cancelación a dicha empresa por la labor desarrollada. 2.) Conforme lo 


dispone el artículo 37, inciso e). del “Reglamento de integración de la Junta Administradora 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, este Tribunal Electoral Judicial, 


declara electas las siguientes personas como representantes del colectivo judicial para 


integrar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: 


 


REPRESENTANTES DEL COLECTIVO JUDICIAL ANTE LA 


JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE 


JUBILACIONES Y PENSIONES 


CONDICIÓN 


# Cédula Nombre 


 


1 01-0949-0244 Mauricio Villalta Fallas Titular / propietario 


2 01-0620-0229 William Soto Solano Titular / propietario 


3 04-0164-0594 Alexander Arguedas Vindas Suplente 


 


3.) Hacer del conocimiento del Colectivo Judicial, mediante comunicado del 


Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional de forma inmediata. 4.) Comunicar 


los resultados de las elecciones a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, Corte Plena, 


Consejo Superior, y a las personas candidatas. 5.) Reconocer el compromiso y 


responsabilidad mostrada a las personas representantes de la Dirección Jurídica, Dirección 
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de Tecnología de la Información y Comunicaciones, Dirección de Gestión Humana, 


Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Proveeduría, 


Departamento Financiero Contable, Administraciones Regionales, Administradores de 


Centros de Programa, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación 


Judicial, Dirección Ejecutiva, Consejo de la Judicatura, Dirección de la JUNAFO y personas 


que fungieron con Fiscales, ya que con su apoyo fue posible desarrollar este proceso electoral 


judicial en forma democrática, pacífica, transparente y eficiente lo cual permite lograr el 


objetivo que establece el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, para contar con las personas que van a 


representar al colectivo judicial en la Junta Administradora de dicho Fondo. 6.) Solicitar a la 


Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, que coordine lo correspondiente para el 


proceso de juramentación de las personas electas a la mayor brevedad posible, a fin de que 


se integren a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. FIRME”. 


 


 


Atentamente,  


 


 


 


 


 


Lcda. Sady Jiménez Quesada, presidenta 


Tribunal Electoral Judicial 


Poder Judicial 


 


 


cc.  Corte Suprema del Poder Judicial 


Consejo Superior 


Dirección de la JUNAFO 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia 


Sr. Mauricio Villalta Fallas 
Sr. William Soto Solano 
Sr. Alexander Arguedas Vindas 
Diligencias 


aramírezso 
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San José, 29 de noviembre de 2023 


Oficio N° TEJ 0026-2023 


 


Señor 


Róger Adrián Alpízar Alvarado, servidor judicial 


 


Estimado señor: 


 


Muy respetuosamente, se le comunica que el Tribunal Electoral Judicial en sesión N° 


013-2023 celebrada el 28 de noviembre de 2023, artículo II, tuvo por conocido su correo 


electrónico remitido a la cuenta de Servicio al Cliente de la JUNAFO, y que fue trasladado 


al Tribunal Electoral Judicial como órgano superior encargado del proceso electoral para la 


elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial - JUNAFO, con base en el Reglamento de integración de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobado por la 


Corte Plena, que dice: 


 


“El suscrito Róger Adrián Alpízar Alvarado, cédula Nº 1-1011-


0464 y en calidad de trabajador del Poder Judicial, interpongo formal 


denuncia en contra del formato de votación de candidatos de la JUNAFO, 


dado que al efectuar la votación, el sistema resulta ambiguo y le hace a uno 


tener que votar por dos candidatos, lo cual genera confusión de cuál 


candidato quedará realmente elegido y que vulnera el derecho 


constitucional de información que regula el artículo 46 párrafo final de la 


Constitución Política, donde los electores en calidad de trabajadores 


activos, jubilados y pensionados del Poder Judicial, tenemos derecho a la 


protección de nuestros intereses económicos, recibiendo información 


adecuada y veraz; derivándose como una de las imposiciones legales que 


debe satisfacer JUNAFO y las personas encargadas de dicha votación, es 


el deber de información adecuada y veraz en el formato de votación, el cual 


no sólo comprende la obligación de brindarlo a todos los trabajadores 


activos, pensionados y jubilados del Poder Judicial de manera veraz y veraz 


se entiende por: "Dicho de una persona: Que dice, usa o profesa siempre la 


verdad. //2. Que se ajusta a la verdad". (Diccionario esencial de la lengua 


española, Real Academia Española, Espasa Calpe S.A., 2006, Madrid 


España), es decir, verídico, transparente, sin recurrir a dobleces, 


ocultamientos siquiera parciales o sesgos, en perjuicio de quien en su fuero 


interno se encuentra conformando la voluntad de elección y se encontró 


dicha sorpresa. 


 


Cabe agregar que la ausencia de información de parte de cada uno 


de las personas encargadas de la votación a candidatos de elección de 


JUNAFO lleva incluido una lesión manifiesta al derecho de los 
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trabajadores y pensionados a su derecho de elegir en primer lugar al 


candidato de su elección, razones por la cuales esto no puede ser permitido 


en el Poder Judicial, donde se aplican la ley. 


 


Sin otro particular y esperando que en atención a los artículos 11, 


27 y 30 de la Constitución Política, se otorgue respuesta adecuada y veraz 


a todo el conglomerado judicial, tanto de trabajadores judiciales activos, 


pensionados y jubilados del Poder Judicial; por constituir información de 


carácter público que debe otorgarse dicha información al mediar fondos 


públicos, se despide atentamente…” 


 


- 0 - 


 


Sobre lo anterior, la integración de este cuerpo colegiado, procedió a conocer el fondo 


de la gestión, y dispuso que no era de recibo la denuncia presentada, debido a que se 


determinó que el presente proceso electoral para integrar la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en representación del colectivo 


judicial, ha cumplido a cabalidad con lo normado en el Reglamento de integración de la 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobado 


por la Corte Plena. Por lo que, todo el procedimiento ha sido avalado y verificado por este 


órgano, y debidamente documentado, mediante las actas publicadas en la página web del 


Tribunal Electoral Judicial, así como las cápsulas informativas aprobadas de previo. 


 


Conviene recordar a la estimable persona gestionante que el Tribunal Electoral 


Judicial, inicia labores en el mes de junio del año 2022, para llevar a cabo el proceso de 


selección de personas integrantes de la JUNAFO en representación del colectivo judicial, se 


efectúan tres procesos de convocatorias (julio 2022, diciembre 2022 y mayo 2023), mediante 


los cuales se recibieron más de 248 postulaciones, que fueron analizadas por la Unidad de 


Investigación Sociolaboral y Antecedentes (UISA), valoración del Subproceso de 


Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana y tamizaje de la 


Superintendencia de Pensiones (SUPEN), conforme lo dicta el artículo 240 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial. 


 


Desde el mes de julio del 2022, se han efectuado diversas campañas informativas al 


colectivo judicial, mediante el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del 


Poder Judicial y los canales de comunicación oficiales respectivos, se colocó a disposición 


de quien así lo requiriera el curriculum y las calidades de cada una de las personas candidatas 


elegibles en el sitio web de este Tribunal, asimismo en dicho sitio se encuentran publicadas 


todas las actas con el accionar de este cuerpo colegiado, se destaca que el 19 de setiembre de 


2023 en el periódico de circulación nacional Diario Extra se publicó el nombre de las 


personas postulantes y la fecha de convocatoria para las elecciones correspondientes, también 


se recuerda que existieron dos procesos de simulación del sistema de votaciones contratado 


(octubre 2022, octubre 2023), donde se utilizó la misma metodología finalmente empleada 
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para el día de las votaciones finales. Adicionalmente, se realizó un debate transmitido vía 


streaming desde el canal oficial del Poder Judicial el día 20 de noviembre de 2023, de igual 


manera, se destaca que durante los meses de octubre y noviembre 2023, se intensificaron la 


publicación de cápsulas informativas sobre el avance del citado proceso electoral.  


 


Por último, se resalta que se hizo de conocimiento público el cronograma de 


actividades original, así como sus modificaciones, siendo esto conocido por el Consejo 


Superior y la Corte Plena, lo que también consta en las actas publicadas en los sitios web 


correspondientes y la plataforma Nexus PJ. 


 


Resulta evidente y manifiesto al enumerar los elementos anteriores, que se ha 


respetado el debido proceso y se ha cumplido con la totalidad de actividades que demanda la 


normativa aplicable para esta elección de integrantes de la JUNAFO. 


 


En atención al Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se constata que no existe evidencia de alguna 


figura que violente el artículo 38, y conforme a los parámetros establecidos en los artículos 


13, 18, 19, 20, 35, 37 y 40 del citado cuerpo normativo, el Tribunal Electoral Judicial procede 


a rechazar los alegatos presentados y dispone continuar de manera efectiva con el presente 


proceso electoral. 


 


 


Atentamente,  


 


 


 


Licda. Sady Jiménez Quesada, presidenta 


Tribunal Electoral Judicial del Poder Judicial 


 


cc.  Diligencias 


***AAMPIÉ*** 





				2023-11-30T11:22:20-0600

		SADY JIMENEZ QUESADA (FIRMA)
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30 de enero de 2024

SP-112-2024





Señora

Ingrid Moya Aguilar, imoya@poder-judicial.go.cr

Subdirectora a.i.

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





Estimada señora:



Mediante el oficio 0022-DJA-2024 del 18 de enero del 2024, se solicita una prórroga de veinte días hábiles adicionales al plazo máximo establecido en el oficio SP-1445-2023, para analizar las observaciones e incluir los ajustes en el Reglamento para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés, y luego presentarlo ante el Órgano de Dirección para su respectiva aprobación.



Al respecto, se le informa que no se tiene inconveniente a la prórroga solicitada, en el entendido de que lo requerido en el oficio SP-1445-2023 será atendido a más tardar el 19 de febrero del año en curso, como plazo improrrogable. En caso de disponer de la documentación antes de esta fecha, favor remitirla para la correspondiente valoración.



Finalmente, conforme lo comunicado en el oficio SP-31-2024 del 15 de enero de este año, la supervisión de este tema estará a cargo de la División a cargo de la suscrita. 

 

Atentamente,



[image: Nombre de la empresa
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Patricia Abarca R., directora

División de Supervisión Operativa y Financiera





Copia:	Juan Carlos Segura Solís, jseguras@poder-judicial.go.cr, Presidente JUNAFO

Vanessa Mesén Arroyo, vmesen@Poder-Judicial.go.cr, Encargada Función Cumplimiento 

Oslean Mora Valdez, osleanmv@poder-judicial.go.cr, Director Ejecutivo a.i.

Luis Abarca Padilla, labarcap@poder-judicial.go.cr, Auditor Interno a.i.





Uso Interno



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr

Uso Interno
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Tabla N.°1. Cuadro comparativo reglamento “REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS DE LAS PERSONAS QUE INTEGRAN LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (LA JUNAFO), SUS COMITÉS TÉCNICOS Y TERCEROS CONTRATADOS”.

Celeste: se agrega en reglamento propuesta.


Rojo: se elimina del reglamento de propuesta para la JUNAFO.

		Detalle

		Reglamento Poder Judicial

		Reglamento para la JUNAFO



		Artículo 1. Objetivo

		Este Reglamento busca dotar al Poder Judicial de una normativa que oriente y regule la prevención, la identificación y la debida gestión de los conflictos de interés del personal del Poder Judicial, y contribuya al aseguramiento de la imparcialidad y la probidad en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público.

		Este Reglamento busca dotar a las personas integrantes de la JUNAFO, sus comités técnicos y terceros contratados al Poder Judicial de una normativa que oriente y regule la prevención, la identificación y la debida gestión de los conflictos de interés de acuerdo con el Reglamento de Gobierno Corporativo, Acuerdo CONASSIF 4-16, específicamente en el artículo 23 del personal del Poder Judicial, y contribuya al aseguramiento de la imparcialidad y la probidad en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público.



		Artículo 2. Ámbito de aplicación.

		Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, sea en propiedad, interinas o suplentes, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les sea aplicables de acuerdo con sus competencias y responsabilidades. Lo anterior también comprende a las personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos.

		Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, sea en propiedad, interinas o suplentes, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, las personas integrantes del Órgano Máximo de Dirección, sus comités técnicos y terceros contratados y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les sea aplicables de acuerdo con sus competencias y responsabilidades. Lo anterior también comprende a las personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos.



		Artículo 3. Definición de conflicto de interés.

		Para efectos de este Reglamento, se considera que un conflicto de interés de naturaleza pública es aquel que involucra un conflicto entre el deber público y los intereses privados de una persona servidora pública, en el que esta tiene un interés privado con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de sus deberes y responsabilidades oficiales.

		Para efectos de este Reglamento, se considera que un conflicto de interés de naturaleza pública es aquel que involucra un conflicto entre el deber público y los intereses privados de una persona servidora pública, en el que esta tiene un interés privado con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de sus deberes y responsabilidades oficiales.



		Artículo 4. Tipos de intereses privados relevantes.

		Los intereses privados con capacidad de generar conflictos de interés  pueden ser de distinta índole: financieros o pecuniarios (negocios, deudas, expectativas de trabajos, etc.), derivados de relaciones familiares (círculo familiar cercano en los términos estipulados en este reglamento), afectivos (amistad íntima, enemistad manifiesta, noviazgo, relaciones de pareja públicas o clandestinas, etc.), organizaciones comunales, religiosas o de las afiliaciones con o sin fines de lucro, empresariales, políticas, sindicales o profesionales, entre otros. 


La sola presencia de uno de los intereses privados anteriormente indicados, no determina una falta, sino únicamente cuando concurren las circunstancias apuntadas por el artículo 3°.

		Los intereses privados con capacidad de generar conflictos de interés pueden ser de distinta índole: financieros o pecuniarios (negocios, deudas, expectativas de trabajos, entre otros etc.), derivados de relaciones familiares (círculo familiar cercano en los términos estipulados en este reglamento), afectivos (amistad íntima, enemistad manifiesta, noviazgo, relaciones de pareja públicas o clandestinas, entre otros etc. etc.), organizaciones comunales, religiosas o de las afiliaciones con o sin fines de lucro, empresariales, políticas, sindicales o profesionales, entre otros. 


La sola presencia de uno de los intereses privados anteriormente indicados, no determina una falta, sino únicamente cuando concurren las circunstancias apuntadas por el artículo 3.



		Artículo 5. Manejo adecuado de los conflictos de interés.

		Los conflictos de interés deben ser manejados de manera adecuada, oportuna y efectiva, a través de medidas tendientes a su prevención, detección y solución, lo que incluye la sanción de las conductas contrarias a la regulación de los conflictos de interés, por el riesgo que implican para la buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función pública, y la grave amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales.

		Los conflictos de interés deben ser manejados de manera adecuada, oportuna y efectiva, a través de medidas tendientes a su prevención, detección y solución, lo que incluye la sanción de las conductas contrarias a la regulación de los conflictos de interés, por el riesgo que implican para la buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función pública, y la grave amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales.



		Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés.

		Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios: 


-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.


-Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones públicas, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.


-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.


-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.


-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley.

		Las personas encargadas de la gestión de los conflictos de interés en La JUNAFO en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios: 


-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.


  -Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial de los actores citados en el artículo 2 de este reglamento que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones públicas, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.


-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.


-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.


-Protección de la confianza y credibilidad de la función propia de este régimen de pensiones judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales involucradas y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), con apego a la ley.



		Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.

		La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.

		Las personas declaradas en el artículo 2 de este reglamento servidora judicial es son las principales responsables de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a su cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad del FJPPJ institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del FJPPJ Poder Judicial.



		Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.

		Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa.


Las situaciones sobrevinientes de parentescos por afinidad hasta tercer grado, ofrecimiento o entrega de regalos o ventajas de cualquier naturaleza, nuevas actividades privadas de la persona servidora judicial, relaciones personales afectivas o de negocios, entre otras, que sean potencialmente generadoras de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, deberán ser informadas de forma inmediata, para permitir su manejo adecuado.

En el caso de las magistradas o los magistrados, deberán efectuar la comunicación a la Presidencia de la Sala respectiva, las Presidentas o los Presidentes de las Salas al Pleno de la Sala en que labora, y la Presidenta o el Presidente de la Corte Suprema de Justicia a la Vicepresidenta o el Vicepresidente, y viceversa.


En el caso de los integrantes del Consejo Superior, deberán comunicarlo a quien lo preside.


El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda.

		Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa.


Las situaciones sobrevinientes de parentescos por afinidad o consanguinidad hasta tercer grado, ofrecimiento o entrega de regalos o ventajas de cualquier naturaleza, nuevas o actividades privadas de la persona servidora judicial, relaciones personales afectivas o de negocios, entre otras, que sean potencialmente generadoras de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, deberán ser informadas de forma inmediata, para permitir su manejo adecuado.


En el caso de las personas integrantes de la JUNAFO magistradas o los magistrados, deberán efectuar la comunicación a la persona que ocupe el cargo de Presidencia de la JUNAFO Sala respectiva, las Presidentas o los Presidentes de las Salas al Pleno de la Sala en que labora, y la Presidenta o el Presidente de la Corte Suprema de Justicia a la Vicepresidenta o el Vicepresidente, y viceversa.


En el caso de las personas integrantes de los Comités Técnicos los integrantes del Consejo Superior, deberán comunicarlo a quien lo preside.


El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda.



		Artículo 9. Deber de abstención

		Además de las causales reguladas en la ley, todas las personas que laboran para el Poder Judicial deberán abstenerse de asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma (incluyendo el uso de redes sociales o Internet), participar en la discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como miembro de un órgano colegiado, cuando se encuentren bajo los siguientes supuestos:


1. Tengan un interés directo. 


2. En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, madrastras, padrastros, hijastras, hijastros, o persona con quien tenga hijas o hijos. 


3. Sean asuntos de interés directo de personas jurídicas o empresas con las cuales la persona servidora judicial o sus parientes, en los términos descritos en el inciso anterior, tengan o hayan tenido, en los últimos doce meses, participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen, o sean o hayan sido apoderadas, apoderados o integrantes de algún órgano social.


No hay causal cuando el nexo con la persona jurídica sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona servidora judicial. 


4. Ser o haber sido tutora, tutor, curadora, curador, apoderada, apoderado, representante, administradora o administrador de alguna de las personas interesadas directas en el asunto, o lo haya sido el cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona servidora judicial. 


5. Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas interesadas en el asunto,  o la tenga, su cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona servidora judicial.

6. En asuntos en que alguna de las personas interesadas directas, sea o haya sido, en los doce meses anteriores, socia, socio, jefa, jefe, compañera o compañero de trabajo de la persona servidora judicial. 

7. Cuando alguna de las personas interesadas en la respectiva gestión, sea acreedora, acreedor, deudora, deudor, fiadora, fiador por más de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1)” de la relación de puestos del Poder Judicial, de la persona servidora judicial que deba tramitar o resolver el asunto, o de su cónyuge y demás parientes mencionados en el inciso 2, de este artículo. 


No aplica esta causal, si el vínculo de crédito o fianza fuere con el Estado, o cualquier institución pública. 


8. En asuntos en que, antes de ingresar a laborar al Poder Judicial, la persona servidora judicial hubiera intervenido, sea a favor o en contra, de las personas interesadas directas del asunto.


9. Cuando a la persona servidora judicial se le hubiere impuesto alguna sanción en virtud de una queja interpuesta en el mismo proceso o con anterioridad, por alguna de las personas interesadas directas del asunto o su representante. 


10. En asuntos de interés de una persona que sea o haya sido parte contraria en un proceso jurisdiccional o administrativo, de la persona servidora judicial o de alguno de los parientes mencionados en el inciso 2. de este artículo, en los dos años precedentes a la iniciación del trámite. 


11. La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad


Todas las personas servidoras judiciales con motivo de abstención y que esto les conste, deberán excusarse de intervenir en el asunto respecto del cual lo tengan. 


Si fuere jueza o juez, se procederá como indica la Ley Orgánica del Poder Judicial o, en su defecto, el Código Procesal Civil.


En los demás casos, se presentará el motivo de abstención por escrito ante la Jefatura inmediata, en la que de manera concreta se expresará el hecho o los hechos en que se funda y la causal que la autoriza, para cuyos efectos se ofrecerán o aportarán en el mismo acto las pruebas correspondientes. La Jefatura deberá resolver la gestión planteada en el plazo máximo de tres días hábiles.

		Además de las causales reguladas en la ley, todas las personas que laboran para integran la JUNAFO y sus Comités Técnicos el Poder Judicial deberán abstenerse de asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma (incluyendo el uso de redes sociales o Internet), participar en la discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como persona integrante miembro de un órgano colegiado, cuando se encuentren bajo los siguientes supuestos:


1. Tengan un interés directo. 


2. En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, madrastras, padrastros, hijastras, hijastros, o persona con quien tenga hijas o hijos. 


3. Sean asuntos de interés directo de personas jurídicas o empresas con las cuales la persona servidora judicial o sus parientes, en los términos descritos en el inciso anterior, tengan o hayan tenido, en los últimos doce meses, participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen, o sean o hayan sido apoderadas, apoderados o integrantes de algún órgano social.


No hay causal cuando el nexo con la persona jurídica sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona involucrada servidora judicial. 


4. Ser o haber sido tutora, tutor, curadora, curador, apoderada, apoderado, representante, administradora o administrador de alguna de las personas interesadas directas en el asunto, o lo haya sido el cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada. servidora judicial. 


5. Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas interesadas en el asunto, o la tenga, su cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada. servidora judicial.

6. En asuntos en que alguna de las personas interesadas directas, sea o haya sido, en los doce meses anteriores, socia, socio, jefa, jefe, compañera o compañero de trabajo de la persona involucrada. servidora judicial.

7. Cuando alguna de las personas interesadas en la respectiva gestión, sea acreedora, acreedor, deudora, deudor, fiadora, fiador por más de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1)” de la relación de puestos del Poder Judicial, de la persona servidora judicial que deba tramitar o resolver el asunto, o de su cónyuge y demás parientes mencionados en el inciso 2, de este artículo. 


No aplica esta causal, si el vínculo de crédito o fianza fuere con el Estado, o cualquier institución pública. 


8. En asuntos en que, antes de integrar LA JUNAFO o sus comités técnicos ingresar a laborar al Poder Judicial, la persona servidora judicial hubiera intervenido, sea a favor o en contra, de las personas interesadas directas del asunto.


9. Cuando a la persona servidora judicial se le hubiere impuesto alguna sanción en virtud de una queja interpuesta en el mismo proceso o con anterioridad, por alguna de las personas interesadas directas del asunto o su representante. 


10. En asuntos de interés de una persona que sea o haya sido parte contraria en un proceso jurisdiccional o administrativo, de la persona integrante servidora judicial o de alguno de los parientes mencionados en el inciso 2. de este artículo, en los dos años precedentes a la iniciación del trámite. 


11. La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad


Todas las personas servidoras judiciales con motivo de abstención y que esto les conste, deberán excusarse de intervenir en el asunto respecto del cual lo tengan. 


Si fuere jueza o juez, se procederá como indica la Ley Orgánica del Poder Judicial o, en su defecto, el Código Procesal Civil.


En los demás casos, se presentará el motivo de abstención por escrito ante la presidencia del órgano colegiado Jefatura inmediata, en la que de manera concreta se expresará el hecho o los hechos en que se funda y la causal que la autoriza, para cuyos efectos se ofrecerán o aportarán en el mismo acto las pruebas correspondientes. La presidencia Jefatura deberá resolver la gestión planteada en el plazo máximo de tres días hábiles.



		Artículo 10. Deber de denunciar.

		Todo el personal del Poder Judicial deberá estar atento y denunciar, ante el nivel superior jerárquico o ante la autoridad competente, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a otras personas servidoras judiciales, en el sentido regulado en este reglamento.

		Todoas las personas que integren la JUNAFO, los comités técnicos y los terceros contratados el personal del Poder Judicial deberán estar atentos y denunciar, ante la presidencia el nivel superior jerárquico o ante la autoridad competente, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a otras personas servidoras judiciales, en el sentido regulado en este reglamento.



		Obligaciones de la presidencia de cada órgano colegiado las jefaturas.

		Las jefaturas tienen un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas servidoras del Poder Judicial, y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:


a) Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a sus personas subalternas, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.


b) Al menos dos veces al año enviar a las personas integrantes del Despacho u Oficina una circular para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión pública que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.


c) Abrir espacios adecuados para que sus colaboradoras y colaboradores, de manera transparente, oportuna y en un ambiente de confianza, formulen sus dudas sobre las obligaciones en esta materia, y revelen los intereses privados que los puedan colocar en una situación potencial de conflicto de interés.


d) Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a sus colaboradoras y colaboradores en el desempeño de sus funciones.


e) Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés del personal a su cargo, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación a la gestión judicial, y a la imagen y credibilidad del Poder Judicial.


f) Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad pública, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación del personal judicial.

		La presidencia de cada órgano colegiado Las jefaturas tienen un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas integrantes de los órganos servidoras del Poder Judicial, y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:


a) Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a las personas integrantes sus personas subalternas, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.


b) Al menos una vez dos veces al año enviar a las personas integrantes de cada órgano del Despacho u Oficina una circular un recordatorio para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión del régimen pública que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.


c) Abrir espacios adecuados para que sus colaboradoras y colaboradores, de manera transparente, oportuna y en un ambiente de confianza, formulen sus dudas sobre las obligaciones en esta materia, y revelen los intereses privados que los puedan colocar en una situación potencial de conflicto de interés.


d) Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a las personas integrantes sus colaboradoras y colaboradores en el desempeño de sus funciones.


e) Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés de las personas integrantes del personal a su cargo, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación del régimen a la gestión judicial, y a la imagen y credibilidad del FJPPJ. Poder Judicial.

f) Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad pública, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación las de las personas integrantes de cada órgano. del personal judicial.



		Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.

		Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.


Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales. 


Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:


a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.


b) Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.


c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.


e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.

		Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverloa con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos relacionados con el FJPPJ o la JUNAFO a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad del régimen institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas integrantes de cada órgano servidoras judiciales.

Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas de las personas integrantes de cada órgano servidores judiciales. 


Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:


a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.


b) Renuncia de la persona integrante servidora judicial al interés privado.


c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona integrante servidora judicial conforme al debido proceso.


e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.



		Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de selección de personal.

		Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés.

		Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en la JUNAFO y su brazo administrativo el Poder Judicial, y valorar su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés.



		Artículo 14. Incompatibilidades para la contratación administrativa.

		Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, conforme lo dispone el numeral 20 de su Reglamento. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona servidora  judicial deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.


La información actualizada sobre las personas físicas, aludidas en este artículo, que laboran en el Poder Judicial, cubiertas por el régimen de prohibiciones, será publicada de manera oficiosa y oportuna en la página Web institucional.

		Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en el artículo 27 de la Ley General de Contratación Pública N.°9986 los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, conforme lo dispone el numeral 20 de su Reglamento. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona integrante del órgano servidora judicial deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.


La información actualizada sobre las personas físicas, aludidas en este artículo, que laboran en el Poder Judicial, cubiertas por el régimen de prohibiciones, será publicada de manera oficiosa y oportuna en la página Web institucional.



		Artículo 15. Ejemplo de las personas integrantes de los órganos clase gerencial y jefaturas.

		Las personas funcionarias de la clase gerencial y las jefaturas, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la de la institución.

		Las personas integrantes de los órganos funcionarias de la clase gerencial y las jefaturas, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la del régimen. la institución.



		Artículo 16. Declaración sobre parentescos.

		Todas las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.


Todas las personas servidoras judiciales, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.


El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento de personal.

		Todas las personas aspirantes a puestos en los órganos de la JUNAFO el Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO según corresponda, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con personas relacionadas al régimen servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina de la persona con la que tiene relación en la que laboran.

Todas las personas servidoras judiciales, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.


El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento dentro del Órgano Máximo de Dirección y sus Comités Técnicos de personal.



		Artículo 17. Publicación oficiosa de información sobre suplencias de magistraturas.

		En el sitio Web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, en un lugar visible, se publicitará el listado de las Magistradas y los Magistrados Suplentes, el período de nombramiento, una reseña de su currículo y de la actividad profesional externa que realizan (historial laboral), y cualquier otra información que se considere pertinente. En caso de que se trate de abogadas o abogados litigantes, se deberá indicar en esos términos, con mención de la oficina o firma de abogados en la que prestan sus servicios o ha prestado servicios en los últimos dos años. 


Asimismo, se deberá llevar en la Secretaría de la Corte un registro con la información actualizada de los siguientes contenidos: períodos de sustitución de cada uno de las magistradas y los magistrados suplentes, con indicación de las prórrogas, el nombre de la magistrada o el magistrado titular a quien suple en cada período, o bien la razón de la suplencia y los motivos por los que no ha aceptado determinada propuesta de nombramiento o de las fechas en las que han concurrido a votación. Las Magistradas y los Magistrados Suplentes que litiguen, tienen prohibido hacer ostentación de su cargo público en el ejercicio liberal de su profesión o ante cualquier despacho judicial.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 18. Regalos y otros beneficios.

		Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, así como su reglamento, las personas servidoras judiciales no deberán solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo, con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones. Se excepciona, el supuesto previsto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

		A partir de este artículo en el documento oficial se estaría cambiando la numeración de artículos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, así como su reglamento, las personas integrantes servidoras judiciales no deberán solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo, con motivo u ocasión del desempeño de sus cargos funciones. Se excepciona, el supuesto previsto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.



		Artículo 19. Obsequios dirigidos a familiares.

		Las personas servidoras del Poder Judicial deberán adoptar las medidas que, razonablemente, sean necesarias para garantizar que las personas aludidas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, no reciba ningún regalo o beneficio, entregado con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones, cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.

		Las personas integrantes servidoras del Poder Judicial deberán adoptar las medidas que, razonablemente, sean necesarias para garantizar que las personas aludidas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, no reciba ningún regalo o beneficio, entregado con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones, cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.



		Artículo 20. Colaboraciones para viajes y pago de estudios.

		Ninguna persona servidora judicial, aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo, podrá solicitar o recibir de personas físicas o jurídicas, directa o indirectamente, colaboraciones para viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos, para su propio beneficio o de una de las personas indicadas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, Se exceptúan de lo anterior las becas universitarias, capacitaciones, seminarios, congresos, encuentros o cualesquiera asuntos que sean de interés institucional en los términos señalados en el artículo anterior.

		Ninguna persona integrante servidora judicial, aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo, podrá solicitar o recibir de personas físicas o jurídicas, directa o indirectamente, colaboraciones para viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos, para su propio beneficio o de una de las personas indicadas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, Se exceptúan de lo anterior las becas universitarias, capacitaciones, seminarios, congresos, encuentros o cualesquiera asuntos que sean de interés institucional en los términos señalados en el artículo anterior.



		Artículo 21. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.

		Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 


Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.


La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.


Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.

		Toda persona integrante Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 


Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.


La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.


Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.



		Artículo 22. Pago por discursos, conferencias o actividades similares.

		Las personas servidoras judiciales no podrán aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en discursos, conferencias, o actividades similares, cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de sus funciones o del cargo que desempeñan. Quedan exceptuadas las actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa del Consejo Superior o Corte Plena, según corresponda.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no podrán aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en discursos, conferencias, o actividades similares, cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de sus funciones o del cargo que desempeñan dentro del régimen. Quedan exceptuadas las actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa de la JUNAFO l Consejo Superior o Corte Plena, según corresponda.



		Artículo 23. Regalos del personal a cargo.

		Las jefas y jefes judiciales no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo, fuera del convencionalismo social, que puedan dar motivo razonable a que un observador dude de su imparcialidad en el ejercicio de las funciones de supervisión y disciplina que les corresponden respecto a estos.

		Las personas integrantes jefas y jefes judiciales no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo, fuera del convencionalismo social, que puedan dar motivo razonable a que un observador dude de su imparcialidad en el ejercicio de las funciones de supervisión y disciplina que les corresponden respecto a estos. 



		Artículo 24. Prohibición de realizar actividades privadas incompatibles.

		Las personas servidoras judiciales no deberán ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en la función pública.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en el desempeño de sus cargos la función pública.



		Artículo 25. Prestación de servicios a terceros.

		Ninguna persona servidora del Poder Judicial deberá patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en su oficina, sea respecto a estos o cualquier otro tipo de asunto, lo cual incluye oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares, con las excepciones de la ley para actividades académicas u oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa del Consejo Superior

		Ninguna persona integrante servidora del Poder Judicial deberá patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en la JUNAFO en su oficina, sea respecto a estos o cualquier otro tipo de asunto, lo cual incluye oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares, con las excepciones de la ley para actividades académicas u oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa de la JUNAFO l Consejo Superior.



		Artículo 26. Solicitud de colaboración para la JUNAFO institución.

		Las personas servidoras judiciales no deberán solicitar servicios o recursos especiales para la institución, cuando dicha aportación comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán solicitar servicios o recursos especiales para este régimen la institución, cuando dicha aportación comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.



		Artículo 27. Aprovechamiento indebido del cargo, prestigio, influencia y otros elementos asociados.

		Queda prohibido a todo el personal del Poder Judicial en el ejercicio del cargo:


a) Utilizar el poder oficial, el prestigio o la influencia que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o cualquier otro beneficio personal a su favor, de sus familiares, amistades o cualquier otra persona; medie o no remuneración.


b) Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta la institución, en beneficio propio, de familiares o amigos, sea directa o indirectamente.


c) Hacer uso del título oficial, los distintivos, la papelería o la influencia de la oficina pública para asuntos de carácter privado.


d) Poner a su servicio el personal a su cargo, en beneficio propio, de familiares o amigos.

		Queda prohibido a toda persona integrante o el personal del Poder Judicial en el ejercicio del cargo:


a) Utilizar el poder oficial, el prestigio o la influencia que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o cualquier otro beneficio personal a su favor, de sus familiares, amistades o cualquier otra persona; medie o no remuneración.


b) Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta el régimen la institución, en beneficio propio, de familiares o amigos, sea directa o indirectamente.


c) Hacer uso del título oficial, los distintivos, la papelería o la influencia de la oficina pública para asuntos de carácter privado.


d) Poner a su servicio el personal a su cargo, en beneficio propio, de familiares o amigos.



		Artículo 28. Nexo con las partes.

		Las personas servidoras judiciales no podrán tramitar ni conocer asuntos en que alguna de las partes sea su acreedor, deudor, fiador o fiado, empleado o patrono, salvo que el nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea irrelevante para demeritar la objetividad del funcionario.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no podrán tramitar ni conocer asuntos en que alguna de las partes sea su acreedor, deudor, fiador o fiado, empleado o patrono, salvo que el nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona integrante l funcionario.



		Artículo 29. Uso de los bienes, materiales y útiles de la oficina.

		Las personas servidoras judiciales no deberán utilizar las instalaciones físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes públicos a que tengan acceso, para propósitos ajenos al fin para el que están destinados, cuando sea contrario a la normativa institucional.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán utilizar las instalaciones físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes públicos a que tengan acceso, para propósitos ajenos al fin para el que están destinados, cuando sea contrario a la normativa institucional o la dictada por la JUNAFO.



		Artículo 30. Emisión de cartas de recomendación.

		Las personas servidoras judiciales no deberán aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios. 


Lo anterior excluye las solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico, emitidas en ese carácter.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios. 


Lo anterior excluye las solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico, emitidas en ese carácter. 



		Artículo 31. Aceptación de trato preferente.

		Las personas que laboran para el Poder Judicial no deberán aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas. Asimismo, deberán someterse a las mismas condiciones o exigencias previstas para el resto de las personas en las operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos que realicen.

		Las personas que integran la JUNAFO y/o los órganos técnicos laboran para el Poder Judicial no deberán aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas. Asimismo, deberán someterse a las mismas condiciones o exigencias previstas para el resto de las personas en las operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos que realicen.



		Artículo 32. Información confidencial.

		Las personas servidoras judiciales no deberán participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financieras, aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financieras, aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.



		Artículo 33. Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas

		Ninguna persona servidora judicial podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones, manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales.


Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.


En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.

		Ninguna persona integrante servidoras judiciales podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones, manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales o municipales.

Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.


En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.



		Artículo 34. Prohibición de lobby para acceder a cargos.

		Las personas servidoras del Poder Judicial tienen prohibido hacer lobby político, recomendar, promover o censurar a terceros ante la Asamblea legislativa, directa o indirectamente, para la designación de magistradas y magistrados propietarios y suplentes.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 35. Manifestación de interés u opinión sobre asuntos de su conocimiento.

		Las personas servidoras judiciales no deberán interesarse indebidamente y de cualquier modo en asuntos pendientes ante los tribunales, ni expresar públicamente o insinuar privadamente su opinión respecto de los asuntos, que en razón de su cargo conocen, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet.

		Las personas integrantes servidoras judiciales no deberán interesarse indebidamente y de cualquier modo en asuntos pendientes ante los tribunales, ni expresar públicamente o insinuar privadamente su opinión respecto de los asuntos, que en razón de su cargo conocen, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet. 



		Artículo 36. Regulación de audiencias

		En el ejercicio del derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad, toda persona tiene derecho a solicitar audiencia y a ser escuchado por la persona integrante de un órgano al que le corresponda designar en un concurso público. 


No se podrá hacer ningún tipo de discriminación injustificada entre quienes soliciten audiencia, la que deberá concretarse a la presentación de atestados y a dar a conocer las capacidades e interés en el concurso, todo ello con el fin de que se pueda adoptar una decisión informada.


La reunión se realizará en el despacho de la persona funcionaria decisora y se dejará constancia del motivo de la visita en la agenda de cada despacho.


Ningún jerarca institucional podrá negar injustificadamente una audiencia, cuando el tema por tratar esté relacionado con el gobierno judicial o sea de alto interés público

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 37. Trato a las partes.

		Las autoridades jurisdiccionales deben tratar por igual a las partes del proceso, sin incurrir en actos que reflejen algún tipo de favoritismo por una de ellas. La judicatura debe percibirse ante la imagen pública en todo momento independiente e imparcial.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 38.- Atención a las partes en un proceso judicial.

		En el ejercicio del derecho de tutela judicial efectiva las partes y terceros interesados o los profesionales que lo requieran, tendrán derecho en condiciones de igualdad, a ser atendidas con respeto y dignidad y a ser escuchadas personalmente por los juzgadores o los jefes administrativos correspondientes, la cual se podrá denegar, siempre y cuando se justifique a la persona que podrá afectarse la eficacia y eficiencia en la prestación del servicio público.


No se podrá hacer ningún tipo de discriminación injustificada entre quienes soliciten audiencia, cuyo trámite debe ser sencillo de preferencia oral o por vía electrónica. De presentarse alguna incidencia que la persona funcionaria estime relevante suscribirá, a la brevedad posible, una constancia sucinta de lo acontecido, en un registro que al efecto llevará el despacho.


Cuando las circunstancias lo aconsejen, la audiencia podrá otorgarse en la recepción del despacho o ante otro funcionario debidamente autorizado. 


Queda prohibido a quienes administran justicia adelantar criterio sobre el fondo de un asunto bajo su conocimiento.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 39. Procesos pendientes de resolución

		A las personas servidoras judiciales les está prohibido comentar, por cualquier medio (incluyendo las redes sociales y el Internet), proyectos de resolución de sentencia, resoluciones que no estén firmes, y cualesquiera actuaciones jurisdiccionales o judiciales por efectuarse, con agentes políticos, las partes, medios de comunicación ni ninguna persona que no sea una persona servidora judicial ligada a la tramitación del expediente correspondiente.  Quedan a salvo las actuaciones jurisdiccionales o judiciales, cuyo diligenciamiento deba ser coordinado con las partes o autoridades correspondientes.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 40. Intervención indebida de ex servidoras y ex servidores del Poder Judicial en asuntos de conocimiento institucional.

		Las personas servidoras del Poder Judicial deberán rechazar cualquier intervención indebida de ex servidoras y ex servidores judiciales dirigida a presentar la defensa de sus propios intereses o de terceras personas que representen en asuntos de conocimiento del Poder Judicial, o que pretendan influir, directa o indirectamente, de manera contraria a la ética y a las regulaciones pertinentes, entre ellas las del Colegio de Abogadas y Abogados, en la decisión de estos, como garantía de imparcialidad y de igualdad en el tratamiento de las y los interesados. Las personas servidoras del Poder Judicial deberán reportar ante el Colegio de Abogadas y Abogados cuando haya elementos suficientes para sospechar la violación a alguna norma que regule el recto y ético ejercicio liberal de la profesión de abogada o abogado.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 41. Criterios a considerar.

		La infracción a las normas y prohibiciones establecidas en el capítulo anterior acarrea responsabilidad según la gravedad de la falta, de conformidad con lo establecido en Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes conexas. Al valorar la conducta y establecer la sanción respectiva se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:


a) La efectiva lesión al interés público y cuando lo hubiere, la magnitud del daño económico.


b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento de la persona autora de la infracción o de terceras personas, así como el empeño puesto en procurarlos.


c) El impacto negativo en el servicio público.


d) La reincidencia en alguna de las faltas establecidas de acuerdo con los contenidos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y supletoriamente en las leyes conexas.


e) El rango y las funciones de todas las personas que laboran para el Poder Judicial, se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será el reproche legal, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.

		La infracción a las normas y prohibiciones establecidas en el capítulo anterior acarrea responsabilidad según la gravedad de la falta, de conformidad con lo establecido en Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes conexas. Al valorar la conducta y establecer la sanción respectiva se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:


a) La efectiva lesión al interés público y cuando lo hubiere, la magnitud del daño económico.


b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento de la persona autora de la infracción o de terceras personas, así como el empeño puesto en procurarlos.


c) El impacto negativo en el servicio público.


d) La reincidencia en alguna de las faltas establecidas de acuerdo con los contenidos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y supletoriamente en las leyes conexas.


e) El rango y las funciones de todas las personas integrantes que laboran para el Poder Judicial, se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será el reproche legal, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.



		Artículo 42. Violación al deber de probidad

		Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso, constituirá justa causa para la aplicación del régimen disciplinario, según la calificación de la falta.

		Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso, constituirá justa causa para la aplicación del régimen disciplinario que al efecto determine la JUNAFO, según la calificación de la falta.



		Artículo 43. Divulgación y sensibilización.

		La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:


a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.


b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Asimismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional. 


Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia.


Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.

		El Órgano Máximo de Dirección La institución tiene la responsabilidad el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido podrá coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores del Poder Judicial y a la Función de Cumplimento de la JUNAFO a través de las siguientes instancias:

a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.


b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Asimismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional. 


Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia.


Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.



		Artículo 44. Consulta e interpretación y aplicación.

		Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia, sin perjuicio de las competencias de la Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.

		Le corresponde a la JUNAFO Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia, sin perjuicio de las competencias de la Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.



		Artículo 45. Carácter complementario.

		Esta normativa es complementaria de las leyes que regulan la probidad, la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública y del marco legal institucional. Todas las personas que laboran para el Poder Judicial, además de lo regulado en estas normas, están obligadas a cumplir con la Ley Orgánica del Poder Judicial, las leyes conexas, la normativa vigente en el tema incluyendo la Directriz D-2-2004-CO “Directrices Generales sobre Principios y Enunciados Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en General.

		Se propone la eliminación total.



		Artículo 46. Deber de seguimiento por parte del Órgano Máximo de Dirección de los órganos competentes

		Será responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 


La Auditoría Interna deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.

		Será responsabilidad de la JUNAFO como Órgano Máximo de Dirección del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 


La Auditoría Interna de la JUNAFO deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.



		Artículo 47. Vigencia

		Este reglamento entrará en vigor nueve meses después de su publicación en el Boletín Judicial”.

		Este reglamento entrará en vigor nueve meses después de su publicación en el Boletín Judicial.
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“REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS DE LAS PERSONAS QUE INTEGRAN LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (LA JUNAFO), SUS COMITÉS TÉCNICOS Y TERCEROS CONTRATADOS”

Preámbulo

1. El Reglamento de Gobierno Corporativo, Acuerdo CONASSIF 4-16 en el artículo 23 establece que el Órgano de Dirección es el responsable de aprobar una política para gestionar los conflictos de interés.

2. Que la Ley contra de la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función pública, Ley No. 8422 de 6 de octubre de 2004, establece imperativos sustanciales de orden ético y legal que imponen deberes de conducta acordes con principios elementales de objetividad, imparcialidad, neutralidad política partidista, eficacia, transparencia, resguardo de la hacienda pública, respeto al bloque de legalidad y sometimiento a los órganos de control, entre otros.

3. Que el artículo 3 de la Ley No. 8422 establece el deber de probidad aplicable a toda persona funcionaria pública, el cual obliga a cumplir las funciones que le confiere la ley con rectitud, buena fe y estricto apego a la legalidad, asegurando que las decisiones que se adopten en cumplimiento de las atribuciones públicas se ajusten a la imparcialidad y se orienten a la satisfacción del interés general. 

4. Que el artículo 13, inciso a) de la Ley General de Control Interno, Ley No 8292 del 04 de setiembre de 2002, establece como deber de las y los jerarcas y titulares subordinados, tomar acciones para promover la integridad y el cumplimiento de los valores éticos de la función pública a nivel institucional.

5. Que la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), recomienda la adopción de medidas para la prevención, identificación y manejo adecuado de los conflictos de interés, en el documento “Guidelines for Managing Conflict of Interest in the Public Service”.

6. En consecuencia, además de los deberes y responsabilidades establecidos en la citada normativa, las personas que integran la JUNAFO y los Comités Técnicos deberán cumplir con la siguiente normativa:









Capítulo I. Aspectos generales

Artículo 1. Objetivo. 

Este Reglamento busca dotar a las personas integrantes de la JUNAFO, sus Comités Técnicos y terceros contratados de una normativa que oriente y regule la prevención, la identificación y la debida gestión de los conflictos de interés de acuerdo con el Reglamento de Gobierno Corporativo, Acuerdo CONASSIF 4-16, específicamente en el artículo 23 y contribuya al aseguramiento de la imparcialidad y la probidad en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas integrantes del Órgano Máximo de Dirección, sus Comités Técnicos y terceros contratados y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les sea aplicable de acuerdo con sus competencias y responsabilidades.

Artículo 3. Definición de conflicto de interés.

Para efectos de este Reglamento, se considera que un conflicto de interés es aquel que involucra un conflicto entre el deber y los intereses privados de una persona, en el que esta tiene un interés privado con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de sus deberes y responsabilidades oficiales.

Artículo 4. Tipos de intereses privados relevantes.

Los intereses privados con capacidad de generar conflictos de interés pueden ser de distinta índole: financieros o pecuniarios (negocios, deudas, expectativas de trabajos, entre otros), derivados de relaciones familiares (círculo familiar cercano en los términos estipulados en este reglamento), afectivos (amistad íntima, enemistad manifiesta, noviazgo, relaciones de pareja públicas o clandestinas, entre otros), organizaciones comunales, religiosas o de las afiliaciones con o sin fines de lucro, empresariales, políticas, sindicales o profesionales, entre otros. 

La sola presencia de uno de los intereses privados anteriormente indicados, no determina una falta, sino únicamente cuando concurren las circunstancias apuntadas por el artículo 3.



Artículo 5. Manejo adecuado de los conflictos de interés.

Los conflictos de interés deben ser manejados de manera adecuada, oportuna y efectiva, a través de medidas tendientes a su prevención, detección y solución, lo que incluye la sanción de las conductas contrarias a la regulación de los conflictos de interés, por el riesgo que implican para la buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función, y la grave amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales.

Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés. 

Las personas encargadas de la gestión de los conflictos de interés en La JUNAFO, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios: 

-Servir al interés general: debe asegurarse que la función sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.

-Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas de los actores citados en el artículo 2 de este reglamento que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.

-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.

-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.

-Protección de la confianza y credibilidad de la función propia de este régimen de pensiones: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas involucradas y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), con apego a la ley.

Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.

Las personas declaradas en el artículo 2 de este reglamento son las principales responsables de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a su cargo, la confianza y credibilidad del FJPPJ. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del FJPPJ.

Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.

Las personas están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa.

Las situaciones sobrevinientes de parentescos por afinidad o consanguinidad hasta tercer grado, ofrecimiento o entrega de regalos o ventajas de cualquier naturaleza, nuevas o actividades privadas de la persona, relaciones personales afectivas o de negocios, entre otras, que sean potencialmente generadoras de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, deberán ser informadas de forma inmediata, para permitir su manejo adecuado.

En el caso de las personas integrantes de la JUNAFO deberán efectuar la comunicación a la persona que ocupe el cargo de Presidencia de la JUNAFO 

En el caso de las personas integrantes de los Comités Técnicos, deberán comunicarlo a quien lo preside.

El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda.

Artículo 9. Deber de abstención. 

Además de las causales reguladas en la ley, todas las personas que integran la JUNAFO y sus Comités Técnicos deberán abstenerse de asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma (incluyendo el uso de redes sociales o Internet), participar en la discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como persona integrante de un órgano colegiado, cuando se encuentren bajo los siguientes supuestos:

1. Tengan un interés directo. 

2. En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, madrastras, padrastros, hijastras, hijastros, o persona con quien tenga hijas o hijos. 

3. Sean asuntos de interés directo de personas jurídicas o empresas con las cuales la persona o sus parientes, en los términos descritos en el inciso anterior, tengan o hayan tenido, en los últimos doce meses, participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen, o sean o hayan sido apoderadas, apoderados o integrantes de algún órgano social.

No hay causal cuando el nexo con la persona jurídica sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona involucrada.

4. Ser o haber sido tutora, tutor, curadora, curador, apoderada, apoderado, representante, administradora o administrador de alguna de las personas interesadas directas en el asunto, o lo haya sido el cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada.

5. Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas interesadas en el asunto, o la tenga, su cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada.

6. En asuntos en que alguna de las personas interesadas directas, sea o haya sido, en los doce meses anteriores, socia, socio, jefa, jefe, compañera o compañero de trabajo de la persona involucrada.

7. Cuando alguna de las personas interesadas en la respectiva gestión, sea acreedora, acreedor, deudora, deudor, fiadora, fiador por más de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1)” de la relación de puestos del Poder Judicial, de la persona que deba tramitar o resolver el asunto, o de su cónyuge y demás parientes mencionados en el inciso 2, de este artículo. 

No aplica esta causal, si el vínculo de crédito o fianza fuere con el Estado, o cualquier institución pública. 

8. En asuntos en que, antes de integrar LA JUNAFO o sus Comités Técnicos , la persona hubiera intervenido, sea a favor o en contra, de las personas interesadas directas del asunto.

9. Cuando a la persona se le hubiere impuesto alguna sanción en virtud de una queja interpuesta en el mismo proceso o con anterioridad, por alguna de las personas interesadas directas del asunto o su representante. 

10. En asuntos de interés de una persona que sea o haya sido parte contraria en un proceso jurisdiccional o administrativo, de la persona integrante o de alguno de los parientes mencionados en el inciso 2. de este artículo, en los dos años precedentes a la iniciación del trámite. 

11. La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad

Todas las personas con motivo de abstención y que esto les conste, deberán excusarse de intervenir en el asunto respecto del cual lo tengan. 

En los demás casos, se presentará el motivo de abstención por escrito ante la presidencia del órgano colegiado, en la que de manera concreta se expresará el hecho o los hechos en que se funda y la causal que la autoriza, para cuyos efectos se ofrecerán o aportarán en el mismo acto las pruebas correspondientes. La presidencia deberá resolver la gestión planteada en el plazo máximo de tres días hábiles.

Artículo 10. Deber de denunciar. 

Todas las personas que integren la JUNAFO, los Comités Técnicos y los terceros contratados deberán estar atentos y denunciar, ante la presidencia o ante la autoridad competente, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a otras personas, en el sentido regulado en este reglamento.

Artículo 11. Obligaciones de la presidencia de cada órgano colegiado

La presidencia de cada órgano colegiado tiene un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas integrantes de los órganos y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a las personas integrantes, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.

b) Al menos una vez al año enviar a las personas integrantes de cada órgano un recordatorio para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión del régimen que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.

c) Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a las personas integrantes en el desempeño de sus funciones.

d) Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés de las personas integrantes, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación del régimen, y a la imagen y credibilidad del FJPPJ.

e) Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación de las personas integrantes de cada órgano.

Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.

Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverla con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos relacionados con el FJPPJ o la JUNAFO, la confianza y credibilidad del régimen, y prevenir conductas de corrupción de las personas integrantes de cada órgano.

Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas de las personas integrantes de cada órgano.

Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:

a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.

b) Renuncia de la persona integrante al interés privado.

c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona integrante conforme al debido proceso.

e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.

Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de selección de personal.

Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en la JUNAFO y su brazo administrativo, y valorar su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés.

Artículo 14. Incompatibilidades para la contratación administrativa. 

Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en el artículo 27 de la Ley General de Contratación Pública N.°9986. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona integrante del órgano deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.

Artículo 15. Ejemplo de las personas integrantes de los órganos.

Las personas integrantes de los órganos, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la del régimen. 

Artículo 16. Declaración sobre parentescos.

Todas las personas aspirantes a puestos en los órganos de la JUNAFO estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO según corresponda, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con personas relacionadas al régimen, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina de la persona con la que tiene relación.

Todas las personas, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.

El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento dentro del Órgano Máximo de Dirección y sus Comités Técnicos.

Artículo 17. Regalos y otros beneficios.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, así como su reglamento, las personas integrantes no deberán solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo, con motivo u ocasión del desempeño de sus cargos. Se excepciona, el supuesto previsto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

Artículo 18. Obsequios dirigidos a familiares.

Las personas integrantes deberán adoptar las medidas que, razonablemente, sean necesarias para garantizar que las personas aludidas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, no reciba ningún regalo o beneficio, entregado con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones, cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.

Artículo 19. Colaboraciones para viajes y pago de estudios.

Ninguna persona integrante, aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo, podrá solicitar o recibir de personas físicas o jurídicas, directa o indirectamente, colaboraciones para viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos, para su propio beneficio o de una de las personas indicadas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, Se exceptúan de lo anterior las becas universitarias, capacitaciones, seminarios, congresos, encuentros o cualesquiera asuntos que sean de interés institucional en los términos señalados en el artículo anterior.

Artículo 20. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.

Toda persona integrante con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 

Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.

Artículo 21. Pago por discursos, conferencias o actividades similares. 

Las personas integrantes no podrán aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en discursos, conferencias, o actividades similares, cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de sus funciones o del cargo que desempeñan dentro del régimen. Quedan exceptuadas las actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa de la JUNAFO.

Artículo 22. Regalos del personal a cargo.

Las personas integrantes no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo, fuera del convencionalismo social, que puedan dar motivo razonable a que un observador dude de su imparcialidad en el ejercicio de las funciones de supervisión y disciplina que les corresponden respecto a estos. 

Artículo 23. Prohibición de realizar actividades privadas incompatibles.

Las personas integrantes no deberán ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en el desempeño de sus cargos.



Artículo 24. Prestación de servicios a terceros. 

Ninguna persona integrante deberá patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en la JUNAFO, sea respecto a estos o cualquier otro tipo de asunto, lo cual incluye oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares, con las excepciones de la ley para actividades académicas u oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa de la JUNAFO.

Artículo 25. Solicitud de colaboración para la JUNAFO.

Las personas integrantes no deberán solicitar servicios o recursos especiales para este régimen, cuando dicha aportación comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.

Artículo 26. Aprovechamiento indebido del cargo, prestigio, influencia y otros elementos asociados.

Queda prohibido a toda persona integrante en el ejercicio del cargo:

a) Utilizar el poder oficial, el prestigio o la influencia que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o cualquier otro beneficio personal a su favor, de sus familiares, amistades o cualquier otra persona; medie o no remuneración.

b) Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta el régimen, en beneficio propio, de familiares o amigos, sea directa o indirectamente.

c) Hacer uso del título oficial, los distintivos, la papelería o la influencia de la oficina pública para asuntos de carácter privado.

d) Poner a su servicio el personal a su cargo, en beneficio propio, de familiares o amigos.

Artículo 27. Nexo con las partes.

Las personas integrantes no podrán tramitar ni conocer asuntos en que alguna de las partes sea su acreedor, deudor, fiador o fiado, empleado o patrono, salvo que el nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona integrante.

Artículo 28. Uso de los bienes, materiales y útiles de la oficina.

Las personas integrantes no deberán utilizar las instalaciones físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes públicos a que tengan acceso, para propósitos ajenos al fin para el que están destinados, cuando sea contrario a la normativa institucional o la dictada por la JUNAFO.

Artículo 29. Emisión de cartas de recomendación. 

Las personas integrantes no deberán aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios. 

Lo anterior excluye las solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico, emitidas en ese carácter. 

Artículo 30. Aceptación de trato preferente. 

Las personas que integran la JUNAFO y/o los órganos técnicos no deberán aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas.

Artículo 31. Información confidencial.

Las personas integrantes no deberán participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financieras, aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.

Artículo 32. Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas

Ninguna persona integrante podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones, manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales o municipales.

Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.

En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.

Artículo 33. Manifestación de interés u opinión sobre asuntos de su conocimiento.

Las personas integrantes no deberán interesarse indebidamente y de cualquier modo en asuntos pendientes ante los tribunales, ni expresar públicamente o insinuar privadamente su opinión respecto de los asuntos, que en razón de su cargo conocen, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet. 

Artículo 34. Criterios a considerar.

La infracción a las normas y prohibiciones establecidas en el capítulo anterior acarrea responsabilidad según la gravedad de la falta, de conformidad con lo establecido en Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes conexas. Al valorar la conducta y establecer la sanción respectiva se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:

a)	La efectiva lesión al interés público y cuando lo hubiere, la magnitud del daño económico.

b)	El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento de la persona autora de la infracción o de terceras personas, así como el empeño puesto en procurarlos.

c)	El impacto negativo en el servicio público.

d)	La reincidencia en alguna de las faltas establecidas de acuerdo con los contenidos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y supletoriamente en las leyes conexas.

e)	El rango y las funciones de todas las personas integrantes, se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será el reproche legal, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.

Artículo 35. Violación al deber de probidad.

Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso, constituirá justa causa para la aplicación del régimen disciplinario que al efecto determine la JUNAFO, según la calificación de la falta.

Artículo 36. Divulgación y sensibilización. 

El Órgano Máximo de Dirección tiene la responsabilidad de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido podrá coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores del Poder Judicial y a la Función de Cumplimento de la JUNAFO.

Artículo 37. Consulta e interpretación y aplicación.

Le corresponde a la JUNAFO, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.

Artículo 38. Deber de seguimiento por parte del Órgano Máximo de Dirección.

Será responsabilidad de la JUNAFO como Órgano Máximo de Dirección, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 

La Auditoría Interna de la JUNAFO deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.

Artículo 39. Vigencia

Este reglamento entrará en vigor después de su publicación en el Boletín Judicial.
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“REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS DE LAS PERSONAS QUE INTEGRAN LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (LA JUNAFO), SUS COMITÉS TÉCNICOS Y TERCEROS CONTRATADOS”

Preámbulo

1. El Reglamento de Gobierno Corporativo, Acuerdo CONASSIF 4-16 en el artículo 23 establece que el Órgano de Dirección es el responsable de aprobar una política para gestionar los conflictos de interés.

2. Que la Ley contra de la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función pública, Ley No. 8422 de 6 de octubre de 2004, establece imperativos sustanciales de orden ético y legal que imponen deberes de conducta acordes con principios elementales de objetividad, imparcialidad, neutralidad política partidista, eficacia, transparencia, resguardo de la hacienda pública, respeto al bloque de legalidad y sometimiento a los órganos de control, entre otros.

3. Que el artículo 3 de la Ley No. 8422 establece el deber de probidad aplicable a toda persona funcionaria pública, el cual obliga a cumplir las funciones que le confiere la ley con rectitud, buena fe y estricto apego a la legalidad, asegurando que las decisiones que se adopten en cumplimiento de las atribuciones públicas se ajusten a la imparcialidad y se orienten a la satisfacción del interés general. 

4. Que el artículo 13, inciso a) de la Ley General de Control Interno, Ley No 8292 del 04 de setiembre de 2002, establece como deber de las y los jerarcas y titulares subordinados, tomar acciones para promover la integridad y el cumplimiento de los valores éticos de la función pública a nivel institucional.

5. Que la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), recomienda la adopción de medidas para la prevención, identificación y manejo adecuado de los conflictos de interés, en el documento “Guidelines for Managing Conflict of Interest in the Public Service”.

6. En consecuencia, además de los deberes y responsabilidades establecidos en la citada normativa, las personas que integran la JUNAFO y los Comités Técnicos deberán cumplir con la siguiente normativa:









Capítulo I. Aspectos generales

Artículo 1. Objetivo. 

Este Reglamento busca dotar a las personas integrantes de la JUNAFO, sus Comités Técnicos y terceros contratados de una normativa que oriente y regule la prevención, la identificación y la debida gestión de los conflictos de interés de acuerdo con el Reglamento de Gobierno Corporativo, Acuerdo CONASSIF 4-16, específicamente en el artículo 23 y contribuya al aseguramiento de la imparcialidad y la probidad en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas integrantes del Órgano Máximo de Dirección, sus Comités Técnicos y terceros contratados y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les sea aplicable de acuerdo con sus competencias y responsabilidades.

Artículo 3. Definición de conflicto de interés.

Para efectos de este Reglamento, se considera que un conflicto de interés es aquel que involucra un conflicto entre el deber y los intereses privados de una persona, en el que esta tiene un interés privado con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de sus deberes y responsabilidades oficiales.

Artículo 4. Tipos de intereses privados relevantes.

Los intereses privados con capacidad de generar conflictos de interés pueden ser de distinta índole: financieros o pecuniarios (negocios, deudas, expectativas de trabajos, entre otros), derivados de relaciones familiares (círculo familiar cercano en los términos estipulados en este reglamento), afectivos (amistad íntima, enemistad manifiesta, noviazgo, relaciones de pareja públicas o clandestinas, entre otros), organizaciones comunales, religiosas o de las afiliaciones con o sin fines de lucro, empresariales, políticas, sindicales o profesionales, entre otros. 

La sola presencia de uno de los intereses privados anteriormente indicados, no determina una falta, sino únicamente cuando concurren las circunstancias apuntadas por el artículo 3.



Artículo 5. Manejo adecuado de los conflictos de interés.

Los conflictos de interés deben ser manejados de manera adecuada, oportuna y efectiva, a través de medidas tendientes a su prevención, detección y solución, lo que incluye la sanción de las conductas contrarias a la regulación de los conflictos de interés, por el riesgo que implican para la buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función, y la grave amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales.

Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés. 

Las personas encargadas de la gestión de los conflictos de interés en La JUNAFO, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios: 

-Servir al interés general: debe asegurarse que la función sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.

-Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas de los actores citados en el artículo 2 de este reglamento que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.

-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.

-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.

-Protección de la confianza y credibilidad de la función propia de este régimen de pensiones: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas involucradas y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), con apego a la ley.

Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.

Las personas declaradas en el artículo 2 de este reglamento son las principales responsables de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a su cargo, la confianza y credibilidad del FJPPJ. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del FJPPJ.

Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.

Las personas están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa.

Las situaciones sobrevinientes de parentescos por afinidad o consanguinidad hasta tercer grado, ofrecimiento o entrega de regalos o ventajas de cualquier naturaleza, nuevas o actividades privadas de la persona, relaciones personales afectivas o de negocios, entre otras, que sean potencialmente generadoras de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, deberán ser informadas de forma inmediata, para permitir su manejo adecuado.

En el caso de las personas integrantes de la JUNAFO deberán efectuar la comunicación a la persona que ocupe el cargo de Presidencia de la JUNAFO 

En el caso de las personas integrantes de los Comités Técnicos, deberán comunicarlo a quien lo preside.

El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda.

Artículo 9. Deber de abstención. 

Además de las causales reguladas en la ley, todas las personas que integran la JUNAFO y sus Comités Técnicos deberán abstenerse de asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma (incluyendo el uso de redes sociales o Internet), participar en la discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como persona integrante de un órgano colegiado, cuando se encuentren bajo los siguientes supuestos:

1. Tengan un interés directo. 

2. En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, madrastras, padrastros, hijastras, hijastros, o persona con quien tenga hijas o hijos. 

3. Sean asuntos de interés directo de personas jurídicas o empresas con las cuales la persona o sus parientes, en los términos descritos en el inciso anterior, tengan o hayan tenido, en los últimos doce meses, participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen, o sean o hayan sido apoderadas, apoderados o integrantes de algún órgano social.

No hay causal cuando el nexo con la persona jurídica sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona involucrada.

4. Ser o haber sido tutora, tutor, curadora, curador, apoderada, apoderado, representante, administradora o administrador de alguna de las personas interesadas directas en el asunto, o lo haya sido el cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada.

5. Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas interesadas en el asunto, o la tenga, su cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona involucrada.

6. En asuntos en que alguna de las personas interesadas directas, sea o haya sido, en los doce meses anteriores, socia, socio, jefa, jefe, compañera o compañero de trabajo de la persona involucrada.

7. Cuando alguna de las personas interesadas en la respectiva gestión, sea acreedora, acreedor, deudora, deudor, fiadora, fiador por más de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1)” de la relación de puestos del Poder Judicial, de la persona que deba tramitar o resolver el asunto, o de su cónyuge y demás parientes mencionados en el inciso 2, de este artículo. 

No aplica esta causal, si el vínculo de crédito o fianza fuere con el Estado, o cualquier institución pública. 

8. En asuntos en que, antes de integrar LA JUNAFO o sus Comités Técnicos , la persona hubiera intervenido, sea a favor o en contra, de las personas interesadas directas del asunto.

9. Cuando a la persona se le hubiere impuesto alguna sanción en virtud de una queja interpuesta en el mismo proceso o con anterioridad, por alguna de las personas interesadas directas del asunto o su representante. 

10. En asuntos de interés de una persona que sea o haya sido parte contraria en un proceso jurisdiccional o administrativo, de la persona integrante o de alguno de los parientes mencionados en el inciso 2. de este artículo, en los dos años precedentes a la iniciación del trámite. 

11. La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad

Todas las personas con motivo de abstención y que esto les conste, deberán excusarse de intervenir en el asunto respecto del cual lo tengan. 

En los demás casos, se presentará el motivo de abstención por escrito ante la presidencia del órgano colegiado, en la que de manera concreta se expresará el hecho o los hechos en que se funda y la causal que la autoriza, para cuyos efectos se ofrecerán o aportarán en el mismo acto las pruebas correspondientes. La presidencia deberá resolver la gestión planteada en el plazo máximo de tres días hábiles.

Artículo 10. Deber de denunciar. 

Todas las personas que integren la JUNAFO, los Comités Técnicos y los terceros contratados deberán estar atentos y denunciar, ante la presidencia o ante la autoridad competente, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a otras personas, en el sentido regulado en este reglamento.

Artículo 11. Obligaciones de la presidencia de cada órgano colegiado

La presidencia de cada órgano colegiado tiene un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas integrantes de los órganos y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a las personas integrantes, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.

b) Al menos una vez al año enviar a las personas integrantes de cada órgano un recordatorio para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión del régimen que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.

c) Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a las personas integrantes en el desempeño de sus funciones.

d) Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés de las personas integrantes, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación del régimen, y a la imagen y credibilidad del FJPPJ.

e) Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación de las personas integrantes de cada órgano.

Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.

Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverla con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos relacionados con el FJPPJ o la JUNAFO, la confianza y credibilidad del régimen, y prevenir conductas de corrupción de las personas integrantes de cada órgano.

Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas de las personas integrantes de cada órgano.

Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:

a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.

b) Renuncia de la persona integrante al interés privado.

c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona integrante conforme al debido proceso.

e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.

Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de selección de personal.

Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en la JUNAFO y su brazo administrativo, y valorar su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés.

Artículo 14. Incompatibilidades para la contratación administrativa. 

Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en el artículo 27 de la Ley General de Contratación Pública N.°9986. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona integrante del órgano deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.

Artículo 15. Ejemplo de las personas integrantes de los órganos.

Las personas integrantes de los órganos, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la del régimen. 

Artículo 16. Declaración sobre parentescos.

Todas las personas aspirantes a puestos en los órganos de la JUNAFO estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO según corresponda, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con personas relacionadas al régimen, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina de la persona con la que tiene relación.

Todas las personas, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.

El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana o de la JUNAFO para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento dentro del Órgano Máximo de Dirección y sus Comités Técnicos.

Artículo 17. Regalos y otros beneficios.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, así como su reglamento, las personas integrantes no deberán solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo, con motivo u ocasión del desempeño de sus cargos. Se excepciona, el supuesto previsto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

Artículo 18. Obsequios dirigidos a familiares.

Las personas integrantes deberán adoptar las medidas que, razonablemente, sean necesarias para garantizar que las personas aludidas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, no reciba ningún regalo o beneficio, entregado con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones, cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.

Artículo 19. Colaboraciones para viajes y pago de estudios.

Ninguna persona integrante, aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo, podrá solicitar o recibir de personas físicas o jurídicas, directa o indirectamente, colaboraciones para viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos, para su propio beneficio o de una de las personas indicadas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, Se exceptúan de lo anterior las becas universitarias, capacitaciones, seminarios, congresos, encuentros o cualesquiera asuntos que sean de interés institucional en los términos señalados en el artículo anterior.

Artículo 20. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.

Toda persona integrante con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 

Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.

Artículo 21. Pago por discursos, conferencias o actividades similares. 

Las personas integrantes no podrán aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en discursos, conferencias, o actividades similares, cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de sus funciones o del cargo que desempeñan dentro del régimen. Quedan exceptuadas las actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa de la JUNAFO.

Artículo 22. Regalos del personal a cargo.

Las personas integrantes no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo, fuera del convencionalismo social, que puedan dar motivo razonable a que un observador dude de su imparcialidad en el ejercicio de las funciones de supervisión y disciplina que les corresponden respecto a estos. 

Artículo 23. Prohibición de realizar actividades privadas incompatibles.

Las personas integrantes no deberán ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en el desempeño de sus cargos.



Artículo 24. Prestación de servicios a terceros. 

Ninguna persona integrante deberá patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en la JUNAFO, sea respecto a estos o cualquier otro tipo de asunto, lo cual incluye oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares, con las excepciones de la ley para actividades académicas u oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa de la JUNAFO.

Artículo 25. Solicitud de colaboración para la JUNAFO.

Las personas integrantes no deberán solicitar servicios o recursos especiales para este régimen, cuando dicha aportación comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.

Artículo 26. Aprovechamiento indebido del cargo, prestigio, influencia y otros elementos asociados.

Queda prohibido a toda persona integrante en el ejercicio del cargo:

a) Utilizar el poder oficial, el prestigio o la influencia que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o cualquier otro beneficio personal a su favor, de sus familiares, amistades o cualquier otra persona; medie o no remuneración.

b) Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta el régimen, en beneficio propio, de familiares o amigos, sea directa o indirectamente.

c) Hacer uso del título oficial, los distintivos, la papelería o la influencia de la oficina pública para asuntos de carácter privado.

d) Poner a su servicio el personal a su cargo, en beneficio propio, de familiares o amigos.

Artículo 27. Nexo con las partes.

Las personas integrantes no podrán tramitar ni conocer asuntos en que alguna de las partes sea su acreedor, deudor, fiador o fiado, empleado o patrono, salvo que el nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona integrante.

Artículo 28. Uso de los bienes, materiales y útiles de la oficina.

Las personas integrantes no deberán utilizar las instalaciones físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes públicos a que tengan acceso, para propósitos ajenos al fin para el que están destinados, cuando sea contrario a la normativa institucional o la dictada por la JUNAFO.

Artículo 29. Emisión de cartas de recomendación. 

Las personas integrantes no deberán aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios. 

Lo anterior excluye las solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico, emitidas en ese carácter. 

Artículo 30. Aceptación de trato preferente. 

Las personas que integran la JUNAFO y/o los órganos técnicos no deberán aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas.

Artículo 31. Información confidencial.

Las personas integrantes no deberán participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financieras, aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.

Artículo 32. Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas

Ninguna persona integrante podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones, manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales o municipales.

Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.

En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.

Artículo 33. Manifestación de interés u opinión sobre asuntos de su conocimiento.

Las personas integrantes no deberán interesarse indebidamente y de cualquier modo en asuntos pendientes ante los tribunales, ni expresar públicamente o insinuar privadamente su opinión respecto de los asuntos, que en razón de su cargo conocen, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet. 

Artículo 34. Criterios a considerar.

La infracción a las normas y prohibiciones establecidas en el capítulo anterior acarrea responsabilidad según la gravedad de la falta, de conformidad con lo establecido en Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes conexas. Al valorar la conducta y establecer la sanción respectiva se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:

a)	La efectiva lesión al interés público y cuando lo hubiere, la magnitud del daño económico.

b)	El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento de la persona autora de la infracción o de terceras personas, así como el empeño puesto en procurarlos.

c)	El impacto negativo en el servicio público.

d)	La reincidencia en alguna de las faltas establecidas de acuerdo con los contenidos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y supletoriamente en las leyes conexas.

e)	El rango y las funciones de todas las personas integrantes, se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será el reproche legal, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.

Artículo 35. Violación al deber de probidad.

Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso, constituirá justa causa para la aplicación del régimen disciplinario que al efecto determine la JUNAFO, según la calificación de la falta.

Artículo 36. Divulgación y sensibilización. 

El Órgano Máximo de Dirección tiene la responsabilidad de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido podrá coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores del Poder Judicial y a la Función de Cumplimento de la JUNAFO.

Artículo 37. Consulta e interpretación y aplicación.

Le corresponde a la JUNAFO, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.

Artículo 38. Deber de seguimiento por parte del Órgano Máximo de Dirección.

Será responsabilidad de la JUNAFO como Órgano Máximo de Dirección, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 

La Auditoría Interna de la JUNAFO deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.

Artículo 39. Vigencia

Este reglamento entrará en vigor después de su publicación en el Boletín Judicial.
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1° de febrero del 2024

JD-6164/09





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:





La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 9 del acta de la sesión 6164-2024, celebrada el 25 de enero del 2024,



dispuso en firme: 



aprobar el Informe de Política Monetaria, enero 2024, de conformidad con lo establecido en el literal b, artículo 14, de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558.



Atentamente,

[image: ]

Celia Alpízar Paniagua

Secretaria General interina
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Convocatoria OISS.msg
RE: CONVOCATORIA COMISIÓN DIRECTIVA - OISS 

		From

		Oslean Mora Valdez

		To

		Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Cc

		Rodolfo Román Taylor; Direccion Junta Adm. Fondo de Jubilaciones y Pensiones; Ingrid Moya Aguilar; Angie Ampié Gutiérrez (Secretaría-JUNAFO)

		Recipients

		junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr; rroman@Poder-Judicial.go.cr; direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr; imoya@Poder-Judicial.go.cr; aampie@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días:



 



Este asunto debe llevarse a la sesión de JUNAFO y que decidan si delegan participación o rechazan la misma. Este tema es medio político, pero es de esperar que más gente del medio asista, JUPEMA, OPC y/o SUPEN.



 



En caso de ir Juan Carlos, debemos revisar tema presupuestario, viáticos, tiquetes, etc. si es posible, si pasa como capacitación o en que rubro y el eventual permiso ante el Consejo Superior para que pueda asistir. 



 



Si este año no se puede por temas presupuestarios, casi que si deberíamos meterlo en los otros años.



 



Saludos cordiales, 



 



 







 



De: Direccion Junta Adm. Fondo de Jubilaciones y Pensiones <direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 31 de enero de 2024 9:08
Para: Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr>; Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Rodolfo Román Taylor <rroman@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: CONVOCATORIA COMISIÓN DIRECTIVA - OISS 



 



Buenos días,



 



De la manera más atenta se remite CONVOCATORIA COMISIÓN DIRECTIVA - OISS, para su estimable conocimiento.



 



Quedo atenta a las indicaciones.



 



Saludos cordiales,  



 







 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 



 



 



 



De: Secretaría General OISS <sec.general@oiss.org> 
Enviado el: miércoles, 31 de enero de 2024 06:03
Para: Direccion Junta Adm. Fondo de Jubilaciones y Pensiones <direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr>; Rodolfo Román Taylor <rroman@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Francis Zúñiga González <fzuniga@oiss-cr.org>
Asunto: CONVOCATORIA COMISIÓN DIRECTIVA - OISS 



 



D. Juan Carlos Segura Solís
Presidente
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
COSTA RICA





 



De mi consideración:



 



Conforme a lo previsto en los artículos 12 a 15 de los Estatutos de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social, tengo el honor de dirigirme a usted, a fin de convocarle a la reunión de su Comisión Directiva que tendrá lugar en San Salvador (El Salvador), de acuerdo con la postulación de ese apreciado país y la aprobación por el Comité Permanente realizado en el mes de abril del pasado año en Asunción (Paraguay), el día 19 de marzo de presente año, a las 09:00 horas, con los auspicios de las autoridades de Seguridad Social de El Salvador.



 



En esta ocasión y conjuntamente con la reunión de la Comisión Directiva, los días 19 y 20 de marzo se desarrollará, con la colaboración del Instituto Salvadoreño del Seguro Social un Seminario Iberoamericano “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”.



 



Próximamente estaremos comunicando los detalles organizativos y logísticos de tales eventos.



 



Confiando en poder contar con su participación en esta convocatoria y a la espera de sus noticias al respecto, aprovecho la ocasión para reiterarle el testimonio de mi más distinguida consideración.



 



 



 



Gina Magnolia Riaño Barón



Secretaria General



Organización Iberoamericana de Seguridad Social







C / Velázquez, 105 - 1º



28006 MADRID (ESPAÑA)



Tel.: (+34) 91.561.1747 / 91.561.1955



Fax: (+34) 91.564.5633



E-mail: sec.general@oiss.org



Página Web: www.oiss.org



    



Tu papel importa. Piensa si es necesario imprimir este mail. El medio ambiente es cosa de todos.



Seu papel é importante. Pense se você precisa imprimir este e-mail. O ambiente é uma coisa de todos.



 



CONFIDENCIALIDAD: El contenido de esta comunicación, así como el de toda la documentación anexa, es confidencial y va dirigido únicamente al destinatario del mismo. En el supuesto de que usted no fuera el destinatario, le solicitamos que nos lo indique y no comunique su contenido a terceros, procediendo a su destrucción.



 



PRIVACIDAD: Sus datos formarán parte de los ficheros y tratamiento de Organización Iberoamericana de Seguridad Social sita en Calle de Velázquez, 105, 28006 Madrid, para poder mantener el contacto con usted, prestarle el servicio que nos ha solicitado y remitirle información sobre nuestra Organización a través de medios electrónicos. Sus datos serán conservados en nuestros ficheros durante todo el tiempo que sea necesario para cumplir con nuestras obligaciones y propósitos hasta cumplir con los requisitos legales. Una vez cumplidos nuestros propósitos y las obligaciones legales oportunas serán suprimidos por completo.



Podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación y oposición del tratamiento y portabilidad de los datos que le conciernen dirigiéndose mediante comunicación fehaciente y por escrito, acreditando su identidad, en el domicilio indicado (sec.general@oiss.org). Y en el caso de que considere, puede presentar una reclamación ante la Agencia Española de Protección de Datos.







 



CONFIDENCIALIDADE: O conteúdo desta comunicação, assim como o de toda a documentação anexa, é confidencial e destina-se apenas ao destinatário. Caso você não seja o destinatário, pedimos-lhe que você nos indique e não comunique seu conteúdo a terceiros, procedendo à sua destruição.



 



PRIVACIDADE: Seus dados farão parte dos arquivos e tratamento da Organização Iberoamericana de Seguridade Social localizada na Calle de Velázquez, 105, 28006 Madrid, a fim de manter contato com você, fornecer o serviço que você solicitou e enviar informações sobre a nossa Organização para através de meios eletrônicos. Seus dados serão mantidos em nossos arquivos pelo tempo necessário para cumprir nossas obrigações e propósitos até que cumpramos os requisitos legais. Uma vez que nossos propósitos e as obrigações legais apropriadas tenham sido cumpridas, eles serão completamente abolidas.



Você pode exercer seus direitos de acesso, retificação, supressão, limitação e oposição do tratamento e portabilidade dos dados que lhe interessam, comunicando-se por comunicação escrita e confiável, comprovando sua identidade, no endereço indicado (sec.general@oiss.org). E no caso de você considerar, você pode apresentar uma reclamação com a Agência Espanhola de Proteção de Dados
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La Buena Gesti�n de la Seguridad Social IV Edici�n.msg
RV: CONVOCATORIA:  IV EDICIÓN - CURSO "LA BUENA GESTIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL" - OISS

		From

		Oslean Mora Valdez

		To

		Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Cc

		Annie Ramírez Solano (Secretaría JUNAFO); Ingrid Moya Aguilar

		Recipients

		junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr; aramirezsola@Poder-Judicial.go.cr; imoya@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días:



 



Metan este asunto de la OISS junto con la anterior convocatoria, para que lo vean el martes 13 de febrero de 2024.



 



Saludos cordiales, 



 



 







 



De: Direccion Junta Adm. Fondo de Jubilaciones y Pensiones <direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 8 de febrero de 2024 9:12
Para: Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr>; Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Rodolfo Román Taylor <rroman@Poder-Judicial.go.cr>; Hillary Valeria Miranda Villalobos <hmirandav@Poder-Judicial.go.cr>; Hellen Tatiana Araya Zuñiga <harayaz@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: CONVOCATORIA: IV EDICIÓN - CURSO "LA BUENA GESTIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL" - OISS



 



Buenas tardes,



 



De la manera más atenta se remite CONVOCATORIA:  IV EDICIÓN - CURSO "LA BUENA GESTIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL" - OISS, para su estimable conocimiento.



 



Quedo atenta a las indicaciones.



 



Saludos cordiales,  



 







 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 



 



 



 



De: Secretaría General OISS <sec.general@oiss.org> 
Enviado el: miércoles, 7 de febrero de 2024 08:58
Asunto: CONVOCATORIA: IV EDICIÓN - CURSO "LA BUENA GESTIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL" - OISS



 



De nuestra consideración:



 



El curso sobre la Buena Gestión de los Sistemas de la Seguridad Social surge como respuesta a las inquietudes y necesidades plateadas en las cinco ediciones del Seminario Iberoamericano sobre la Constitucionalización de la Seguridad Social, realizados en: Colombia, Costa Rica y República Dominicana, Argentina y Brasil. Este es un espacio que se ha constituido en un importante escenario de debate y análisis del proceso de constitucionalización de la seguridad social que se viene presentando en los países iberoamericanos, en donde también se analizan aspectos de la buena gestión y la judicialización.



 



En este sentido, la buena gestión de las instituciones de seguridad social aparece como uno de los escenarios llamados a liderar acciones que generen la disminución de la judicialización, para esto es necesario llegar a un mayor nivel en la gestión de las instituciones de seguridad social, con administraciones eficaces, transparentes y responsables. En consecuencia, se han realizado dos ediciones de la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social, contando con la participantes de todos los países de la región.



 



En consecuencia, en el marco del 70 aniversario de la OISS, se presenta esta IV Edición del curso como un aporte de la OISS a las instituciones y funcionariado del ámbito de la Seguridad Social para mejorar sus habilidades y capacidades. El curso cuenta con la colaboración del Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo (FIDA) y es realizado con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID).



 



 







 



 



La postulación deberá realizarse antes del 15 de febrero de 2024, posteriormente se comunicará la aceptación a las personas seleccionadas quienes deberán confirmar su participación a la mayor brevedad:



 



	

		

 



 



 



 



 





OBJETIVO GENERAL:



 



Proporcionar conocimientos y herramientas básicas personal directivo, gerencial, de coordinación y gestión de instituciones iberoamericanas del ámbito de la seguridad social, para ejercitar sus funciones de conformidad con los principios de Buena Administración, lo mismo que abordar los nuevos desafíos en materia de comunicación y digitalización para mejora en la calidad de la gestión para las instituciones de Iberoamérica.



 



¿A QUIÉN VA DIRIGIDO?



 



Este curso va dirigido al funcionariado de las instituciones del ámbito de la seguridad social y protección social de los países iberoamericanos, que tengan a cargo responsabilidades de dirección, gerencia y administración, con el ánimo de profundizar sus conocimientos y mejorar sus capacidades y habilidades.



 



FECHA Y DURACIÓN:



 



El curso online tendrá una duración de 8 semanas y media, incluido el módulo de recuperación. Dará inicio el 29 de febrero y finalizará el miércoles 17 de abril de 2024.



 



Las plazas son limitadas.



 



SEMANA IBEROAMERICANA DE LA BUENA GESTIÓN EN LA SEGURIDAD SOCIAL – PRESENCIAL:



 



Esta es una semana optativa que se realizará en Madrid, una vez culminado el curso virtual, que irá del 6 al 10 de mayo de 2024.



 



Se impartirá en el aula de formación de la OISS y comprende ponencias magistrales de profesorado experto en las materias abordadas, combinadas con talleres prácticos, debate e intercambio de experiencias entre participantes y visitas institucionales.



Plazas limitadas.



 



METODOLOGÍA:



 



Se llevará a cabo en modalidad semipresencial, la fase virtual se llevará a cabo a través del Campus Virtual de la OISS y la segunda fase presencial que corresponde a la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid. El curso contará con el acompañamiento de tutorías, consta de 274 horas y 15 módulos, incluido el de recuperación, más una semana presencial (30 horas).



 



MATRÍCULA:



 



La matrícula de las personas seleccionadas contará con beca de fondos de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID).



 



La fase virtual del curso no tendrá costo.



 



La Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social no tendrá costo de matrícula (los gastos logísticos y de hospedaje corren por cuenta de cada persona).



 



CERTIFICACIÓN:



 



Una vez culminados y aprobados los estudios, la Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS), entregará los correspondientes certificados.



 



Certificado de aprobación del curso virtual (274 horas).



 



Certificado de aprobado del curso y participación de la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión de la Seguridad Social (304 horas).



 



Esperando sea de su interés, aprovechamos la ocasión para reiterarle el testimonio de nuestra más distinguida consideración.



 



 



Secretaría General 



Organización Iberoamericana de Seguridad Social







C / Velázquez, 105 - 1º



28006 MADRID (ESPAÑA)



Tel.: (+34) 91.561.1747 / 91.561.1955



Fax: (+34) 91.564.5633



E-mail: sec.general@oiss.org



Página Web: www.oiss.org



    



Tu papel importa. Piensa si es necesario imprimir este mail. El medio ambiente es cosa de todos.



Seu papel é importante. Pense se você precisa imprimir este e-mail. O ambiente é uma coisa de todos.



 



CONFIDENCIALIDAD: El contenido de esta comunicación, así como el de toda la documentación anexa, es confidencial y va dirigido únicamente al destinatario del mismo. En el supuesto de que usted no fuera el destinatario, le solicitamos que nos lo indique y no comunique su contenido a terceros, procediendo a su destrucción.



 



PRIVACIDAD: Sus datos formarán parte de los ficheros y tratamiento de Organización Iberoamericana de Seguridad Social sita en Calle de Velázquez, 105, 28006 Madrid, para poder mantener el contacto con usted, prestarle el servicio que nos ha solicitado y remitirle información sobre nuestra Organización a través de medios electrónicos. Sus datos serán conservados en nuestros ficheros durante todo el tiempo que sea necesario para cumplir con nuestras obligaciones y propósitos hasta cumplir con los requisitos legales. Una vez cumplidos nuestros propósitos y las obligaciones legales oportunas serán suprimidos por completo.



Podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación y oposición del tratamiento y portabilidad de los datos que le conciernen dirigiéndose mediante comunicación fehaciente y por escrito, acreditando su identidad, en el domicilio indicado (sec.general@oiss.org). Y en el caso de que considere, puede presentar una reclamación ante la Agencia Española de Protección de Datos.







 



CONFIDENCIALIDADE: O conteúdo desta comunicação, assim como o de toda a documentação anexa, é confidencial e destina-se apenas ao destinatário. Caso você não seja o destinatário, pedimos-lhe que você nos indique e não comunique seu conteúdo a terceiros, procedendo à sua destruição.



 



PRIVACIDADE: Seus dados farão parte dos arquivos e tratamento da Organização Iberoamericana de Seguridade Social localizada na Calle de Velázquez, 105, 28006 Madrid, a fim de manter contato com você, fornecer o serviço que você solicitou e enviar informações sobre a nossa Organização para através de meios eletrônicos. Seus dados serão mantidos em nossos arquivos pelo tempo necessário para cumprir nossas obrigações e propósitos até que cumpramos os requisitos legais. Uma vez que nossos propósitos e as obrigações legais apropriadas tenham sido cumpridas, eles serão completamente abolidas.



Você pode exercer seus direitos de acesso, retificação, supressão, limitação e oposição do tratamento e portabilidade dos dados que lhe interessam, comunicando-se por comunicação escrita e confiável, comprovando sua identidade, no endereço indicado (sec.general@oiss.org). E no caso de você considerar, você pode apresentar uma reclamação com a Agência Espanhola de Proteção de Dados



 





image007.png







image008.png







image002.emz

image002.emf


 



INSCRIPCIONES  AQUÍ  








Contenido-del-curso-Buena-Gestión-2-1.pdf




CONTENIDO DEL CURSO



Se planteará la buena administración y la ética pública desde la perspectiva
del ciudadano y del servidor público mostrando las vertientes de la materia
desde un punto de vista global. Para ello se abordará la buena administración
y ética pública desde las decisiones gubernamentales, decisiones de la
Administración y la dimensión ética de la función pública.



29 febrero - 2 marzo29 febrero - 2 marzo



Versará sobre la preponderancia de los derechos fundamentales en la gestión
de las instituciones, con especial énfasis en los derechos económicos,
sociales, culturales y el medioambiente



4 - 6 marzo4 - 6 marzo



Curso de Buena Gestión en la Seguridad Social del 29 de febrero al 15 de
abril (14 módulos)
Recuperación 18 al 20 de abril 
Semana Iberoamericana de la Buena gestión en la Seguridad Social
(Presencial) del 6 al 1 de mayo



MÓDULOS:



Tratará sobre aspectos generales de la seguridad social, por una parte, el
nacimiento y su evolución, por la otra, estructura y acción protectora, como
componentes básicos para el desarrollo del curso.



7- 9 marzo7- 9 marzo



1. Buena administración y ética pública



2. El contenido constitucional de los derechos sociales 



3. Aspectos generales de la Seguridad Social











Se dotará de conocimientos y herramientas para la implementación transversal
de la equidad de género en la gestión de las instituciones del ámbito de la
seguridad social.



11 - 13 marzo11 - 13 marzo



Se abordará la motorización legislativa como problema básico del Estado de
Derecho contemporáneo, así como los principios y directrices de la buena
regulación y la calidad regulatoria como elemento fundamental del buen
gobierno y de la buena administración, proporcionando herramientas que
permitan a los operadores jurídicos redactar textos normativos de calidad 



14 - 16 marzo14 - 16 marzo



Se pretende proporcionar las herramientas básicas de actuación
administrativa (deber de motivación, deber de resolver en plazo razonable,
inexcusable trámite de audiencia, proporcionalidad en principios
sancionadores) así como principios básicos para configurar procedimientos
administrativos que cumplan con los parámetros de buena administración. 



18 - 20 marzo18 - 20 marzo



4. La equidad de género en la Seguridad social



5. Calidad regulatoria



6. Buena administración y procedimiento administrativo
general



7. Buena administración de la contratación pública



Abordará la contratación pública y sus particularidades desde las directrices
de la buena administración con el objeto de propiciar una contratación
pública responsable, transparente y coherente con la buena administración
económico-presupuestaria. La buena administración en la contratación
pública resulta predicable tanto en la fase de selección como en la fase de
ejecución de los contratos. 



21 - 23 marzo21 - 23 marzo



En este módulo se facilitarán técnicas y estrategias de gestión económico-
financiera de Administraciones Públicas, así como los principios
fundamentales de la gestión económico-financiera. 



25 - 27 marzo25 - 27 marzo



8. Buena administración en la gestión económico-financiera











Se estudiará la transparencia y el derecho de acceso a los documentos
públicos desde un punto de vista global, presentando los principios de
actuación que ha de aplicar una Administración transparente y que practica el
derecho de acceso a los documentos públicos.



28 - 30 marzo28 - 30 marzo



9. Transparencia y derecho de acceso a los documentos
públicos



Aquí se abordarán principalmente, los métodos de implantación y gestión de
las administraciones electrónicas tanto en las relaciones ad intra como ad
extra de la Administración.



01 - 03 abril01 - 03 abril



10. Nuevas tecnologías en la Administración Pública



Versará sobre los pilares de la gestión de datos personales en el ámbito
Iberoamericano, y aspectos generales de la seguridad de la información para
prevenir ciberriesgos.



04 - 06 abril04 - 06 abril



11. La seguridad de la información 



Planteará las diversas perspectivas y desafíos al momento de gestionar la
información, y dar un uso del dato en concordancia con los principios de la
transparencia, eficiencia, eficacia en las administraciones de la Seguridad
Social.



08 - 10 abril08 - 10 abril



Conocerán las actuales herramientas de comunicación digital, así como la
implementación de tácticas con procesos efectivos que permitirán optimizar la
asertividad de los contenidos con mensajes efectivos, creados por las
instituciones con destino a los usuarios y ciudadanos.



11-13 abril11-13 abril



Este módulo busca ofrecer herramientas que le permitan identificar
potenciales situaciones de crisis internas y externas y desde allí, establecer
mecanismos para la gestión de la comunicación con la finalidad de mitigar el
impacto que pudieran generar en la reputación e imagen de la institución.



15-17 abril15-17 abril



12. La buena gobernanza del dato 



13. Estrategias de comunicación digital para la gestión de
las instituciones



14 .Comunicación y liderazgo para la gestión de crisis
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CONTENIDO DEL CURSO


Se planteará la buena administración y la ética pública desde la perspectiva
del ciudadano y del servidor público mostrando las vertientes de la materia
desde un punto de vista global. Para ello se abordará la buena administración
y ética pública desde las decisiones gubernamentales, decisiones de la
Administración y la dimensión ética de la función pública.


29 febrero - 2 marzo29 febrero - 2 marzo


Versará sobre la preponderancia de los derechos fundamentales en la gestión
de las instituciones, con especial énfasis en los derechos económicos,
sociales, culturales y el medioambiente


4 - 6 marzo4 - 6 marzo


Curso de Buena Gestión en la Seguridad Social del 29 de febrero al 15 de
abril (14 módulos)
Recuperación 18 al 20 de abril 
Semana Iberoamericana de la Buena gestión en la Seguridad Social
(Presencial) del 6 al 1 de mayo


MÓDULOS:


Tratará sobre aspectos generales de la seguridad social, por una parte, el
nacimiento y su evolución, por la otra, estructura y acción protectora, como
componentes básicos para el desarrollo del curso.


7- 9 marzo7- 9 marzo


1. Buena administración y ética pública


2. El contenido constitucional de los derechos sociales 


3. Aspectos generales de la Seguridad Social







Se dotará de conocimientos y herramientas para la implementación transversal
de la equidad de género en la gestión de las instituciones del ámbito de la
seguridad social.


11 - 13 marzo11 - 13 marzo


Se abordará la motorización legislativa como problema básico del Estado de
Derecho contemporáneo, así como los principios y directrices de la buena
regulación y la calidad regulatoria como elemento fundamental del buen
gobierno y de la buena administración, proporcionando herramientas que
permitan a los operadores jurídicos redactar textos normativos de calidad 


14 - 16 marzo14 - 16 marzo


Se pretende proporcionar las herramientas básicas de actuación
administrativa (deber de motivación, deber de resolver en plazo razonable,
inexcusable trámite de audiencia, proporcionalidad en principios
sancionadores) así como principios básicos para configurar procedimientos
administrativos que cumplan con los parámetros de buena administración. 


18 - 20 marzo18 - 20 marzo


4. La equidad de género en la Seguridad social


5. Calidad regulatoria


6. Buena administración y procedimiento administrativo
general


7. Buena administración de la contratación pública


Abordará la contratación pública y sus particularidades desde las directrices
de la buena administración con el objeto de propiciar una contratación
pública responsable, transparente y coherente con la buena administración
económico-presupuestaria. La buena administración en la contratación
pública resulta predicable tanto en la fase de selección como en la fase de
ejecución de los contratos. 


21 - 23 marzo21 - 23 marzo


En este módulo se facilitarán técnicas y estrategias de gestión económico-
financiera de Administraciones Públicas, así como los principios
fundamentales de la gestión económico-financiera. 


25 - 27 marzo25 - 27 marzo


8. Buena administración en la gestión económico-financiera







Se estudiará la transparencia y el derecho de acceso a los documentos
públicos desde un punto de vista global, presentando los principios de
actuación que ha de aplicar una Administración transparente y que practica el
derecho de acceso a los documentos públicos.


28 - 30 marzo28 - 30 marzo


9. Transparencia y derecho de acceso a los documentos
públicos


Aquí se abordarán principalmente, los métodos de implantación y gestión de
las administraciones electrónicas tanto en las relaciones ad intra como ad
extra de la Administración.


01 - 03 abril01 - 03 abril


10. Nuevas tecnologías en la Administración Pública


Versará sobre los pilares de la gestión de datos personales en el ámbito
Iberoamericano, y aspectos generales de la seguridad de la información para
prevenir ciberriesgos.


04 - 06 abril04 - 06 abril


11. La seguridad de la información 


Planteará las diversas perspectivas y desafíos al momento de gestionar la
información, y dar un uso del dato en concordancia con los principios de la
transparencia, eficiencia, eficacia en las administraciones de la Seguridad
Social.


08 - 10 abril08 - 10 abril


Conocerán las actuales herramientas de comunicación digital, así como la
implementación de tácticas con procesos efectivos que permitirán optimizar la
asertividad de los contenidos con mensajes efectivos, creados por las
instituciones con destino a los usuarios y ciudadanos.


11-13 abril11-13 abril


Este módulo busca ofrecer herramientas que le permitan identificar
potenciales situaciones de crisis internas y externas y desde allí, establecer
mecanismos para la gestión de la comunicación con la finalidad de mitigar el
impacto que pudieran generar en la reputación e imagen de la institución.


15-17 abril15-17 abril


12. La buena gobernanza del dato 


13. Estrategias de comunicación digital para la gestión de
las instituciones


14 .Comunicación y liderazgo para la gestión de crisis
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

[bookmark: _Hlk29476459]San José, 19 de enero de 2024

N° 456-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

MBA. Roxana Arrieta Meléndez 

Directora interina de Gestión Humana



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo los acuerdos tomados por la Corte Plena, en sesión N° 59-2023 celebrada el 18 de diciembre de 2023, artículos XI y XII, que literalmente dicen:



[bookmark: _Toc117855978][bookmark: _Toc152843520][bookmark: _Toc153528200]“ARTÍCULO XI



ENTRAN LAS MAGISTRADAS Y LOS MAGISTRADOS CRUZ, SALAZAR ALVARADO, ARAYA, GARRO, HESS Y LA MAGISTRADA SUPLENTE FERNÁNDEZ ACUÑA A LA SESIÓN. 



[bookmark: _Hlk153799445]Documento N° 9036, 12865-2023



La magistrada Julia Varela Araya, en oficio N° 020-JVA-2023 de 20 de noviembre de 2023, informó lo siguiente:



[bookmark: _Hlk151625038]“… De seguido se adjunta la propuesta del Tribunal de Reconocimiento, con respecto al galardón de premios que se entregarán en el año 2023 (sic). De igual manera, se adjunta explicación del procedimiento aplicado como la motivación del acto para la escogencia de cada uno de los premios y el respectivo resultado. 



Dejo así rendida la propuesta de resolución.”





- 0 –



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: "Vamos a continuar con el artículo XVII. Es un informe de la magistrada Julia Varela sobre los reconocimientos de este año; ella es la coordinadora del Tribunal de Reconocimientos precisamente. Vamos a darle la palabra a doña Julia".



Expresa la magistrada Varela: "Sí, deme un segundito que tengo una presentación guía, aunque todas y todos tienen el informe.



Tienen en pantalla una presentación que responde al documento que todas y todos ustedes tienen. Este tribunal está actualmente integrado por quien les habla, como presidenta, por el señor Luis Porfirio Sánchez Rodríguez por la Comisión de Ética y Valores, doña Roxana Chacón Artavia por la Comisión de Género, doña Sandra Zúñiga Morales por el Consejo de la Judicatura y también por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y la señora Siria Carmona por el Consejo Superior.



En la sesión que tuvo este tribunal el 15 de noviembre del año en curso, a partir de las 14:30 horas, estuvo ausente la encargada del Consejo Superior porque ese día se le convocó a sesión, aquí tenemos que se postularon, se concursaron cuatro de los premios; para el primer premio, que es el premio Ulises Odio Santos, que es el reconocimiento, de acuerdo al reglamento artículo 22, Ulises Odio Santos se otorga al autor o autora que en cualquier área científica hubiere publicado un trabajo, artículo o escrito de utilidad y trascendencia extraordinaria para el Poder Judicial, el destacado que hago ahí no es del original.



Postulados fueron: Melissa Benavides Víquez, de la Jefatura de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el señor Andrés Jiménez Vega".



Interviene el Presidente, magistrado Aguirre: "Una interrupción doña Julia, estábamos viendo a ver si esto era público o secreto, usted nos dice".



Responde la magistrada Varela: "Sí, es público, porque ya incluso el reglamento fue publicado, pero, además, con base en la ley que en su momento se emitió, se dijo que las votaciones iban a ser públicas, lo que no es la motivación podría, ser el tema de discusión, pero que la votación como tal, sí, en el reglamento está que es pública la votación, ya se había hecho la modificación correspondiente".



Prosigue el Presidente, magistrado Aguirre: "No tenemos ninguna duda de que la votación va a ser pública, pero el problema es la deliberación, que son dos cosas distintas, paremos un momentito para ver el reglamento ¿usted no lo tiene ahí a mano?".



Dice la magistrada Varela: "No, aquí no lo tengo, pero lo podemos buscar, doña Silvia tal vez me lo ubica, por favor".



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “Vamos a continuar, puede continuar”.



Señala la magistrada Varela: “Ok, bueno, aclarado entonces que conformidad el artículo 17 del reglamento se tiene que dar la motivación y el resultado para el otorgamiento de los premios, entonces, vamos a continuar.



Señalaba entonces que para el premio Ulises, para el premio Luis Paulino, perdón, ya que me … 



El primero que vamos a referirnos es al premio Ulises Odio Santos, que de conformidad con el artículo 22 del reglamento, reitero, se establece que, dice, se otorgará al autor o autora que en cualquier área científica hubiere publicado un trabajo, artículo o escrito de utilidad y trascendencia extraordinaria para el Poder Judicial. 



Los postulados fueron Melissa Benavides Víquez, de la jefatura de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el señor Andrés Jiménez Vega, que es juez laboral del Primer Circuito Judicial de Alajuela. 



Aquí debo hacer la nota aclaratoria, como el tribunal para poder sesionar, de acuerdo con el artículo 10, tienen que estar cuatro integrantes, solo estábamos justamente los cuatro integrantes antes señalados, con excepción obviamente de la señora de integrante del Consejo Superior, entonces, la suscrita se abstuvo tanto de la deliberación como de la votación, en razón de que el participante Jiménez Vega es sobrino político, en consecuencia, se procedió y todo eso queda debidamente documentado. 



El resultado de la votación fue que, por unanimidad, se recomendó otorgar el premio a la máster Melissa Benavides Víquez; se consideró que la obra “La Perspectiva de Género como Principio General del Derecho” es un aporte significativo para que las personas operadoras del derecho, tanto en la judicatura como en el ámbito administrativo, cuenten con una fuente doctrinaria que les facilite la interpretación de las fuentes normativas a la hora de resolver los casos sometidos a su competencia para el cumplimiento de las políticas de género y con ello en la radicación de la violencia contra la discriminación de las mujeres, tanto a lo interno del Poder Judicial como de las personas usuarias en los servicios de justicia. Aún y cuando, sobre el tema ya se visualizaban algunas conquistas y logros, el libro aporta en un proceso, dice, todavía en construcción de consolidar lo relacionado con la incorporación de la perspectiva de género en múltiples áreas del derecho. De ahí su importancia al ponderarlo para el otorgamiento del premio Ulises Odio Santos. 



No sé si vamos premio por premio, don Orlando, en la votación. Entonces, procedería la votación”.

Indica el Presidente, magistrado Aguirre: “Vamos premio por premio. Entonces, vamos a ver este primer reconocimiento que nos sugiere el Tribunal de Reconocimientos para el premio o reconocimiento Ulises Odio Santos. 



Entonces, nos propone a la señora Melissa Benavides Víquez, por su trabajo, los principios del …”.



Menciona la magistrada Varela: “De la perspectiva de género. Yo me abstendré de votar por las razones que indiqué también en el Tribunal y cualquier consulta sería con el magistrado Sánchez”.



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: “Sí, vamos a darle la palabra al magistrado Olaso”.



Manifiesta el magistrado Olaso: “Gracias, señor presidente. Buenos días a todos y a todas. Sí, yo también me abstendría, señor presidente, porque doña Melissa Benavides es la coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia que yo presido, entonces, por esa situación me abstendría en esta elección. Gracias”.



Interviene el Presidente, magistrado Aguirre: “¿Alguien más desea hacer uso de la palabra? Si no lo someteríamos a votación. Sometámoslo a votación, se necesita mayoría simple”.



Expresa la magistrada Varela: “El otro caso era el despido de la trabajadora en estado de embarazo, que sí eso ya hay otros libros, incluso el magistrado Salazar Alvarado, entonces era como una limitación, digamos, del ámbito de efectos”.



Señala la licenciada Navarro: “Voy a iniciar la votación. Va a ser nominal porque ahorita le están instalando el sistema al magistrado Cruz, al equipo del magistrado Cruz. Entonces, sería para el premio Ulises Odio Santos, la recomendación es doña Melissa Benavides Víquez y sería por acoger la recomendación o no acogerla, la recomendación del Tribunal de Reconocimientos.



Magistrada Alvarado Paniagua: “De acuerdo con la propuesta”. 

Magistrada Fernández Acuña: “De acuerdo con la propuesta”. 

Magistrada Hess: “De acuerdo con la propuesta”.

Magistrada Garro: “De acuerdo”. 

Magistrado Araya: “De acuerdo”. 

Magistrado Salazar Alvarado: “De acuerdo”. 

Magistrado Cruz: “De acuerdo”. 

Magistrada Acon: “De acuerdo”. 

Magistrada Vargas González: “De acuerdo”.

Magistrado Alfaro: “De acuerdo”. 

Magistrado Ramírez: “De acuerdo”. 

Magistrada Solano. “De acuerdo”. 

Magistrada Chacón: “De acuerdo también”. 

Magistrado Sánchez: “De acuerdo”. 

Magistrada Vargas Vargas: “De acuerdo”.

Magistrada Leiva: “De acuerdo”. 

Magistrada Vargas Vásquez: “De acuerdo”. 

Magistrada Rojas: “Por las razones que indica la recomendación, me parece que ese es el motivo del acto por el cual yo estaría aprobando la recomendación. Gracias”.

Magistrado Rivas: “De acuerdo”. 

Magistrado Aguirre: “De acuerdo”. 



Indica la licenciada Navarro: “Son Veinte votos por acoger la recomendación y dos abstenciones”.

Recibida la votación nominal correspondiente, por mayoría de veinte votos, se acordó: Aprobar la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceder el “Reconocimiento Ulises Odio Santos” al autor o autora que hubiese publicado un trabajo, artículo o escrito en general de utilidad y trascendencia para el Poder Judicial, a la máster Melissa Benavides Víquez, Jefa de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, como autora de la obra denominada “La perspectiva de género como principio general del Derecho”. Así votaron los magistrados y las magistradas Aguirre, Rivas, Rojas, Várgas Vásquez, Leiva, Sánchez, Chacón, Solano, Ramírez, Alfaro, Vargas González, Cruz, Salazar Alvarado, Araya, Garro, Hess, las señoras magistradas suplentes Vargas Vargas, Acon Ng, Fernández Acuña, Alvarado Paniagua.



La señora magistrada Varela y el señor magistrado Olaso, se abstuvieron de votar.



El reconocimiento le será entregado en la Sesión de Inauguración del Año Judicial 2024 y consistirá en una medalla de cuatro centímetros de diámetro cuyo material será en plata 925, mismo que, llevará la leyenda "RECONOCIMIENTO ULISES ODIO SANTOS", el logo de la Diosa de la Justicia y las demás indicaciones estipuladas por la Corte Plena.



Menciona el Presidente, magistrado Aguirre: “Puede continuar, doña Julia”.

Dice la magistrada Varela: “Ok”.

Manifiesta el Presidente, magistrado Aguirre: “Entonces, sí, le tenemos por otorgado el reconocimiento a la señora Melissa Benavides Víquez. Puede continuar usted, doña Julia”.



- 0 –



Interviene la magistrada Varela: “Gracias, señor presidente. El siguiente premio es el premio Luis Paulino Mora Mora. De conformidad con el artículo 25 del reglamento el reconocimiento al buen o buena profesional con el nombre Luis Paulino Mora Mora se destinará a la persona que, sin ser administrador de justicia, por su quehacer profesional en cualquier área del conocimiento, hubiese influido o influya en el mejoramiento de la administración de justicia, haciendo posible su eficiencia y el acceso de las personas ciudadanas al servicio de la justicia. 

Los postulados son el señor Andrés Méndez Bonilla, postulado por su impacto en la labor de gestión de la calidad por medio de la Comisión JICA - Justicia, entre otras razones, el señor Parris Quesada Madrigal fue postulado, entre otras razones por sus aportes a la Comisión de Ética y Valores.



Nota aclaratoria. Tanto la magistrada Varela como el magistrado Sánchez Rodríguez, nos abstenemos de la deliberación y votación por razón de que tanto el magistrado Sánchez es integrante y coordinador de la Comisión de Ética y Valores, como la suscrita parte integrante de la Comisión de JICA – Justicia, entonces, nos mantuvimos. De acuerdo con el artículo 10, tenemos que con el artículo 10, cuando el Tribunal, la votación iba a ser par, como en este caso quedaban integrando con voz y voto solamente las magistradas Chacón Artavia y doña Sandra Zúñiga Morales, entonces, aquí aplicaba el voto de calidad, el voto doble y quedó presidiendo la señora magistrada doña Roxana Chacón Artavia. El resultado de la deliberación con esa aclaración que acabo de señalar es el siguiente ... perdón, se le otorgó el premio al señor Parris Quesada Madrigal por considerar que es merecedor de esa distinción por ser un funcionario destacado y con proyección en diferentes espacios de ayuda para los funcionarios del Poder Judicial, asociación solidarista, Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, entre otras dependencias, estimando que califica según los parámetros del artículo 25 del reglamento, que como ya leí, pues ese es el resultado.



En este caso, obviamente nos abstendremos de votar tanto el magistrado Sánchez como la suscrita. Entonces queda de esa forma este premio y la justificación, para que ustedes tomen la decisión”.



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “En discusión la recomendación que nos hace la magistrada Varela. Tiene la palabra la magistrada Rojas”.



Señala la magistrada Rojas: “Gracias. Gracias. A mí me parece débil el fundamento. El pertenecer a diversas asociaciones, es que estos … este premio está hecho para la trascendencia, es decir, para lo que … si yo participo y soy electa aquí, digamos, en el caso de la asociación solidarista y estoy nombrado ahí, es porque participé y porque me eligieron y porque hago una función que es la que me corresponde. Me parece que darle un premio por pertenecer a ese grupo por sí, no es suficiente. El premio tiene que ser un aporte destacado, fuera de lo normal, de lo razonable y me parece que la motivación del acto de que pertenece … decir, se postuló para esa agrupación, en general la motivación de la otra persona también, la otra participante que se le recomienda, porque ha destacado, bueno, cuáles son esas situaciones que hacen que ese aporte sea absolutamente extraordinario, porque tiene que ir más allá de lo ordinario para que sea premiado, porque todos estamos obligados a cumplir con aquellas labores que se nos designan y cumplir eficiente y eficazmente.



Entonces, a mí me queda como la duda, yo no sé si me podrían ayudar con elementos adicionales que a mí al menos me sirvan para decir, bueno, yo conozco en lo personal a los candidatos, me parece que sí son personas comprometidas con lo ordinario que realizan, yo necesitaría un sustento de que es lo extraordinario que merezca un premio, eso es lo que no encuentro yo en esta motivación del acto y le agradecería si por favor me dicen ¿qué valoraron?, para tomarlo en cuenta. Gracias".



Manifiesta el Presidente, magistrado Aguirre: "Un poquito para orientar, digamos, la norma lo que dice es que haya realizado alguna acción o labor que favorezca el acceso a la justicia y tal vez valdría la pena hacer el enfoque desde esa perspectiva. Don Gerardo Rubén".



Añade el magistrado Alfaro: "Don Orlando, es que en esta votación se presenta una situación y es que entiendo que, en la Comisión, doña Julia se abstuvo por ser parte de la Comisión GICA Justicia y entendería que entonces en el seno de la Comisión se le admitió porque Andrés dirige CEGECA y CEGECA en una Comisión que coordina don Luis Guillermo, en la que está también doña Julia y en la que estoy yo, pues nos reunimos mensualmente y valoramos todo el trabajo de CEGECA. Yo, en atención a esto, creo que tendría que someter a consideración del pleno de la Corte mi abstención, porque al menos es la misma condición que doña Julia debió haber planteado en el seno de la Comisión y que ahora está planteando ante este seno".



Interviene el Presidente, magistrado Aguirre: "Magistrado, esto ahora es aprobatorio o desaprobatorio, no podemos escoger entre los dos, es si aprobamos o no aprobamos el informe de la Comisión, así es".



Manifiesta el magistrado Alfaro: "Sí, pero en este caso la Comisión hizo una recomendación y no aprobar, por ejemplo, el informe de la Comisión podría considerarse un compromiso de mi imparcialidad, porque digamos, si yo tuviera que votar por el trabajo que yo conozco de una persona y por esa cercanía, no porque tenga ninguna amistad, sino porque conozco el trabajo y conozco los aportes que se hacen y lo que significa el trabajo que ha hecho en la institución, yo tendría una posición distinta a la que recomienda la Comisión, entonces yo sí quiero someter al pleno mi abstención, si el pleno decide no considerar que tengo un motivo de abstención, entonces yo votaría por aprobar o desaprobar y daría mis razones para aprobar o desaprobar, pero sí quiero que el pleno considere, porque son las mismas condiciones por las que en el anterior, inclusive, que en Comisión se abstuvo don Luis Porfirio, por ser parte de la Comisión de Ética y doña Julia por ser parte de la Comisión GICA Justicia".



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: "Doña Julia".



Refiere la magistrada Varela: "Sí, tal vez para aclarar la preocupación del magistrado don Gerardo Rubén es idéntico con lo que pasó don Jorge Olaso, que él se abstuvo, don Gerardo Rubén, en ese caso nosotros, como precisamente, por el tema de evitar conflicto de intereses, nosotros, tanto don Luis Porfirio como yo, no opinamos y no votamos, entonces esa es la razón. En consecuencia, aquí quedaba presidiendo la persona, de acuerdo al reglamento y a la Ley Orgánica, la persona con más tiempo de estar en propiedad como magistrada; entonces, por eso presidió doña Roxana, ya ahorita doña Roxana está buscando, porque hay más argumentos, pero los que se sintetizaron que nos dijeron son esos, porque precisamente en el caso de los dos postulantes, uno está por parte de la labor que ha implementado, todo en el tema de gestión de la calidad y, además, y el otro en las áreas básicamente en los aportes en diferentes áreas en comisiones. Básicamente, la Junta de Pensiones y demás, pero doña Roxana ahorita va a ver si les da más argumentos a los que pide doña Rocío".



Indica el Presidente, magistrado Aguirre: "Bueno, tenemos una, es una abstención o una inhibitoria".

Responde el magistrado Alfaro: "Sería una abstención, yo no tengo ningún motivo para inhibirme, pero es en atención a lo que doña Julia ha expresado".



Prosigue el Presidente, magistrado Aguirre: "Sí, no hay que perder de vista que vamos a votar sobre la recomendación de dar este reconocimiento a don Parris, nada más. Bueno, entonces … doña Roxana".



Añade la magistrada Chacón: "Tal vez, si son tan amables y me dan unos minutos, para encontrar la fundamentación que nosotros hicimos, porque efectivamente en este Tribunal de reconocimientos se presentó esa situación, dos abstenciones para no participar del otorgamiento de este premio, una de la magistrada Varela y otro del magistrado don Luis Porfirio Sánchez, en razón de la participación de la magistrada Varela en la Comisión GICA, que es uno de los postulantes que viene y el otro postulante también. En aportes de la Comisión de Ética los dos compañeros magistrados se abstuvieron, quedamos solamente dentro de esta nominación la magistrada Sandra Zúñiga y yo para poder hacer la evaluación de las propuestas que teníamos los dos candidatos y, efectivamente, por reglamento, se ejerció el doble voto, que yo lo ejercí en esa oportunidad, en razón de las personas que estaban. Pero efectivamente se hizo una evaluación de los dos candidatos y hay una fundamentación que es lo que estamos tratando de localizar, si nos dan unos minutos, podríamos indicar cuales fueron las razones por las cuales se decidió el otorgamiento para esta persona, si me dan unos minutos".



Refiere la magistrada Varela: "Perdón don Orlando, ahí está consignado sintéticamente, pero lo que dice doña Roxana ya estamos buscando, es toda la línea de fundamentación por la que se postularon ambos. 



Vamos a darle la palabra al magistrado Rivas".



Señala el magistrado Rivas: "Gracias, señor magistrado presidente, magistrados y magistradas.



Efectivamente, yo coordino la Comisión GICA, de donde depende CEGECA que es coordinada por el señor don Andrés Méndez, pero yo no he hecho ninguna abstención ni ninguna tampoco inhibitoria, porque esto se trata solamente de confirmar o no lo que la Comisión ya decidió, en este sentido entonces, me parece que no debo hacer esa abstención ni tampoco inhibitoria, porque es nada más aprobar o no ya lo decidido por esa Comisión que hace la propuesta".



Prosigue el Presidente, magistrado Aguirre: "Bueno, entonces vamos a continuar, someteríamos a votación".



Agrega la magistrada Solano: "Señor presidente, le había pedido la palabra, como no tenemos sistema de votación".



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: "Sí, aquí no me ha entrado, la que me acaba de entrar es la de doña Iris Rocío, pero, sin embargo, tiene la palabra, doña Patricia".



Manifiesta la magistrada Solano: "Muchas gracias. Era en el sentido de que de la propuesta que se hace es claro que aún las personas que integran diferentes órganos, en este caso las asociaciones, sí creo que hay acciones que distinguen sobre el quehacer que dentro de las obligaciones que se tienen, en este caso en la postulación del señor Quesada Madrigal, de la propuesta que se hace como integrante de la Asociación Solidarista y también de la Junta de Pensiones y creo que si se ha distinguido en cuanto a una especial sensibilidad de ayuda al personal judicial, sobre todo cuando dentro de los análisis que realizamos nos dimos cuenta de la debilidad en la que se encuentra el Poder Judicial, porque algunas personas servidoras tenían o tienen sus salarios muy comprometidos y cuando consideramos que son muchos años en donde no hay aumentos salariales y, sin embargo, el costo de vida continua con su alza, lo que ha tenido un impacto negativo severo en algunos casos sí ha existido una sensibilización diferente de ayuda y de rescate al personal judicial por parte de la Asociación Solidarista, que ha sido promovida por el señor Quesada Madrigal y en esto por lo menos justifico mi voto en el sentido de que comparto el criterio de la Comisión, en el sentido de la postulación que se hace, conocedora de que más allá de las funciones que tiene el señor Quesada como integrante de estos órganos colegiados, sí ha tenido una preocupación más allá en cuanto a auxiliar o a buscar soluciones que impacten en general al Poder Judicial. 



Por eso es que en este caso yo le daré mi apoyo a la recomendación que nos hace la Comisión.



Muchas gracias señor presidente, compañeras y compañeros".



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: "Le voy a dar la palabra a la magistrada Iris Rocío".



Refiere la magistrada Rojas: "Gracias. Yo quisiera retomar principio de legalidad, a mí me gustaría pedirle a doña Silvia que lea que es lo que se premia con el galardón de Luis Paulino Mora Mora, porque no es lo que se nos ocurra, es una específica actuación de los funcionarios la que debemos premiar y esa premiación entonces nosotros aplicamos la norma, porque para eso fue creado el premio.



En todo caso, a mí me parece que el señor Parris es un excelente funcionario, creo que es un excelente directivo de la junta, de la ASOSEJUD, las decisiones en la Junta de Jubilaciones, de la que pertenezco, no la toma una sola persona, la toma la Junta, creo que la Junta tiene una gran vocación de compromiso con el Poder Judicial y creo que las labores que se hacen desde la Junta para la situación de los funcionarios judiciales que somos sus agremiados hace parte de la labor ordinaria por la que esta nombrada, no veo yo, a no ser que me digan que son con los recursos del señor Parris que se ayuda o que hay una ayuda especial, si es de la asociación a la que todos pertenecemos, si eso lo acuerda una junta directiva a mí me parece que eso es ordinario de una agrupación ya establecida. Yo solo estoy esperando que me digan, no digo ni no, ni sí, sino de acuerdo con el principio de legalidad lo que nosotros tenemos que ver cuál es la labor extraordinaria de la persona que se nos sugiere para merecer el premio, porque también esta tazado, no es cualquier actividad.



Dice don Orlando acá que es acceso a la justicia, no dice otra cosa, pero aquí lo tiene y yo creo que nosotros no podemos despegarnos, porque este es un acto administrativo y puede ser impugnado, entonces tiene que estar debidamente fundamentado, sobre todo si veníamos en series de empates desde la Comisión, entonces a mí eso me preocupa y me parece que esta Corte tiene que hacer la diferencia pidiendo, yo no sé, puede ser que sí, a mí nada más denme los elementos que constan, deberían brotar fácilmente, lo vamos a premiar por esto y porque el reglamento dice tal cosa, entonces vamos a escucharlo. Gracias".



Indica la licenciada Navarro: "Es el artículo 25 del reglamento, Reconocimiento al buen o buena profesional, premio Luis Paulino Mora Mora, el Reconocimiento al buen o buena profesional con el nombre Luis Paulino Mora Mora se destinará a la persona que, sin ser administrador de justicia, por su quehacer profesional en cualquier área del conocimiento, hubiese influido o influya en el mejoramiento de la administración de justicia, haciendo posible su eficiencia y el acceso de las personas ciudadanas al servicio de la justicia. 



Y el artículo 26 dice, requisitos para ser nominados. Los requisitos mínimos para que una persona pueda ser nominada son: 



a) Contar con una trayectoria de relevancia en el campo del servicio de la administración de justicia a nivel nacional o internacional. 

Bueno, estos ya son los requisitos para ser nominados. Ah, no, bueno, sí, pero son para ese puesto.

b) Que su obra hubiese ayudado o favorezca el adecuado desarrollo del Poder Judicial en el acceso efectivo de la población en general y de aquella que se encuentre en condición de vulnerabilidad al sistema de administración de justicia o su eficiencia. Y también están los factores de evaluación y el reconocimiento en sí. 



Tal vez, don Orlando, en el artículo 27, para terminar, dice, factores de evaluación: El Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial tomará en cuenta los aportes realizados para favorecer en general el acceso a la justicia y particularmente a las poblaciones en condición de vulnerabilidad en cualquier ámbito del sistema de administración de justicia”.



Señala el Presidente, magistrado Aguirre: “Magistrada Chacón, usted me había dicho que … un poquito para el tiempo para buscar …”.



Indica la magistrada Chacón: “Sí, señor presidente, un minutito, ya lo estamos aquí localizando. 

Don Orlando, ya lo tengo para la justificación”.

Menciona el Presidente, magistrado Aguirre: “Doña Roxana”.

Dice la magistrada Chacón: “Sí, muchas gracias. 



Además del artículo 25 y 26, que leyó la compañera Silvia, sobre los requisitos para el reconocimiento al buen profesional, que es el premio Luis Paulino Mora Mora, nosotros analizamos que el licenciado Quesada con su participación activa en estas instancias institucionales, sea comisiones institucionales, logra liderar programas importantes que son de impacto para personas servidoras judiciales y en el servicio a la ciudadanía, como por ejemplo, con la labor destacada del licenciado Quesada se ha apoyado a los y las compañeras judiciales en el programa de finanzas sanas, apoyo a la CONAMAJ en el programa de justicia abierta y facilitadores judiciales, participación activa en la Comisión de Lucha Contra el Cáncer, apoyo a la Comisión de Valores en actividades culturales y en beneficio del personal judicial, apoyo al Centro Infantil, apoyo a la Comisión de Emergencias del Poder Judicial.



Por ejemplo, estos eventos de la naturaleza que afectaron a personas y familias judiciales por las consecuencias de eventos de fuerza mayor, como por ejemplo, fue el huracán Otto, brindando bienes de necesidad básica para las viviendas, también en la necesidad de insumos de protección y limpieza en virtud de la pandemia del COVID-19 en beneficio de la población judicial, además de promover actividades deportivas, una transparencia y gestión efectiva de los recursos en la custodia de la ASOSEJUD, la cual cuenta con aproximadamente nueve mil miembros. 



Cada una de estas iniciativas han sido lideradas por el licenciado Parris Quesada y que además cuenta con los informes respectivos que permiten transparentar cuál ha sido su gestión. Además, en el ámbito al que pertenece, que es jurisdiccional, derecho privado, derecho público y derecho social, administrativo y al auxiliar de justicia en el ámbito administrativo. 



El compañero, el licenciado Parris Quesada cuenta con treinta años de servicio en el Poder Judicial, en la Dirección de Gestión Humana, en la Auditoría y Control Interno, ha recorrido veintisiete años en la dirigencia del Poder Judicial en diferentes organizaciones y asociaciones, siendo actualmente presidente de la Asociación Solidarista de Servidores y Servidoras Judiciales, además es fiscal de la Federación Costarricense de Asociaciones Solidaristas de Empleados Públicos.



Todas estas razones son las que, en la evaluación de los dos postulantes que teníamos en ese momento para otorgar el premio a Luis Paulino Mora Mora, es que consideramos que el señor Quesada Madrigal cumple con los requisitos establecidos en el reglamento para el premio, establecidos en el artículo 25 y 26, para el premio Luis Paulino Mora Mora. 



Consideramos en la fundamentación que él ha tenido una entrega importante en todas estas comisiones, en toda su participación en la asociación solidarista, pero además, en los otros puestos que también se ha destacado como funcionario del Poder Judicial y consideramos que de los dos postulantes que teníamos para otorgar este premio, él es el que podía designarse como tal y por eso, en la fundamentación que hicimos a la hora de hacer la elección, se sometió a votación y con el voto doble mío ha sido considerado como la persona nominada para este galardón. Gracias”.



Manifiesta el Presidente, magistrado Aguirre: “Gracias a usted. Vamos a poner a votación entonces, para irnos a almorzar. 



No, vamos a ver, tranquila, ya están sirviendo, pero tranquila. 

Vamos a tomar la votación manual, porque no todas las magistradas y magistrados se pueden hacer … no lo pueden hacer. Ah. Veremos ahí qué es lo que él diga”.

Magistrada Alvarado Paniagua: “Con la propuesta”. 

Magistrada Fernández Acuña: “También de acuerdo con la propuesta”.

Magistrada Hess: “De acuerdo”. 

Magistrada Garro: “De acuerdo con la propuesta”. 

Magistrado Araya: “De acuerdo”. 

Magistrado Salazar Alvarado: “De acuerdo”. 

Magistrado Cruz: “De acuerdo”. 

Magistrada Acon: “De acuerdo con la propuesta”.

Magistrada Vargas González: “De acuerdo”. 

Magistrado Alfaro: “Me abstengo”.

Magistrado Ramírez: “De acuerdo con la propuesta”. 

Magistrada Solano: “De acuerdo”. 

Magistrada Chacón: “De acuerdo con la propuesta”.

Magistrado Olaso: “De acuerdo”. 

Interviene la licenciada Navarro: “Entiendo que magistrada Varela se abstiene”.

Expresa la magistrada Varela: “Sí”.

Señala la licenciada Navarro: “Y el magistrado Sánchez. Ok, sí, es que en la otra votación también”.

Magistrada Vargas Vargas: “De acuerdo”. 

Indica la licenciada Navarro: “Permítanme un momentito”.

Magistrado Leiva: “Me separo del informe”. 

Menciona la licenciada Navarro: “No lo acoge”.

Magistrada Vargas Vázquez: “De acuerdo”. 



Magistrada Rojas: “Yo me abstengo, porque no considero que los argumentos que se han determinado coincidan lo que dice el reglamento. En realidad, su actividad es como parte de un excelente funcionario, pero los recursos y todo es de la asociación de la que todos formamos parte y es la Asociación la que ha …”.



Dice la licenciada Navarro: “¿Se abstiene o no la acoge? ¿No acoge la recomendación?”.



Manifiesta la magistrada Rojas: “Me abstengo, porque no tengo elementos para poder darle el premio. Gracias”. 



Magistrado Rivas: “De acuerdo”. 

Magistrado Aguirre: “De acuerdo”. 



Interviene la licenciada Navarro: “Diecisiete votos por acoger la recomendación, dos votos por, perdón, un voto por no acoger la recomendación y cuatro abstenciones”.

Recibida la votación nominal correspondiente, por mayoría de diecisiete votos, se acordó: Aprobar la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceder como homenaje el “Reconocimiento Luis Paulino Mora Mora”, “Al Buen o a la Buena Profesional”, al licenciado Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servicios Judiciales - ASOSEJUD. Así votaron los magistrados y las magistradas Aguirre, Rivas, Vargas Vásquez, Olaso, Chacón, Solano, Ramírez, Vargas González, Cruz, Salazar Alvarado, Araya, Garro, Hess. Las señoras magistradas suplentes Vargas Vargas, Acon Ng, Fernández Acuña, Alvarado Paniagua.



Las señoras magistradas y señores magistrados Rojas, Sánchez, Varela y Alfaro, se abstuvieron de votar.



El señor magistrado Leiva, emitió su voto por no acoger la recomendación.



El reconocimiento será entregado en la Sesión de Inauguración del Año Judicial 2024 y consistirá en una medalla de cuatro centímetros de diámetro cuyo material será en plata 925, mismo que, que llevará la leyenda: "PREMIO LUIS PAULINO MORA MORA. AL BUEN O BUENA PROFESIONAL", el logo de la Diosa de la Justicia y las demás indicaciones que estipule la Corte Plena.



- 0 -



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “En consecuencia, se obtiene por otorgado este reconocimiento Luis Paulino Mora Mora al señor Parris Quesada Madrigal. 



Vamos a suspender la sesión en este momento. Tenemos un almuerzo que ya lo están sirviendo, según me dijeron, comienza a las 2:15 y continuamos a las 2:30 de la tarde”. 



-0-
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Se continúa con el tema planteado en el artículo XI de esta sesión, en relación con las propuestas del Tribunal de Reconocimientos con respecto al galardón de premios que se entregarán en el año 2024.



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “… dieciséis y continúa doña Julia en el uso de la palabra con el premio o reconocimiento número tres”.



Señala la magistrada Varela: “Sí, gracias, señor presidente. Regálame un segundito mientras resuelvo un tema técnico. 



Ok, continuamos. El tercer premio es el reconocimiento, dice, de conformidad con el artículo 29 del reglamento, el premio Miguel Blanco Quirós estará destinado a las personas empleadas o exempleadas no profesionales, independientemente de la condición de su nombramiento, que en el desempeño de sus labores se hayan destacado por su honradez, mística, transparencia, excelencia y dedicación al trabajo, y que con su actitud hubiesen enaltecido al Poder Judicial. Eso es lo que establece el artículo 29 del reglamento. 



Los postulantes son Laura Carrillo Fallas, es una técnica judicial del Juzgado Civil de Cartago y la propone una usuaria de un proceso sucesorio que dice haber sido bien atendida por esa funcionaria, de forma amable y diligente, que tiene diferencia con otros usuarios, dice, no da nombres, dicen que fueron bien atendidos por esa técnica. 



ENTRAN EL MAGISTRADO Y LAS MAGISTRADAS ROJAS, OLASO Y SOLANO A LA SESIÓN. 



El segundo postulado es Walter Cardalda Cárdenas, expolicía jubilado del Organismo de Investigación Judicial. 



En la votación, aquí sí, el resultado fue, la deliberación y la votación, estuvimos todos los cuatro integrantes antes señalados y por unanimidad se le otorga o se recomienda otorgar el premio Miguel Blanco Quirós al señor Walter Cardalda Cárdenas. 



En cuanto a los motivos de esa decisión, se extrae de toda la información que se pudo recabar que se trata de un exfuncionario que después de laborar por más de diecinueve años como policía en el Organismo de Investigación Judicial se retiró por jubilación el 03 de abril del 97. 



Don Walter nació en abril del 42, laboró en el Banco Anglo Costarricense y posteriormente empezó a trabajar en el Organismo de Investigación Judicial, en diferentes secciones, entre ellas inspecciones oculares y recolección de indicios, Sección de Delitos Contra la Propiedad, considerado para asumir puestos de jefatura en diferentes secciones del Departamento de Investigaciones Criminales y gozó de un alto grado de confianza para asumir el puesto de jefe de operaciones en ausencia de las jefaturas superiores durante horarios nocturnos y feriados. 



Tenía claro la importancia de los aportes de las mujeres en el abordaje de la investigación de los delitos con visión de género en el tema de las víctimas y de las mujeres que se ven involucradas como imputadas, llevando a este Tribunal al convencimiento de que se trata de un postulante que tuvo una extraordinaria trayectoria dentro del Organismo de Investigación Judicial que lo hace merecedor del premio para el que se le recomienda.



También tenemos que don Walter, se indica lo siguiente, que trabajó incansablemente para garantizar a las víctimas … que las víctimas reciban el apoyo y la atención que merecen, demostrando una sensibilidad excepcional hacia las necesidades de quienes se ven afectados por el crimen, su ética profesional, sus valores e integridad fueron y son ejemplares, sirviendo de modelo para sus compañeros de trabajo y para la comunidad en general. Además de su destacada labor en el campo policial. Participó activamente en iniciativas comunitarias fortaleciendo los lazos entre la labor judicial, como policía judicial, y la Escuela Judicial, impartiendo lecciones en cursos de capacitación de nuevos funcionarios de ese Organismo para mejorar el servicio. Un ejemplo fue el logro de la cooperación y coordinación investigativa en las diferentes instituciones del sistema bancario nacional en delitos financieros y estafas. 



Su compromiso con la prevención del delito y de la voluntad de involucrarse en actividades educativas demostraron un enfoque holístico del trabajo que debe ofrecer un integrante del Organismo de Investigación Judicial con efectos en la seguridad pública. 



Don Walter, se dice que también significa lo que se espera de un buen funcionario judicial que debe actuar apegado a los principios y valores éticos y morales que rigen en la institución, pues demostró dedicación incansable al servicio, con valentía, integridad y servicio a la comunidad que lo distinguieron como un buen referente de lo que debe ser un funcionario judicial. Fue reconocido en el ámbito policial, la Fiscalía General y de la judicatura, por su trabajo. Sobresalió como una de las personas que siempre llegaba temprano al trabajo y se retiraba de último de sus funciones. Este aspecto era público y notorio en la familia judicial.



Fue una fuente de asesoría y consejería para personal de investigación por su vasto conocimiento en muchas áreas, incluyendo la preocupación por la creación de una oficina de atención psicológica al investigado, que en su tiempo no existía, investigador, perdón. Don Walter logró tener una participación activa que llevó a tener un reconocimiento y admiración por parte de todo el personal del Organismo de Investigación Judicial, destacó, además, por su facilidad y profesionalismo, al instaurar, perdón, interactuar con autoridades administrativas en coordinación en operativos y atención de sitios de sucesos, entre otros.

De hecho, hicimos una investigación con respecto al actual Organismo y sí, nos dieron referencia de que estos atestados que lo adornan lo hacen merecedor en los términos que establece el artículo que regula este tema de este tipo de premios, por eso, por unanimidad, el Tribunal decidió hacer la propuesta a esta Corte para lo que tenga a bien decidir. 



En este sí podemos votar todas las y el integrante de este Tribunal. 



Quedó así sobre este tema y procedemos, cuando usted lo indique, con el siguiente”.



Indica el Presidente, magistrado Aguirre: “Entonces, vamos a discutir la propuesta de la señora coordinadora del Tribunal de Reconocimientos, premio Miguel Blanco Quirós, a la persona servidora no profesional que se haya distinguido por su espíritu de servicio y por, desde luego, por su corrección al ejercicio de sus funciones. El Tribunal nos recomienda al señor Walter Cardalda Cárdenas, exservidor del Organismo de Investigación Judicial, por las razones que explican. 



Sí, ya”.



Menciona la magistrada Varela: “Sí, quiero agregar otra cosa, también hicimos una exploración sobre este postulante y nos llamó la atención que en un grupo de jubilados y jubiladas que recibieron, se dieron cuenta de esta postulación y consideraron que, y así nos hizo saber algunas personas que era muy importante que las personas que se jubilan no caigan, como dicen, en el olvido y que se reconozca y parece que hicieron una especie, digámoslo así, miniconcurso entre ellos, exfuncionarios jubilados, hicieron esa propuesta, así es como surge la propuesta de este señor”.



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: “Bueno, en discusión la propuesta y si no hay intervenciones la ponemos a votación. 



Yo no sé si se puede hacer … Entonces, la ponemos a votación”.



Manifiesta la licenciada Navarro: “Les solicito a las señoras magistradas y a los señores magistrados que no se han conectado al sistema de votación que por favor, se conecten. 



Tengo sin conectar al magistrado Ramírez. 



Voy a iniciar la votación. Sería por acoger la recomendación o no acoger la recomendación. Ya pueden votar. 

Falta un voto. Voy a cerrar la votación.



Dice la licenciada Navarro: "Diecinueve votos por acoger la recomendación".



Recibida la votación correspondiente, por unanimidad de las señoras magistradas y señores magistrados presentes y votando, se acordó: Aprobar la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceder el “Reconocimiento Miguel Blanco Quirós”, Al Buen servidor/a o exservidor/a judicial”, al jubilado judicial señor Walter Cardalda Cárdenas, expolicía del Organismo de Investigación Judicial. Así votaron las señoras magistradas y señores magistrados Aguirre, Rivas, Rojas, Leiva, Sánchez, Varela, Olaso, Chacón, Solano, Ramírez, Alfaro, Vargas González, Salazar Alvarado, Araya, Garro, Hess. Las señoras magistradas suplentes Vargas Vargas, Acon Ng, Fernández Acuña.



El reconocimiento le será entregado en la Sesión de Inauguración del Año Judicial 2024 y consistirá en una medalla de cuatro centímetros de diámetro cuyo material será en plata 925, mismo que, llevará la leyenda "RECONOCIMIENTO MIGUEL BLANCO QUIRÓS", el logo de la diosa de la Justicia y las demás indicaciones estipuladas por la Corte Plena.



Prosigue el Presidente, magistrado Aguirre: "En consecuencia, se tiene como designado al señor Cardalda para este reconocimiento, Miguel Blanco Quirós. 



Puede continuar en el uso de la palabra la magistrada Varela".	
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Responde la magistrada Varela: "Muchas gracias. El siguiente, el último premio es Justicia con Rostro de Mujer, este premio está regulado señalándose lo siguiente: este estará destinado a las mujeres empleadas o exempleadas jubiladas, administradoras de justicia o no que en el desempeño de sus labores se hayan destacado por su honradez, mística, transparencia, excelencia, dedicación al trabajo, quienes con sus acciones, ejemplo y actitud hayan resaltado el aporte de las mujeres en las funciones encomendadas al Poder Judicial e influido o influyan en la radicación de la violencia y de cualquier otra forma de discriminación en detrimento de los derechos humanos de las mujeres.



Las postuladas son las siguientes: Ileana Sánchez Navarro, jueza contenciosa y magistrada suplente de la Sala Constitucional. Johanna Quesada Monge, jueza coordinadora del Juzgado Contravencional de Coto Brus. María Ester Brenes Villalobos, jueza del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia. Yesenia Paniagua Gómez, Profesional 2 en Psicología del Servicio de Salud, Unidad de Atención Psicosocial. Melissa Benavides Víquez, jefa de la Unidad de Acceso a la Justicia, a quién se le excluyó de la votación por haber participado en el premio Ulises Odio Santos, del que resultó ganadora.



El resultado de la deliberación y votación, aquí participamos los cuatro integrantes del Tribunal, por unanimidad, se acordó otorgar el premio Justicia con Rostro de Mujer a la licenciada María Ester Brenes Villalobos. 



Entre los motivos de razonamiento que están en el documento que todas y ustedes tienen para fundamentación del acto, aquí hago apenas un resumen, se trata de una jueza de amplia y destacada trayectoria en materia de derecho de familia, pasando por el Juzgado de Pensiones Alimentarias, de Familia y últimamente como jueza coordinadora del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia, donde se ha destacado como una líderesa que ha logrado, con sus acciones en el ámbito jurisdiccional, cumplir fielmente con los requisitos reglamentarios de ser una administradora de justicia que en el desempeño de sus labores se ha destacado por su honradez, mística, transparencia, excelencia y dedicación al trabajo, que con sus acciones, ejemplo y actitud ha resaltado el aporte de las mujeres en las funciones encomendadas al Poder Judicial e influido en la radicación de la violencia y la discriminación de las mujeres, procurando el respeto de los derechos humanos de las mujeres usuarias de los servicios propios de la jurisdicción en donde labora.



Siempre ha destacado como una líderesa al frente de un despacho modelo en el país, que ha mantenido un servicio de calidad sostenible en el tiempo, que le ha valido al despacho a su cargo reiteradas reacreditaciones con evidente impacto positivo en los servicios a las personas usuarias, lo que redunda en aportes de relevancia para aumentar la confianza y credibilidad en el Poder Judicial. 



La jueza Brenes Villalobos ha sido una luchadora y motivadora para sus pares y personal de apoyo, con el afán de lograr, en la prestación de los servicios jurisdiccionales, el respeto de los derechos humanos y la dignificación de la mujer, la erradicación de la violencia y la discriminación, que la convierten en una profesional modelo a seguir por sus acciones en pro de la erradicación de la violencia contra las mujeres que la hacen acreedora al premio para el que se le está recomendando.



Su nombre siempre es mencionado con respeto personal y profesional entre sus pares, personal auxiliar, abogados y abogadas y personas usuarias de la administración de justicia, poniendo en evidencia el significativo aporte del trabajo femenino en la judicatura para lograr la equidad y justicia del caso concreto, teniendo presente no solo los derechos fundamentales de las mujeres usurarias sino también la perspectiva de género en su justa dimensión.



La trayectoria laboral y docente dentro del Poder Judicial permite afirmar que se ha destacado como una jueza íntegra y recta, ejemplo de excelencia y dedicación a su trabajo, que siempre va más allá del cumplimiento de sus obligaciones que el puesto en sí exige. En síntesis, sus acciones y actitud la convierten en una mujer ejemplo para las actuales y futuras generaciones de administradores de justicia y personal de apoyo. 



Además, se ha destacado como una excelente colaboradora de la Escuela Judicial en labores de facilitadora en los Programas de Formación General Básica y Formación Inicial para aspirantes a la judicatura y Programa de actualización para la implementación del Código Procesal de Familia.



Esa es en síntesis la motivación que este Tribunal consideró necesaria y justa para poder hacer la recomendación que dejamos sujeto a lo que esta Corte decida".



Consulta el Presidente, magistrado Aguirre: "En discusión la propuesta. Tiene la palabra la magistrada Rojas Morales".



Señala la magistrada Rojas: "Gracias. Buenas tardes a todas y todos en esta segunda audiencia.	



Doña Julia, yo no dudo de que es una profesional comprometida con su trabajo, con su función, es una persona seria, colaboradora; sin embargo, a mí me parece que el acto administrativo dice que realiza actos que distinguen a la mujer, en la fundamentación a mí me faltarían esos actos, porque nuestra labor como integrantes de la judicatura es cumplir pues con compromiso y respetar los derechos fundamentales, etcétera, todo lo que se ha dicho. A mí me gustaría saber, porque no está en la fundamentación, y para quienes nos están escuchando también, para que sepan cuáles son los actos, cuáles son las sentencias de ella con perspectiva de género, si es que las hay, cuáles son las actuaciones que ha liderado para potenciar que la mujer tenga una visión especial acorde con el premio que se le está dando.



Yo no dudo que todo lo que ha dicho esté bien, que ella sea una gran profesional, pero a mí me parece que falta determinar cuáles son esas actuaciones que la comprometen con la lucha desde la perspectiva de género, podría ser y sería deseable, si es jueza, que tenga algunas sentencias, que me gustaría saber si es así.



Porque, además, desde la perspectiva de género, nosotros promovemos desde la Secretaría todo lo que tiene que ver con el compromiso de las mujeres que apoyan la igualdad de género en este Poder Judicial y en el país, entonces no dudo de que tenga actos, pero no se citan; entonces yo si quisiera ver si ustedes lo tienen ahí, porque yo creo que eso enriquecería la fundamentación del acto en algo muy esencial.



En realidad, la fundamentación está bien, pero es muy genérica, yo querría ver ¿qué actos y actuaciones o sentencias consideraron en específico para decir que esta señora es una líderesa en el campo de la defensa por los derechos por las mujeres? para que quede así consignado y que quede bien sustentado el acto administrativo que le otorga el premio. Muchas gracias".



Manifiesta la magistrada Varela: "Muchas gracias por la pregunta, doña Rocío, muy interesante y es una oportunidad de mejora a futuro, para cuando hacemos la promulgación de los concursos especificarles y pedirles que aporten la prueba, las evidencias que respaldan, como una propuesta de mejora, lo vamos a considerar para el próximo año, si Dios lo permite, este tribunal y cualquiera que esté, para tener esas exigencias desde el puro inicio, porque aquí no estamos como ante el otro premio, Ulises Odio Santos, donde hay un documento, donde se tiene el documento y las evidencias, aquí no, pero si tenemos, y todo el mundo que conoce a la postulada que sale aquí, doña María Ester, usted no la conoce pero por lo menos yo sí y las que la conocemos, los demás del Tribunal que la conocemos, todos pudieron dar esa referencia.



Doña María Ester se ha caracterizado en ese juzgado por ser absolutamente de las que marcaron la pauta en como tenía el no solo estar, hacer una gestión totalmente con perspectiva de género y hacerlo de manera eficiente y eficaz, sino que pudo permear en su entorno interno del juzgado y creo que va más allá, también no solo del Juzgado Contra la Violencia Doméstica, sino también hacia las usuarias, por eso lo dijimos, a lo interno y a lo externo, cuando vimos toda la motivación que presentaron en la postulación, coincidimos quienes la conocemos que todo es verdad, que no necesitábamos … tampoco se había publicado en el cartel que tenían que presentar las evidencias. Por esa razón es, que aquí usted lo señala muy bien, sería lo ideal, claro, perfecto, pero vamos a verlo como una oportunidad de mejora a futuro, si se van a pedir esas evidencias, eso sería lo que yo podría, no sé si algún compañero o compañera del Tribunal quiere agregar algo, don Porfirio o doña Roxana".



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: "Magistrado Olaso".



Refiere el magistrado Olaso: "Señor presidente, yo no conformo parte del Tribunal para los premios, pero sí conozco definitivamente a la jueza María Ester Brenes, me tocó compartir con ella en formación de FIAJ hace muchos años, es una jueza comprometida e incluso, como yo no sabía, como yo no participo en el Tribunal, me di a la tarea de simplemente hacer un resumen de lo que yo tengo conocimiento personal, pero nada más para que tomemos en cuenta, la jueza Brenes es una jueza especializada, quizás la jueza más especializada en Violencia Doméstica, en mi criterio, en este país; es integrante del equipo de docentes de la Escuela Judicial en los tiempos de FIAJ, estamos hablando del año 97 casi para acá, es una especialista y eso es importante decirlo, fue graduada en grado de especialista de la Universidad Nacional de Chile, en temas de género, para la vigencia de los derechos humanos de las mujeres en América Central y por el instituto de las niñas y de los niños de la OEA en temas de niñez y adolescencia.



Digámoslo así, en el contexto de los textos que se desarrollan en materia de violencia contra las mujeres y específicamente en los temas de reforma procesal de familia, es poco los textos en donde María Ester no figura como una autora esencial de esos cursos. Es una persona altamente comprometida con esta lucha de la perspectiva de género, no solo a nivel, reitero, de su función, porque esto sería algo normal, sino también a nivel de capacitación en la Escuela Judicial. Lidera una visión, y me ha tocado compartir con ella recientemente en situaciones en donde hemos tenido que dar cursos de violencia y para efectos de mejor argumentación de la sentencia con perspectiva de género y siempre es una invitada de honor, porque reitero, bajo mi conocimiento es una de las personas quizás más especializadas y un referente en materia de violencia contra las mujeres en este país.



Nada más era para indicar eso, reitero, yo no conformo el Tribunal, pero para mí referirme a ella verdaderamente es un honor. Gracias".



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “Magistrada Varela”.

Señala la magistrada Varela: “Para agregar, bueno, ya en … incluso …”.

Indica el Presidente, magistrado Aguirre: “Sí, yo le di la palabra ya”.



Menciona la magistrada Varela: “… que no lo puse en la síntesis, pero, por ejemplo, de lo que se da cuenta, quienes la postularon, por ejemplo, que dentro del Poder Judicial se ha destacado como jueza de pensiones alimentarias, jueza de familia y jueza de violencia doméstica, todo eso sí se los indiqué. Pero, además, doy fe también que María Esther fue una de las colaboradoras que siempre, desde que iniciamos la propuesta del Código Procesal de Familia, incluso recuerdo que hasta unos permisos se pidió para que ella trabajara en grupos comprometidísimos, no solo en la formulación original, si no después en las revisiones. Pero, además, ella tiene múltiples publicaciones académicas, por ejemplo, el manual de procedimientos en violencia doméstica, El Derecho a la Convivencia Familiar, Nueva Visión de Conciliación en Materia de Familia y su Relación con el Interés Superior del Niño, Curso Multimedia de Pensiones Alimentarias, Responsabilidad Legal del Docente Derivadas del Código de Niñez y Adolescencia, Algunas Reflexiones sobre Evolución Legal y Jurisprudencial del Matrimonio y de las Relaciones de Hecho. 



De manera que, tenemos una trayectoria laboral que la respalda a ella y documentos que han permitido que la comunidad jurídica nacional y también a lo interno, para mejorar el servicio, hayan permitido o permiten generar excelencia en el servicio.



Entonces, repito, ella, no solo desde el punto de vista de gestión de un despacho que ha sido modelo, sino también de que ha tenido impacto a nivel nacional en todo lo que tiene que ver con estos temas, por eso es que, con absoluta fe le puedo dar y qué bueno que don Jorge, que le tocó también trabajar e interactuar con ella, pudo también referirse y cualquier otro que la conozca, de doña María Esther, puede dar fe de lo que aquí estamos señalando”.



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: “Bueno, no hay más personas que me … Sí, en forma breve”.



Manifiesta la magistrada Rojas: “No, nada más decir que todo lo que han dicho, que no estaba en la motivación del acto, no le hacía justicia, entonces, la recomendación, me parece que, efectivamente, doña Julia, hacia futuro, porque imagínese, o sea, debo decir que será para mí un privilegio votar por ella, pero nada de eso estaba y probablemente si no lo pregunto no se dice y aquí estamos en streaming para que la comunidad nacional también conozca a las personas que estamos premiando y me parece que si tiene una trayectoria como la que aquí se ha indicado y una especialidad como la que se ha indicado, es muy justo que se consigne y, no, gracias a los que han completado y yo esperaría nada más que esto se incorpore en la motivación del acto para que quede en las actas de Corte Plena. Muchas gracias”.



Interviene la magistrada Varela: “Si me permite, don Orlando, yo creo que es una buena recomendación que hace doña Rocío. No lo pusimos todo en la motivación del acto porque es un documento que se va completo para Corte. Aquí se mandó toda la información para que todas y todos lo tuvieron a la vista, pero sí pediría efectivamente que toda la motivación que dieron quienes postularon en este y en los otros premios, que se incorporen dentro del acto, lo que dijeron y lo que nosotros motivamos finalmente. O sea, hicimos un resumen que respaldaba lo que ahí estaba señalado, entonces, que se adjunte como documento de los postulantes y lo que nosotros decidimos como base de la recomendación. Yo creo que eso no hay ningún problema. Y que, a futuro, vamos a tomar la medida entonces de que vamos a consignar todo lo que dicen los postulantes de quienes resultaron beneficiados y si nosotros como Tribunal lo avalamos o no lo avalamos. Esa podría ser una oportunidad de mejora importante. Así es que se le agradece, doña Rocío”.



Expresa el Presidente, magistrado Aguirre: “Vamos a poner a votación la propuesta”.



Señala la licenciada Navarro: “Voy a iniciar la votación. Sería acoger la recomendación o no acoger la recomendación. Ya pueden votar. Faltan votos”.



Indica la magistrada Acon: “Silvia, disculpe, no, a mí no me sale la votación”.



Menciona la licenciada Navarro: “Qué extraño, porque sí se envió y sí se abrió la votación. Puede ser que esté en proceso. Son tres personas a las que no les ha llegado la votación. Don Gerardo, doña Ingrid, ¿y a quién más? Sí, sí. No, es que el sistema está abierto. 



Voy a cerrar la votación. Diecinueve votos por acoger la recomendación".



Recibida la votación correspondiente, por unanimidad de las señoras magistradas y señores magistrados presentes y votando, se acordó: Aprobar la recomendación del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial y conceder el “Reconocimiento La Justicia con rostro de mujer”, a la licenciada María Ester Brenes Villalobos, Jueza del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia. Así votaron las señoras magistradas y señores magistrados Aguirre, Rivas, Rojas, Leiva, Sánchez, Varela, Olaso, Chacón, Solano, Ramírez, Alfaro, Vargas González, Salazar Alvarado, Araya, Garro, Hess y las señoras magistradas suplentes Vargas Vargas, Acon Ng y Fernández Acuña.



El reconocimiento le será entregado en la Sesión de Inauguración del Año Judicial 2024 y consistirá en una medalla de cuatro centímetros de diámetro cuyo material será en plata 925, mismo que, llevará la leyenda RECONOCIMIENTO "La justicia con rostro de mujer", el logo de la Diosa de la Justicia y las demás indicaciones estipuladas por la Corte Plena.



Señala el Presidente, magistrado Aguirre: "En consecuencia se tiene como otorgado este reconocimiento Justicia con Rostro de mujer a la jueza María Ester Brenes Villalobos, puede usted continuar doña Julia".
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Consulta la licenciada Navarro: "Doña Julia hay alguno que se declaró desierto".



Responde la magistrada Varela: "No, esto es un quinto premio, que es el que tiene que ver con buenas prácticas, eso me informaron, ese no se concursó porque después se hizo, en una oportunidad en que se hacen premiaciones de buenas prácticas, pero está en el reglamento, pero si aprovecho de una vez para que esto, que es una oportunidad de mejora que se nos fue en el reglamento cuando esa última reforma que se hizo, que no se advirtió que eso quedaba ahí, entonces, eso hay que sacarlo de ese reglamento, pero hay que hacer ese trámite, se estaría presentando posteriormente para esos efectos, ahí terminaríamos entonces. Muchas gracias".



ENTRAN LA MAGISTRADA VARGAS VÁSQUEZ Y LA MAGISTRADA SUPLENTE ALVARADO PANIAGUA A LA SESIÓN.



Añade la licenciada Navarro: "¿Doña Julia y el Fernando Coto no se declaró desierto?".



Aclara la magistrada Varela: "Ah, bueno, perdón, para el de Fernando Coto no hubo postulantes, eso sí omití, decir eso, para ese premio no hubo ningún postulante".



Responde el Presidente, magistrado Aguirre: "Entonces lo declaramos desierto".



Dice la magistrada Varela: "Sí señor".



Por unanimidad, se aprobó la recomendación del Tribunal de Reconocimientos y se declara desierto el “Reconocimiento Fernando Coto Albán, al buen Juez o Jueza”.
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Indica el Presidente, magistrado Aguirre: "Don Gerardo Rubén".



Agrega el magistrado Alfaro: "Gracias, señor magistrado presidente, señoras magistradas y señores magistrados. 



Yo solamente quiero hacer una brevísima reflexión con todo este proceso, porque a mí me parece que nosotros en el Poder Judicial somos trece mil personas y yo creo que hay muchísima gente muy buena, que yo no creo que mis palabras puedan demeritar el honor que le hemos conferido a las personas que hoy se han escogido, pero creo que escoger, por ejemplo, a un buen profesional entre dos o tres postulaciones o una obra, siendo que mucha gente valiosa también escribe en el Poder Judicial de dos obras, o escoger el premio con rostro de mujer entre dos o tres mujeres, cuatro habiendo tantas y tan buenas, entonces yo creo que algo está fallando en el proceso de divulgación.



Yo creo que deberíamos tener o por lo menos apuntar a una estrategia que prensa y comunicación, o desde la presidencia, procure que esto llegue por algún otro medio, todas y todos sabemos que los correos que invitan a este tipo de procesos llegan a los correos, de los tantos correos que llegan a todas las personas funcionarias y servidores todos los días, y entonces probablemente mucha gente allá en setiembre, cuando el reglamento dice que es el tiempo para postular, pues pasa desapercibido. Pero deberíamos ser más insistentes, porque yo creo que hay mucha gente muy buena.



La otra cosa que yo llamo también, y hasta ahora, yo, después de cuatro años aquí, me percato, y probablemente tuve que haber estado entonces en tres ocasiones anteriores escogiendo de las recomendaciones del Tribunal de Reconocimientos y es que a mí me llama muchísimo la atención este reglamento, porque vean ustedes que nosotros recibimos una recomendación, que no es una recomendación, porque nosotros no podemos escoger, nosotros lo único que podemos hacer es decir si acogemos la recomendación o no acogemos la recomendación. Y si no acogemos la recomendación, vean que grave, eso significa que el premio se declara desierto a pesar de que hubo en el proceso otras personas que podrían tener merecimiento para merecer el premio y es que la redacción del artículo 12 es una redacción sumamente confusa; entonces, mi solicitud señor presidente, señoras y señores, es para que revisemos esto, porque podría ser que el espíritu de esta Corte en el momento en que se promulgó el reglamento hubiera sido bueno, no hay ninguna posibilidad de que Corte intervenga en el nombramiento y que entonces el Tribunal de Reconocimientos es soberano en su decisión, podría ser ese el espíritu, pero si es ese el espíritu para que viene a Corte para que nosotros votemos algo en que la recomendación es sí o sí, porque si decimos no es declarar desierto.



Entonces, por ejemplo, ahora que se hablaba también de María Ester que yo la conozco también, pero había otras mujeres muy valiosas y que tal que esta Corte hubiera decidido no acoger la recomendación de María Ester, entonces era desierto a pesar de que había otras postulantes o se habían postulado otras personas, entonces yo sí creo que esto es una cuestión que merece revisarse. Primero que debe publicitarse, que debe llamarse a una mayor participación, porque de las trece mil personas que aquí trabajamos yo creo que un porcentaje casi del noventa y tanto por ciento será gente extremadamente buena, por no decir la totalidad, pero podríamos decir la totalidad de gente buena que merece reconocimientos.



Claro, el reconocimiento determina que yo haya hecho algo extraordinario, pero yo también sé que hay mucha gente que hace aquí cosas extraordinarias, entonces esa invitación y la invitación, señor presidente, a que se revise el reglamento, porque venir a decir sí o no y decir no es rechazar, me parece que no nos está permitiendo escoger. Yo podría hacer una lectura del 12 y decir, no, lo que dice ahí es que se recomienda, bueno y porque entonces no podría yo votar por otra persona de la nómina, alguien podrá interpretar que no, que el 12 no permite que yo pueda votar por otra persona de la nómina, don Orlando lo entendió así. 



Gracias don Orlando, gracias señores magistrados y señoras magistradas".



Agrega el Presidente, magistrado Aguirre: "Bueno, yo quería decirles, antes de darle la palabra a doña Julia, que esta, digamos, la publicación respectiva, sí tiene razón de que se envía por los correos institucionales, pero también, a raíz de las observaciones que se han hecho aquí, se envían a todos los consejos de administración del país, pero tampoco hemos tenido ninguna reacción positiva de estos órganos proponiendo digamos a alguien.



Tal vez, podría ser que el problema es que la persona debe ser postulada por alguien, llenar un formulario y hacer una justificación del porque lo propone, se ha dicho que algunas veces algunos postulantes que quieren ser objetos de un reconocimiento, ellos mismos son los que se encargan, utilizando a otras personas, bueno, pero por lo menos se conoce la postulación de ellos, bueno no sé.



Doña Julia".



Responde la magistrada Varela: "Permítame aclarar, que buena y oportuna la pregunta de don Gerardo Rubén y la inquietud. Sí, efectivamente, don Gerardo, se hizo, como dice don Orlando, en esto el concurso se hizo en este caso, don Gerardo, se hizo y se mandó a todas las unidades regionales y también para que hicieran la divulgación por medio ya fuera de las mismas pizarras informativas que ellos tienen, para que se diera la mayor difusión a nivel nacional, entonces no fue un tema de falta de publicidad que generó aquí estos resultados. Efectivamente, también tenemos una oportunidad de mejora, como dice don Orlando, podría ser que en el reglamento se modifique y que se permita la auto postulación.



Un ejemplo podría ser para los premios Fernando Coto Albán, Ulises Odio Santos, donde una persona que tiene una obra, aunque se dice que es muy feo recomendarse a sí mismo, pero bueno si hay un mérito y califica dentro del reglamento, podría perfectamente, porque no, que se dé la auto postulación.



Les quería decir que para efectos del trabajo en el Tribunal yo me permití hacer una plantilla en Excel, donde dice requisitos a considerar, persona nominada, cédula, puesto que desempeña, lugar de trabajo, tiempo de servicio, identificación, teléfono, nombre del nominante, motivación de la postulación, ese documento al que les dije que se puede adjuntar al acta, tiempo de servicio, antecedentes; en el tema de antecedentes también se hace una investigación sobre el tema, si la persona tiene sanciones disciplinarias, se hizo específicamente en el de don Luis Paulino Mora Mora, que no me tocó a mí intervenir, pero si me enteré de la situación, se hizo que el reglamento no tiene límites, no especifica que la persona pueda ser excluida por el hecho, como sí para efectos de los reconocimientos de los diez, quince, veinte, veinte cinco, treinta años, que así se tiene, aquí no está especificado en el reglamento.



¿Qué pasa si una persona tiene denuncias en la Inspección Judicial? o ¿si ha tenido sanciones? Nada de eso, aquí no está, lo revisamos y sino doña Roxana puede dar fe de eso en el tema, que eso fue parte de lo que se tuvo, para uno de los premios, que valorar. Entonces, el asunto puede ser una mejora, podría ser y yo me comprometo que para futuro voy a agregarle como a parte de la motivación que dan los postulantes, señalar quienes, del estudio que se hizo".



Interviene el Presidente, magistrado Aguirre: "Me parece que podríamos aprovechar la oportunidad e integrar una pequeña comisión para que hagan una revisión de este texto".



Dice la magistrada Varela: "Don Orlando, me parece innecesario, para eso está el mismo Tribunal que hizo la propuesta, con ayuda de don Roger Mata, cuando hicimos, la misma presidencia que hizo la reforma ¿se acuerda que nosotros la trabajamos junto con él para hacer la propuesta de mejora? yo no creo que sea necesaria, nosotros, creo que podemos colaborar en eso".



Prosigue el Presidente, magistrado Aguirre: "Poco a poco se le han venido haciendo".



Añade la magistrada Varela: "Si lo tienen a bien, nosotros mismos podemos colaborar con don Roger para hacer esa propuesta".



Dice el Presidente, magistrado Aguirre: "Bueno le solicitamos al propio Tribunal y démosle un plazo".



Agrega el magistrado Sánchez: "Gracias, señor presidente. Buenas tardes tengan todas y todos. 



Yo creo que yo no me abocaría, señor presidente, compañeras y compañeros, a un tema de reglamento, yo creo que el reglamento no volvería yo a trabajar sobre eso, aquí el tema es una campaña de cómo las personas se enteran de esto, tal vez presidente podríamos en la comisión, con las personas expertas de prensa y comunicación, con don Alonso Mata y que ellos nos indiquen cual es la mejor forma en la que nosotros podemos hacer la comunicación, ya sea por medio de una campaña o ver de qué forma lo podemos hacer y así no complicarnos mucho en el seno de esta Corte con más reglamentos, que yo creo que ya es hora. Entonces, la propuesta sería que, por medio del Departamento de Prensa, en unión con Mata, y ver qué campaña de divulgación podríamos utilizar, ya que ellos nos asesoren para ver cómo lo podríamos hacer".



SALE LA MAGISTRADA CHACÓN DE LA SESIÓN. 



Manifiesta el Presidente, magistrado Aguirre: "Habría que agregarlo, tal vez toman ustedes esa idea y nos hacen ustedes la propuesta, me parece, para que quede incorporado. Entonces, aprovechamos eso para que nos hagan una propuesta de mejora en lo que es el tema de la divulgación.



Se acordó: 1.) Tener por hechas las observaciones de las señoras magistradas y señores magistrados que hicieron uso de la palabra. 2.) Acoger la propuesta presentada por el magistrado Sánchez, en consecuencia, deberá el Tribunal de Reconocimientos en coordinación con el Despacho de la Presidencia y con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, realizar una propuesta de mejora en cuanto a la divulgación del tema de reconocimientos de galardón de premios, a fin de que toda la población judicial cuente con la información correspondiente.”



	

Atentamente, 







Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia
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